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JUZGADO 401 TRANSITORIO ADMINSTRATIVO DE CALI  .  

Ciudad  

  

Referencia:     Expediente: 2019-00282 

Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante:  ANA GABRIELA CADL y Otros.  

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL   

 

CESAR ALEJANDRO VIAFARA SUAZA, vecino de la ciudad, con cédula de ciudadanía 

No.94.442.341 de Buenaventura (Valle) y Tarjeta Profesional de Abogado No. 137.741 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de la Nación - Rama 

Judicial en el proceso de la referencia, según poder adjunto otorgado por el Director 

Seccional de Administración Judicial (e) conforme el artículo 103 numeral 7 de la Ley 

270/96, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA que nos ocupa. 

  

I. A LAS PRETENSIONES  

 Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y 

solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las 

excepciones que se proponen en el acápite correspondiente.  

  

II. A LOS HECHOS  

 En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los 

cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial, así como los extremos 

temporales que se encuentren debidamente soportados documentalmente.   

  

Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede 

administrativa, la expedición de los actos que hoy emergen como acusados, y el trámite de 

conciliación prejudicial, adelantado ante la Procuraduría General de la Nación.  

  

Frente a los demás hechos presentados en la demanda, es pertinente advertir al Despacho 

que se tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones subjetivas de 

la apoderada de la parte actora.  

  

III. RAZONES DE LA DEFENSA  

 1. RESUMEN DEL CASO 

En la demanda la parte actora solicita se ordene a la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial reliquidar y pagar de manera retroactiva, indexada y con los 

respectivos intereses moratorios y sanciones por la mora en el pago, el reajuste de la 

asignación mensual y de todas las prestaciones sociales recibidas desde el 1 de enero de 

2013 hasta que se haga el reajuste y en adelante, en virtud de la bonificación judicial 

mensual reconocida mediante el Decreto No. 0383 de 6 de marzo de 2013, como 

remuneración con carácter salarial, con las consecuencias prestacionales incluidas las 

cesantías e intereses a las cesantías de esta bonificación mensual como salario.  

  

2. FUNDAMENTO LEGAL 

 De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional, sin restricción alguna, para fijar el 
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régimen salarial y prestacional de los del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para 

la fijación de las prestaciones empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la 

Fiscalía General de la Nación, los miembros sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo 

cual debe tener en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y criterios: El respeto de los 

derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales; La sujeción al 

marco general de la política macro económica y fiscal; La racionalización de los recursos 

público y su disponibilidad; El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las 

funciones, sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.    

  

De manera que es en virtud de la Constitución Política de 1991 y lo establecido en la 

citada Ley que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los 

servidores públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional.  

  

Así pues, nace el Decreto 0383 del 6 de marzo de 2012, “Por el cual se crea una bonificación 

judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan 

otras disposiciones”, normativa que estableció lo siguiente:  

  
“…ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 

régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose 

por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 

reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 

de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.”(Se destaca)  

 
En iguales términos fue regulado por el Decreto 384 de 2013 “por el cual se crea una 

bonificación judicial para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial y se dictan otras disposiciones”, y por 

los Decretos 1269 de 2015 y 246 de 2016. 

 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá 

mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio.  

  

Los Decretos 383 de 2013, 384 de 2013, 1269 de 2015 y 246 de 2016 instituyeron también, 

cada uno en su respectivo artículo 3º, la siguiente previsión legal:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional estatuido por las 

normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición 

en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

  
Consecuencia de las normas precitadas, es que por expreso mandato legal la Bonificación 

Judicial constituye  factor  salarial  únicamente  para  efectos  de  constituir  la  base de 

cotización al  Sistema  General  de  Pensiones  y  al  Sistema  General  de  Seguridad  

Social  en Salud, a lo que se agrega que la modificación, ajuste o variación de las normas 

que consagran  dicho concepto es de la exclusiva competencia de Gobierno Nacional, 

como lo evidencian los decretos expedidos por el Ejecutivo para ajustar el monto de la 

referida Bonificación en las vigencias 2015 y 2016, quedando por lo tanto resuelta de plano 

la pretensión del interesado concerniente a “…ajustes equivalentes al IPC del 02%…”.   

  

3. PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LEGALIDAD Y DE 

CONSTITUCIONALIDAD QUE AVALAN EMOLUMENTOS LABORALES SIN 

CARÁCTER SALARIAL 

 

El Consejo de Estado en sentencia del 19 de  junio de 2008, Radicación número: 11001-03-

25-000-2006-00043-00 (0867-06), Actor: PABLO J. CACERES CORRALES, Consejero 

ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, ratificó el carácter NO SALARIAL de la 

Bonificación de Actividad Judicial creada por el Decreto No. 3131 del 08 de septiembre de 

2005, para Jueces de la República y otros funcionarios, providencia en la que se indicó que 

las normas que fueron acusadas en el momento en que señalaron que dicha bonificación 
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al señalar que no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron ningún 

derecho adquirido ni violaron las disposiciones constitucionales y legales, que sustentó el 

demandante en la demanda, ya que precisamente fue creada como una suma adicional al 

salario, por lo que en ningún momento existió una desmejora del mismo. 

  

Es así que, el legislador está facultado por la propia Constitución para fijar los estipendios 

salariales y prestacionales de los servidores públicos, puesto que tiene libertad para 

disponer qué determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto total del 

salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para 

liquidar algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese 

presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera 

podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales.  

  

Por su parte, La Corte Constitucional, máximo intérprete de la Constitución en sentencia 

C-279 de 1996 declaró exequible el artículo 14 de la Ley 4° de 1992 en su redacción 

original, que determinaba que la prima especial allí creada no tendría carácter salarial 

para ningún efecto, en razón de la libertad de configuración del legislador. Para el efecto 

tuvo en cuenta la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993 

(radicación 5481), cuando al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 del Código 

Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la Ley 50 de 1990, expuso que aun cuando 

habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular prestaciones e 

indemnizaciones, ello no impide que el legislador disponga que alguna prestación social o 

indemnización se liquide sin el monto total del salario del trabajador, es decir, que se 

incluyan ciertos factores. Y, concluyó en la providencia que el legislador al determinar que 

algunas primas no tengan carácter salarial, en ningún momento lesiona los derechos del 

trabajador. 

  

Al año siguiente, en la sentencia C-444 de 1997 la Corte Constitucional declaró exequible 

que la Ley 332 de 1996 al modificar el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, le diera efecto a 

dicha prima exclusivamente para liquidar la pensión y que se excluyera a quienes ya 

estaban pensionados.  

  

Seis años después, en la sentencia C-681 de 2003 la Corte Constitucional declaró 

inexequible la expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, por 

violación del principio de igualdad de los funcionarios del artículo 15 con los funcionarios 

del artículo 14, a quienes se les tiene en cuenta para cotizaciones y liquidación de la 

pensión por la modificación que en tal sentido introdujo la Ley 332 de 1996 al artículo 

14, pero de ningún modo porque se haya considerado que existe el derecho 

constitucional a que todo pago salarial sea base de liquidación de prestaciones.  

 

Igualmente, y más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU-395 de 2017, 

reiteró: “…no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la 

materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación 

social o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del 

trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza 

salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter… Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido 

que “el legislador conserva una cierta libertad para establecer, que componentes constituyen, o no 

salario, así como la de definir y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia 

desarrollar la Constitución.” 

Igualmente y en lo relacionado a la vulneración de los derechos adquiridos, la Corte 

Constitucional en la sentencia No. C-410-97 del 28 de agosto de 1997, Magistrado Ponente, 

doctor HERNANDO HERRERA VERGARA, expresó, entre otros que los derechos 

adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han consolidado y 

definido bajo la vigencia de la ley, por lo tanto, se encuentran garantizados, de tal manera 

que no pueden ser desconocidos por situaciones futuras; sin embargo, las simples 
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expectativas son diferentes al derecho adquirido, ya que se tratan de aquellas 

probabilidades o esperanza de obtener algún día un derecho, por lo que pueden ser 

modificadas por el legislador.  

   

Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la H. Corte Constitucional en la 

sentencia citada en precedencia, y la filosofía del legislador con la expedición de los 

Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 2013, claramente expuesta por el Alto Tribunal 

Constitucional, se tiene que a la parte demandante no se le ha vulnerado derecho 

adquirido alguno, en consideración a que el derecho que reclama, ha sido creado por el 

Gobierno Nacional hasta en los Decretos en cita, razón por la que no hacía parte de su 

patrimonio antes de la expedición del mismo, por lo tanto, no le ha sido arrebatado o 

vulnerado, pues es a partir de la creación de este concepto salarial y seguidos los 

lineamientos del ejecutivo como órgano competente en su expedición, que se entró a 

liquidar y a devengar este concepto. Hasta allí era una expectativa y empezó a formar 

parte de su patrimonio como lo previó el legislador, sin carácter de factor de salario para 

liquidar sus prestaciones sociales, así nació y así lo concertaron las partes, Rama Judicial, 

ASONAL y el ejecutivo, luego entonces, no se violó algún derecho adquirido y no hay 

lugar a cancelar diferencia prestacional alguna a título de Bonificación Judicial al 

funcionario judicial.  

  

Es por ello que el Gobierno Nacional no desconoce o lesiona los derechos reclamados, 

pues los derechos adquiridos son intangibles, y para el caso en estudio, la Bonificación 

Judicial creada en los Decretos 383 y 384 de 2013, fue el producto de una reclamación 

salarial a través del paro judicial, que hasta ese momento, era una mera expectativa o 

esperanza de obtener un derecho, susceptible de ser modificada discrecionalmente por el 

Gobierno Nacional y que a la postre, se configuró con la expedición de la norma 

precitada.    

  

4. DE LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  

 La parte actora en la demanda, solicita sea declarada la excepción de 

inconstitucionalidad, la cual, constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios 

públicos y a la jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, 

cuando se ven comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la 

aplicabilidad de una norma legal vigente, pero como la norma no señala cual es el juez 

competente para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción. 

 

La Corte Constitucional en la Sentencia de tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 

Expediente No. T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, frente a la 

excepción de inconstitucionalidad expresó que, si el Juez encuentra fundada “la demanda 

de inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo 

solicitó.  Al contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su 

eficacia jurídica, es decir, no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, 

siempre  que  no  se  le  oponga  la  excepción  de  inconstitucionalidad. El  objeto  de  la excepción 

no es pues la anulación,  sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido.” Y, agregó: la 

excepción sólo puede  imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino 

respecto de ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de la acción, la excepción de 

inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los 

tribunales ordinarios.”   

  

Esta posición jurisprudencial la reafirmó la Corte Constitucional en la sentencia de tutela 

T-150 de 19951.  

 
1  “…La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado:   
"El artículo 4º de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 de la 
codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre cualquier otra norma 
jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se 
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En consecuencia, se deduce, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus 

Seccionales, como autoridades administrativas, agentes del Estado y garantes del 

principio de legalidad, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a aplicar el 

derecho vigente al tenor literal de su redacción, dándole estricto cumplimiento, pues no 

tiene facultad para interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los Jueces en sus 

respectivos fueros, a través de sus sentencias, los que tienen esa potestad.   

  

Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta lo preceptuado por el Art. 3° del Decreto 383 

de 2013, por medio de la cual se adujo:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional 

estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 

1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

…” (Subrayas propias).  

 
En los mismos términos está regulado en el artículo 2 del Decreto 384 de 2013. 

 

Tampoco le es dable a la Administración acceder a la inaplicación por 

inconstitucionalidad, pues al realizarlo se modificaría  el régimen salarial y prestacional 

de los servidores beneficiarios del Decreto 0383 de 2013 o del Decreto 0384 de 2013, 

competencia atribuible única y exclusivamente al Gobierno Nacional.  

 

Sumado a lo anterior, no se avizora vicio de constitucionalidad alguno en la disposición 

en cita que regula la Bonificación Judicial, toca vez que, como se indicó en el acápite 

anterior, variada y reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional ha admitido que 

resulta ajustado a la Constitución Nacional el que el Gobierno Nacional establezca que 

ciertos emolumentos salariales no tengan carácter salarial, pues ello es válido dentro de su 

libertad de configuración, máxime porque las condiciones en que fue creada tal 

Bonificación surgieron a partir de un acuerdo colectivo que el Gobierno hizo con las 

organizaciones sindicales de la Rama Judicial. 

  

De manera que no hay lugar a inaplicar por inconstitucional la expresión “constituirá 

únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud.", contenida en el artículo primero de los Decretos N° 

0383 y 0384 de 2013, en el entendido de que la bonificación judicial debe constituirse en 

factor salarial para todas las consecuencias legales que comporte, se debe destacar que la 

Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido del Decreto 383 

de 2013 y del Decreto 384 de 2013, en cumplimiento además de la formalidad consagrada 

en su artículo 3º y 2º, respectivamente, citado textualmente en párrafos anteriores, razón 

por la que solicito señor Conjuez, niegue las pretensiones de la demanda y confirme la 

legalidad de los actos administrativos enjuiciados, proferidos por la Dirección Seccional 

de Bogotá y Ejecutiva de Administración Judicial, de lo contrario estaría desacatando el 

ordenamiento legal vigente.  

  

Por otra parte, en la sentencia SU-132 de 2013, la Corte Constitucional señaló que la 

inaplicación por inconstitucionalidad es una herramienta se usa con el fin de proteger, en 

un caso concreto y con efecto ínter partes, los derechos fundamentales que se vean en 

riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía que, de forma clara y evidente, 

contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política.   

  

 
establezca la incompatibilidad entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de 
por medio la definición por vía general acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio 
de la providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia 
de acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular.” 
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Por tanto, la única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es 

cuando no son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en 

el presente caso, como quiera que los Decretos 383 y 384 de 2013, que crearon la 

Bonificación Judicial y regulan su liquidación están vigentes, y es en virtud del principio 

de legalidad contemplado en el artículo 6 de la Carta Política, que como autoridad 

debe acatarlos y cumplirlos, hasta tanto no haya sido anulada o suspendida estas normas 

en sus efectos por la Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo, máxime cuando de su 

lectura no se genera duda con respecto a la interpretación y alcance del mismo.     

  

En tal virtud, solicito no acceder a  las pretensiones de la demanda en el sentido de incluir 

en la liquidación de las prestaciones sociales de los beneficiarios de la Bonificación 

Judicial el valor por ésta reconocido como factor de salario (y la cual sólo se debe tomar 

para los aportes a los sistemas de salud y pensión) y que hoy surgen de la interpretación 

errada que el servidor judicial tiene de la norma, pues como autoridad administrativa y 

guardadora del principio de legalidad, a la Administración Judicial le corresponde acatar 

estrictamente el ordenamiento legal vigente, sin que le sea posible interpretarlo 

o inaplicarlo, en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros a través de sus 

sentencias los que tienen tal potestad  

  

Por lo anterior, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas por la parte 

demandante, toda vez que al hacerlo, comportaría la modificación del régimen salarial ya 

establecido en la ley por la autoridad competente, facultad que no nos está dada.  

  

IV. EXCEPCIONES  

1. DE LA VIOLACIÓN DE NORMAS PRESUPUESTALES DE RECONOCERSE LAS 

PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDANTE  

  

Es menester indicar que la Bonificación Judicial fue regulada sin carácter salarial para 

efectos prestacionales y que a la fecha los decretos que la reglamentan no han sido 

declarados nulos, es decir, siguen gozando de presunción de legalidad, por lo tanto es 

deber de la Dirección Ejecutiva y sus Direcciones Seccionales acatar sus regulaciones, pues, 

de llegar a reconocerse su carácter salarial para todos los efectos, como lo pretenden los 

actores, no solo se desconocerían tales decretos, sino que también se iría en directa 

contravía de las disposiciones de presupuesto, especialmente, de la prohibición contenida 

en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, 

que prevé:  

  
“ARTICULO 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán 

contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente 

para atender estos gastos.   

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados 

no sean desviados a ningún otro fin.   

  

En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta 

operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.   

  

En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en 

exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o por quien éste delegue, para 

comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con cargo a los recursos del crédito 

autorizados.   

  

Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el Presupuesto General de la 

Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será requisito esencial y previo la obtención de un 

certificado de viabilidad presupuestal, expedido por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se 

garantice la posibilidad de atender estas modificaciones.   
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Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará responsabilidad 

personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley 38/89, artículo 86, Ley 179/94, 

artículo 49).”  (Se resalta)  

  

Igualmente, podría desconocerse lo previsto en el Decreto 1068 de 20152, en su 

artículo 2.8.3.2.1. que establece:  

  
“Artículo 2.8.3.2.1. Disponibilidad y Registro Presupuestal Todos los actos administrativos que afecten las 

apropiaciones presupuestales, deberán contar con los certificados de disponibilidad previos que 

garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.  

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos no sean desviados a 

ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya 

lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.  

  

En consecuencia, no se podrán contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del 

saldo disponible, con anticipación a la apertura del crédito adicional correspondiente. o con cargo a recursos del 

crédito cuyos contratos no se encuentren perfeccionados, o sin que cuenten con el concepto de la Dirección General 

de Crédito Público y Tesoro Nacional para comprometerlos antes de su perfeccionamiento, o sin la autorización 

para comprometer vigencias futuras por el Consejo Superior de Política Fiscal, CONFIS o quien éste delegue. El 

funcionario que lo haga responderá personal y pecuniariamente de las obligaciones que se 

originen.” (se destaca)  

 
Lo anterior por cuanto no están incluidos en el presupuesto de la Rama Judicial los 

dineros que se requerirían para el pago de lo pretendido por la parte actora, lo cual 

obedece a que el rubro de gastos de personal está planeado y calculado, teniendo en 

cuenta las regulaciones vigentes que regulan los salarios, prestaciones y acreencias 

laborales de los empleados de la Rama Judicial, por lo que de ninguna manera pueden 

incluirse allí mayores costos para reconocer lo pretendido por la parte actora, en tanto, no 

resulta acorde con las previsiones de los Decretos 383 y 384 de 2013, que establecieron el 

carácter salarial de la Bonificación Judicial únicamente para efectos de aportes de 

Seguridad Social en pensiones y salud. 

  

Al respecto, la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Vladimiro Naranjo 

Mesa, en la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993, sostuvo que: “las normas orgánicas del 

presupuesto regulan y limitan la actividad de las diferentes entidades y órganos del Estado, tanto en 

los actos que pueden realizar en el ejercicio de sus funciones que conllevan ejecución presupuestal, 

como en las formalidades y requisitos que deben cumplir. De tal suerte que todos los actos  

administrativos que afecten el presupuesto respectivo, tendrán que contar con el certificado de 

disponibilidad presupuestal en los términos de la Ley 38 de 1989 y 179 de 1994 orgánicas de 

presupuesto.” (Subrayas fuera de texto).  

  

Adicionalmente, reconocer las pretensiones que reclama la parte actora sin la autorización 

presupuestal requerida, implicaría que el ordenador del gasto estuviera inmerso en 

actuaciones de tipo disciplinario como las consagradas en la Ley 734 de febrero 5 de 2002, 

que en sus artículos 22 y 232.  

   

2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO  

 El Artículo 61 del C.G.P. determina:   

  

 
2“ARTÍCULO 22. GARANTÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, 
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia 

y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará 

las prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, 
establecidos en la Constitución Política y en las leyes.    

ARTÍCULO 23. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la 

sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de 

inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 

exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento (…)”.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0179_1994.html#49
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2002/ley_0734_2002.html#28
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“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse 

sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición 

legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en 

dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere 

así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a 

quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 

dispuestos para el demandado.  

 En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la 

citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 

dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término.  

   

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá 

sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.  

  

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin 

embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si 

emanan de todos.  

  

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, 

podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.”  

  

Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia, 

conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 

de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial. 

  

De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar 

los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 

exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución y 

la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte 

funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 

Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 

administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, 

de acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos 

de salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera anual 

en cada tabla de salarios.  Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de estos actos 

hoy demandados está en cabeza del ejecutivo.  

  

Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los Decretos que 

regularon la Bonificación Judicial y que de plano el Conjuez podría negar la vinculación 

del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las demás entidades mencionadas, debido 

a que los actos sobre los cuales se va a ejercer control de legalidad fueron expedidos por la 

Dirección Ejecutiva o Dirección Seccional de Administración Judicial, en caso de una 

eventual condena, se debe tener en cuenta la imposibilidad material de la Nación – Rama 

Judicial de reconocer los derechos ahora reclamados, como se indicó en el anterior 

numeral, pues debe considerarse que en atención a lo dispuesto por el artículo 71 del 

Decreto 111 de 1996, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, ninguna autoridad 



 

Hoja No. 9  Oficio [CODE] 

 

Palacio de Justicia "Pedro Elías Serrano Abadía" Carrera 10 No. 12-15 Piso 17 
www.ramajudicial.gov.co 
 

podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de gasto sobre apropiaciones 

inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las pretensiones de la demanda si 

está vinculada la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de paso se daría la 

orden a dicha cartera para que se hiciera la apropiación a favor de la Rama Judicial y así 

pagar la condena correspondiente sin que a futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos 

por la falta de pago debido a que dicho Ministerio no hace el giro de los dineros 

suficientes para el rubro de sentencias y de gastos de personal. 

 

Adicionalmente, resulta necesario tener en cuenta el auto proferido por el Tribunal 

Administrativo de Nariño – Sala de Conjueces, Exp. 2016-00375, Dte: Leonel Díaz Mora, 

en audiencia inicial celebrada el 27 de julio de 2018, en el cual aceptó el llamamiento en 

garantía de la Nación – Presidencia de la República, Nación – Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, bajo el 

argumento que estas entidades podrían eventualmente verse perjudicadas o beneficiadas 

con la decisión que se tomara en el caso correspondiente a las reclamaciones salariales allí 

pretendidas.  

  

Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de vincular a las entidades solicitadas.  

  

Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS 

CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 

representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE 

HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por 

el doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director.  

  

3. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI.  

 Por mandato expreso de los Decretos 383 y 384 de 2013, la bonificación judicial no tiene 

carácter salarial para efectos prestacionales, sino únicamente para Seguridad Social en 

salud y pensiones, lo que significa que dicho emolumento no constituye factor de salario 

para la liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones, auxilio de 

cesantía y bonificación por servicios prestados, y en ese sentido, a la actora no le asiste 

causa para reclamar por vía judicial las declaraciones planteadas en el libelo 

introductorio.  

  

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se encuentra ceñida al ordenamiento 

jurídico y viene dando estricto cumplimiento a las normas que rigen al interior del 

Régimen Salarial y prestacional de los servidores públicos, con el único propósito de 

generar certeza y seguridad jurídica dentro del sistema normativo, por tanto, no es 

posible producir efectos jurídicos de carácter particular contrariando disposiciones 

vigentes que regulan la materia objeto de controversia.  

 

 

4. PRESCRIPCIÓN  

 En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto 

3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en este decreto 

prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El 

simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual.”  

  

En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales 

pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto 

debe tenerse en cuenta la fecha en que el demandante radicó la petición ante la Seccional, 

razón por la cual, las sumas reclamadas con anterioridad a esta fecha se encuentran 

prescritas.  
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Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que 

reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente, 

situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama 

Judicial, sino que por el contrario se sanciona haber dejado transcurrir dicho tiempo no 

solo de la petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la 

presentación de la demanda. Por lo tanto, solicito honorable Juez declare probada esta 

excepción.    

  

5. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto es, 

“sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”.  

  

V. PRUEBAS 

 Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que 

considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes 

administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de 

petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de 

servicios de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos 

nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a través 

de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el Juez 

de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada.  

  

Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran 

dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados 

por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal 

oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se 

considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda.  

    

ANEXOS. 

1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial  

2. Resolución, del Consejo Superior de la Judicatura - Sala Administrativa -  “Por medio 

del cual se hace un nombramiento”. 

3. Acta de Posesión.  

4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía. 

5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 

NOTIFICACIONES 

- En la Secretaría del Tribunal o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 

Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la carrera 10 No 12 – 15, Piso 17, 

teléfono 8986868, en Santiago de Cali.  Tel 8986868 ext. 1404 y 1409 

 

- Correo electrónico dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

  

Del  Honorable Juez, 
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Santiago de Cali,  

 

JUZGADO 401 TRANSITORIO ADMINSTRATIVO DE CALI  .  

Ciudad  

  

Referencia:     Expediente: 2019-00295 

Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante:  GUSTAVO ARANGO y Otros.  

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL   

 

CESAR ALEJANDRO VIAFARA SUAZA, vecino de la ciudad, con cédula de ciudadanía 

No.94.442.341 de Buenaventura (Valle) y Tarjeta Profesional de Abogado No. 137.741 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de la Nación - Rama 

Judicial en el proceso de la referencia, según poder adjunto otorgado por el Director 

Seccional de Administración Judicial (e) conforme el artículo 103 numeral 7 de la Ley 

270/96, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA que nos ocupa. 

  

I. A LAS PRETENSIONES  

 Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y 

solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las 

excepciones que se proponen en el acápite correspondiente.  

  

II. A LOS HECHOS  

 En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los 

cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial, así como los extremos 

temporales que se encuentren debidamente soportados documentalmente.   

  

Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede 

administrativa, la expedición de los actos que hoy emergen como acusados, y el trámite de 

conciliación prejudicial, adelantado ante la Procuraduría General de la Nación.  

  

Frente a los demás hechos presentados en la demanda, es pertinente advertir al Despacho 

que se tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones subjetivas de 

la apoderada de la parte actora.  

  

III. RAZONES DE LA DEFENSA  

 1. RESUMEN DEL CASO 

En la demanda la parte actora solicita se ordene a la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial reliquidar y pagar de manera retroactiva, indexada y con los 

respectivos intereses moratorios y sanciones por la mora en el pago, el reajuste de la 

asignación mensual y de todas las prestaciones sociales recibidas desde el 1 de enero de 

2013 hasta que se haga el reajuste y en adelante, en virtud de la bonificación judicial 

mensual reconocida mediante el Decreto No. 0383 de 6 de marzo de 2013, como 

remuneración con carácter salarial, con las consecuencias prestacionales incluidas las 

cesantías e intereses a las cesantías de esta bonificación mensual como salario.  

  

2. FUNDAMENTO LEGAL 

 De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional, sin restricción alguna, para fijar el 
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régimen salarial y prestacional de los del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para 

la fijación de las prestaciones empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la 

Fiscalía General de la Nación, los miembros sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo 

cual debe tener en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y criterios: El respeto de los 

derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales; La sujeción al 

marco general de la política macro económica y fiscal; La racionalización de los recursos 

público y su disponibilidad; El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las 

funciones, sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.    

  

De manera que es en virtud de la Constitución Política de 1991 y lo establecido en la 

citada Ley que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los 

servidores públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional.  

  

Así pues, nace el Decreto 0383 del 6 de marzo de 2012, “Por el cual se crea una bonificación 

judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan 

otras disposiciones”, normativa que estableció lo siguiente:  

  
“…ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 

régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose 

por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 

reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 

de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.”(Se destaca)  

 
En iguales términos fue regulado por el Decreto 384 de 2013 “por el cual se crea una 

bonificación judicial para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial y se dictan otras disposiciones”, y por 

los Decretos 1269 de 2015 y 246 de 2016. 

 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá 

mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio.  

  

Los Decretos 383 de 2013, 384 de 2013, 1269 de 2015 y 246 de 2016 instituyeron también, 

cada uno en su respectivo artículo 3º, la siguiente previsión legal:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional estatuido por las 

normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición 

en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

  
Consecuencia de las normas precitadas, es que por expreso mandato legal la Bonificación 

Judicial constituye  factor  salarial  únicamente  para  efectos  de  constituir  la  base de 

cotización al  Sistema  General  de  Pensiones  y  al  Sistema  General  de  Seguridad  

Social  en Salud, a lo que se agrega que la modificación, ajuste o variación de las normas 

que consagran  dicho concepto es de la exclusiva competencia de Gobierno Nacional, 

como lo evidencian los decretos expedidos por el Ejecutivo para ajustar el monto de la 

referida Bonificación en las vigencias 2015 y 2016, quedando por lo tanto resuelta de plano 

la pretensión del interesado concerniente a “…ajustes equivalentes al IPC del 02%…”.   

  

3. PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LEGALIDAD Y DE 

CONSTITUCIONALIDAD QUE AVALAN EMOLUMENTOS LABORALES SIN 

CARÁCTER SALARIAL 

 

El Consejo de Estado en sentencia del 19 de  junio de 2008, Radicación número: 11001-03-

25-000-2006-00043-00 (0867-06), Actor: PABLO J. CACERES CORRALES, Consejero 

ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, ratificó el carácter NO SALARIAL de la 

Bonificación de Actividad Judicial creada por el Decreto No. 3131 del 08 de septiembre de 

2005, para Jueces de la República y otros funcionarios, providencia en la que se indicó que 

las normas que fueron acusadas en el momento en que señalaron que dicha bonificación 
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al señalar que no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron ningún 

derecho adquirido ni violaron las disposiciones constitucionales y legales, que sustentó el 

demandante en la demanda, ya que precisamente fue creada como una suma adicional al 

salario, por lo que en ningún momento existió una desmejora del mismo. 

  

Es así que, el legislador está facultado por la propia Constitución para fijar los estipendios 

salariales y prestacionales de los servidores públicos, puesto que tiene libertad para 

disponer qué determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto total del 

salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para 

liquidar algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese 

presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera 

podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales.  

  

Por su parte, La Corte Constitucional, máximo intérprete de la Constitución en sentencia 

C-279 de 1996 declaró exequible el artículo 14 de la Ley 4° de 1992 en su redacción 

original, que determinaba que la prima especial allí creada no tendría carácter salarial 

para ningún efecto, en razón de la libertad de configuración del legislador. Para el efecto 

tuvo en cuenta la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993 

(radicación 5481), cuando al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 del Código 

Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la Ley 50 de 1990, expuso que aun cuando 

habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular prestaciones e 

indemnizaciones, ello no impide que el legislador disponga que alguna prestación social o 

indemnización se liquide sin el monto total del salario del trabajador, es decir, que se 

incluyan ciertos factores. Y, concluyó en la providencia que el legislador al determinar que 

algunas primas no tengan carácter salarial, en ningún momento lesiona los derechos del 

trabajador. 

  

Al año siguiente, en la sentencia C-444 de 1997 la Corte Constitucional declaró exequible 

que la Ley 332 de 1996 al modificar el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, le diera efecto a 

dicha prima exclusivamente para liquidar la pensión y que se excluyera a quienes ya 

estaban pensionados.  

  

Seis años después, en la sentencia C-681 de 2003 la Corte Constitucional declaró 

inexequible la expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, por 

violación del principio de igualdad de los funcionarios del artículo 15 con los funcionarios 

del artículo 14, a quienes se les tiene en cuenta para cotizaciones y liquidación de la 

pensión por la modificación que en tal sentido introdujo la Ley 332 de 1996 al artículo 

14, pero de ningún modo porque se haya considerado que existe el derecho 

constitucional a que todo pago salarial sea base de liquidación de prestaciones.  

 

Igualmente, y más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU-395 de 2017, 

reiteró: “…no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la 

materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación 

social o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del 

trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza 

salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter… Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido 

que “el legislador conserva una cierta libertad para establecer, que componentes constituyen, o no 

salario, así como la de definir y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia 

desarrollar la Constitución.” 

Igualmente y en lo relacionado a la vulneración de los derechos adquiridos, la Corte 

Constitucional en la sentencia No. C-410-97 del 28 de agosto de 1997, Magistrado Ponente, 

doctor HERNANDO HERRERA VERGARA, expresó, entre otros que los derechos 

adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han consolidado y 

definido bajo la vigencia de la ley, por lo tanto, se encuentran garantizados, de tal manera 

que no pueden ser desconocidos por situaciones futuras; sin embargo, las simples 
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expectativas son diferentes al derecho adquirido, ya que se tratan de aquellas 

probabilidades o esperanza de obtener algún día un derecho, por lo que pueden ser 

modificadas por el legislador.  

   

Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la H. Corte Constitucional en la 

sentencia citada en precedencia, y la filosofía del legislador con la expedición de los 

Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 2013, claramente expuesta por el Alto Tribunal 

Constitucional, se tiene que a la parte demandante no se le ha vulnerado derecho 

adquirido alguno, en consideración a que el derecho que reclama, ha sido creado por el 

Gobierno Nacional hasta en los Decretos en cita, razón por la que no hacía parte de su 

patrimonio antes de la expedición del mismo, por lo tanto, no le ha sido arrebatado o 

vulnerado, pues es a partir de la creación de este concepto salarial y seguidos los 

lineamientos del ejecutivo como órgano competente en su expedición, que se entró a 

liquidar y a devengar este concepto. Hasta allí era una expectativa y empezó a formar 

parte de su patrimonio como lo previó el legislador, sin carácter de factor de salario para 

liquidar sus prestaciones sociales, así nació y así lo concertaron las partes, Rama Judicial, 

ASONAL y el ejecutivo, luego entonces, no se violó algún derecho adquirido y no hay 

lugar a cancelar diferencia prestacional alguna a título de Bonificación Judicial al 

funcionario judicial.  

  

Es por ello que el Gobierno Nacional no desconoce o lesiona los derechos reclamados, 

pues los derechos adquiridos son intangibles, y para el caso en estudio, la Bonificación 

Judicial creada en los Decretos 383 y 384 de 2013, fue el producto de una reclamación 

salarial a través del paro judicial, que hasta ese momento, era una mera expectativa o 

esperanza de obtener un derecho, susceptible de ser modificada discrecionalmente por el 

Gobierno Nacional y que a la postre, se configuró con la expedición de la norma 

precitada.    

  

4. DE LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  

 La parte actora en la demanda, solicita sea declarada la excepción de 

inconstitucionalidad, la cual, constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios 

públicos y a la jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, 

cuando se ven comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la 

aplicabilidad de una norma legal vigente, pero como la norma no señala cual es el juez 

competente para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción. 

 

La Corte Constitucional en la Sentencia de tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 

Expediente No. T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, frente a la 

excepción de inconstitucionalidad expresó que, si el Juez encuentra fundada “la demanda 

de inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo 

solicitó.  Al contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su 

eficacia jurídica, es decir, no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, 

siempre  que  no  se  le  oponga  la  excepción  de  inconstitucionalidad. El  objeto  de  la excepción 

no es pues la anulación,  sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido.” Y, agregó: la 

excepción sólo puede  imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino 

respecto de ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de la acción, la excepción de 

inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los 

tribunales ordinarios.”   

  

Esta posición jurisprudencial la reafirmó la Corte Constitucional en la sentencia de tutela 

T-150 de 19951.  

 
1  “…La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado:   
"El artículo 4º de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 de la 
codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre cualquier otra norma 
jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se 
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En consecuencia, se deduce, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus 

Seccionales, como autoridades administrativas, agentes del Estado y garantes del 

principio de legalidad, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a aplicar el 

derecho vigente al tenor literal de su redacción, dándole estricto cumplimiento, pues no 

tiene facultad para interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los Jueces en sus 

respectivos fueros, a través de sus sentencias, los que tienen esa potestad.   

  

Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta lo preceptuado por el Art. 3° del Decreto 383 

de 2013, por medio de la cual se adujo:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional 

estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 

1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

…” (Subrayas propias).  

 
En los mismos términos está regulado en el artículo 2 del Decreto 384 de 2013. 

 

Tampoco le es dable a la Administración acceder a la inaplicación por 

inconstitucionalidad, pues al realizarlo se modificaría  el régimen salarial y prestacional 

de los servidores beneficiarios del Decreto 0383 de 2013 o del Decreto 0384 de 2013, 

competencia atribuible única y exclusivamente al Gobierno Nacional.  

 

Sumado a lo anterior, no se avizora vicio de constitucionalidad alguno en la disposición 

en cita que regula la Bonificación Judicial, toca vez que, como se indicó en el acápite 

anterior, variada y reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional ha admitido que 

resulta ajustado a la Constitución Nacional el que el Gobierno Nacional establezca que 

ciertos emolumentos salariales no tengan carácter salarial, pues ello es válido dentro de su 

libertad de configuración, máxime porque las condiciones en que fue creada tal 

Bonificación surgieron a partir de un acuerdo colectivo que el Gobierno hizo con las 

organizaciones sindicales de la Rama Judicial. 

  

De manera que no hay lugar a inaplicar por inconstitucional la expresión “constituirá 

únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud.", contenida en el artículo primero de los Decretos N° 

0383 y 0384 de 2013, en el entendido de que la bonificación judicial debe constituirse en 

factor salarial para todas las consecuencias legales que comporte, se debe destacar que la 

Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido del Decreto 383 

de 2013 y del Decreto 384 de 2013, en cumplimiento además de la formalidad consagrada 

en su artículo 3º y 2º, respectivamente, citado textualmente en párrafos anteriores, razón 

por la que solicito señor Conjuez, niegue las pretensiones de la demanda y confirme la 

legalidad de los actos administrativos enjuiciados, proferidos por la Dirección Seccional 

de Bogotá y Ejecutiva de Administración Judicial, de lo contrario estaría desacatando el 

ordenamiento legal vigente.  

  

Por otra parte, en la sentencia SU-132 de 2013, la Corte Constitucional señaló que la 

inaplicación por inconstitucionalidad es una herramienta se usa con el fin de proteger, en 

un caso concreto y con efecto ínter partes, los derechos fundamentales que se vean en 

riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía que, de forma clara y evidente, 

contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política.   

  

 
establezca la incompatibilidad entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de 
por medio la definición por vía general acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio 
de la providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia 
de acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular.” 
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Por tanto, la única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es 

cuando no son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en 

el presente caso, como quiera que los Decretos 383 y 384 de 2013, que crearon la 

Bonificación Judicial y regulan su liquidación están vigentes, y es en virtud del principio 

de legalidad contemplado en el artículo 6 de la Carta Política, que como autoridad 

debe acatarlos y cumplirlos, hasta tanto no haya sido anulada o suspendida estas normas 

en sus efectos por la Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo, máxime cuando de su 

lectura no se genera duda con respecto a la interpretación y alcance del mismo.     

  

En tal virtud, solicito no acceder a  las pretensiones de la demanda en el sentido de incluir 

en la liquidación de las prestaciones sociales de los beneficiarios de la Bonificación 

Judicial el valor por ésta reconocido como factor de salario (y la cual sólo se debe tomar 

para los aportes a los sistemas de salud y pensión) y que hoy surgen de la interpretación 

errada que el servidor judicial tiene de la norma, pues como autoridad administrativa y 

guardadora del principio de legalidad, a la Administración Judicial le corresponde acatar 

estrictamente el ordenamiento legal vigente, sin que le sea posible interpretarlo 

o inaplicarlo, en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros a través de sus 

sentencias los que tienen tal potestad  

  

Por lo anterior, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas por la parte 

demandante, toda vez que al hacerlo, comportaría la modificación del régimen salarial ya 

establecido en la ley por la autoridad competente, facultad que no nos está dada.  

  

IV. EXCEPCIONES  

1. DE LA VIOLACIÓN DE NORMAS PRESUPUESTALES DE RECONOCERSE LAS 

PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDANTE  

  

Es menester indicar que la Bonificación Judicial fue regulada sin carácter salarial para 

efectos prestacionales y que a la fecha los decretos que la reglamentan no han sido 

declarados nulos, es decir, siguen gozando de presunción de legalidad, por lo tanto es 

deber de la Dirección Ejecutiva y sus Direcciones Seccionales acatar sus regulaciones, pues, 

de llegar a reconocerse su carácter salarial para todos los efectos, como lo pretenden los 

actores, no solo se desconocerían tales decretos, sino que también se iría en directa 

contravía de las disposiciones de presupuesto, especialmente, de la prohibición contenida 

en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, 

que prevé:  

  
“ARTICULO 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán 

contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente 

para atender estos gastos.   

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados 

no sean desviados a ningún otro fin.   

  

En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta 

operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.   

  

En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en 

exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o por quien éste delegue, para 

comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con cargo a los recursos del crédito 

autorizados.   

  

Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el Presupuesto General de la 

Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será requisito esencial y previo la obtención de un 

certificado de viabilidad presupuestal, expedido por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se 

garantice la posibilidad de atender estas modificaciones.   
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Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará responsabilidad 

personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley 38/89, artículo 86, Ley 179/94, 

artículo 49).”  (Se resalta)  

  

Igualmente, podría desconocerse lo previsto en el Decreto 1068 de 20152, en su 

artículo 2.8.3.2.1. que establece:  

  
“Artículo 2.8.3.2.1. Disponibilidad y Registro Presupuestal Todos los actos administrativos que afecten las 

apropiaciones presupuestales, deberán contar con los certificados de disponibilidad previos que 

garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.  

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos no sean desviados a 

ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya 

lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.  

  

En consecuencia, no se podrán contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del 

saldo disponible, con anticipación a la apertura del crédito adicional correspondiente. o con cargo a recursos del 

crédito cuyos contratos no se encuentren perfeccionados, o sin que cuenten con el concepto de la Dirección General 

de Crédito Público y Tesoro Nacional para comprometerlos antes de su perfeccionamiento, o sin la autorización 

para comprometer vigencias futuras por el Consejo Superior de Política Fiscal, CONFIS o quien éste delegue. El 

funcionario que lo haga responderá personal y pecuniariamente de las obligaciones que se 

originen.” (se destaca)  

 
Lo anterior por cuanto no están incluidos en el presupuesto de la Rama Judicial los 

dineros que se requerirían para el pago de lo pretendido por la parte actora, lo cual 

obedece a que el rubro de gastos de personal está planeado y calculado, teniendo en 

cuenta las regulaciones vigentes que regulan los salarios, prestaciones y acreencias 

laborales de los empleados de la Rama Judicial, por lo que de ninguna manera pueden 

incluirse allí mayores costos para reconocer lo pretendido por la parte actora, en tanto, no 

resulta acorde con las previsiones de los Decretos 383 y 384 de 2013, que establecieron el 

carácter salarial de la Bonificación Judicial únicamente para efectos de aportes de 

Seguridad Social en pensiones y salud. 

  

Al respecto, la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Vladimiro Naranjo 

Mesa, en la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993, sostuvo que: “las normas orgánicas del 

presupuesto regulan y limitan la actividad de las diferentes entidades y órganos del Estado, tanto en 

los actos que pueden realizar en el ejercicio de sus funciones que conllevan ejecución presupuestal, 

como en las formalidades y requisitos que deben cumplir. De tal suerte que todos los actos  

administrativos que afecten el presupuesto respectivo, tendrán que contar con el certificado de 

disponibilidad presupuestal en los términos de la Ley 38 de 1989 y 179 de 1994 orgánicas de 

presupuesto.” (Subrayas fuera de texto).  

  

Adicionalmente, reconocer las pretensiones que reclama la parte actora sin la autorización 

presupuestal requerida, implicaría que el ordenador del gasto estuviera inmerso en 

actuaciones de tipo disciplinario como las consagradas en la Ley 734 de febrero 5 de 2002, 

que en sus artículos 22 y 232.  

   

2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO  

 El Artículo 61 del C.G.P. determina:   

  

 
2“ARTÍCULO 22. GARANTÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, 
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia 

y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará 

las prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, 
establecidos en la Constitución Política y en las leyes.    

ARTÍCULO 23. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la 

sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de 

inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 

exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento (…)”.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0179_1994.html#49
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2002/ley_0734_2002.html#28
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“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse 

sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición 

legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en 

dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere 

así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a 

quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 

dispuestos para el demandado.  

 En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la 

citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 

dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término.  

   

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá 

sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.  

  

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin 

embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si 

emanan de todos.  

  

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, 

podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.”  

  

Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia, 

conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 

de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial. 

  

De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar 

los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 

exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución y 

la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte 

funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 

Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 

administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, 

de acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos 

de salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera anual 

en cada tabla de salarios.  Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de estos actos 

hoy demandados está en cabeza del ejecutivo.  

  

Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los Decretos que 

regularon la Bonificación Judicial y que de plano el Conjuez podría negar la vinculación 

del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las demás entidades mencionadas, debido 

a que los actos sobre los cuales se va a ejercer control de legalidad fueron expedidos por la 

Dirección Ejecutiva o Dirección Seccional de Administración Judicial, en caso de una 

eventual condena, se debe tener en cuenta la imposibilidad material de la Nación – Rama 

Judicial de reconocer los derechos ahora reclamados, como se indicó en el anterior 

numeral, pues debe considerarse que en atención a lo dispuesto por el artículo 71 del 

Decreto 111 de 1996, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, ninguna autoridad 
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podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de gasto sobre apropiaciones 

inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las pretensiones de la demanda si 

está vinculada la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de paso se daría la 

orden a dicha cartera para que se hiciera la apropiación a favor de la Rama Judicial y así 

pagar la condena correspondiente sin que a futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos 

por la falta de pago debido a que dicho Ministerio no hace el giro de los dineros 

suficientes para el rubro de sentencias y de gastos de personal. 

 

Adicionalmente, resulta necesario tener en cuenta el auto proferido por el Tribunal 

Administrativo de Nariño – Sala de Conjueces, Exp. 2016-00375, Dte: Leonel Díaz Mora, 

en audiencia inicial celebrada el 27 de julio de 2018, en el cual aceptó el llamamiento en 

garantía de la Nación – Presidencia de la República, Nación – Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, bajo el 

argumento que estas entidades podrían eventualmente verse perjudicadas o beneficiadas 

con la decisión que se tomara en el caso correspondiente a las reclamaciones salariales allí 

pretendidas.  

  

Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de vincular a las entidades solicitadas.  

  

Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS 

CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 

representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE 

HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por 

el doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director.  

  

3. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI.  

 Por mandato expreso de los Decretos 383 y 384 de 2013, la bonificación judicial no tiene 

carácter salarial para efectos prestacionales, sino únicamente para Seguridad Social en 

salud y pensiones, lo que significa que dicho emolumento no constituye factor de salario 

para la liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones, auxilio de 

cesantía y bonificación por servicios prestados, y en ese sentido, a la actora no le asiste 

causa para reclamar por vía judicial las declaraciones planteadas en el libelo 

introductorio.  

  

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se encuentra ceñida al ordenamiento 

jurídico y viene dando estricto cumplimiento a las normas que rigen al interior del 

Régimen Salarial y prestacional de los servidores públicos, con el único propósito de 

generar certeza y seguridad jurídica dentro del sistema normativo, por tanto, no es 

posible producir efectos jurídicos de carácter particular contrariando disposiciones 

vigentes que regulan la materia objeto de controversia.  

 

 

4. PRESCRIPCIÓN  

 En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto 

3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en este decreto 

prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El 

simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual.”  

  

En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales 

pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto 

debe tenerse en cuenta la fecha en que el demandante radicó la petición ante la Seccional, 

razón por la cual, las sumas reclamadas con anterioridad a esta fecha se encuentran 

prescritas.  
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Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que 

reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente, 

situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama 

Judicial, sino que por el contrario se sanciona haber dejado transcurrir dicho tiempo no 

solo de la petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la 

presentación de la demanda. Por lo tanto, solicito honorable Juez declare probada esta 

excepción.    

  

5. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto es, 

“sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”.  

  

V. PRUEBAS 

 Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que 

considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes 

administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de 

petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de 

servicios de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos 

nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a través 

de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el Juez 

de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada.  

  

Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran 

dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados 

por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal 

oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se 

considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda.  

    

ANEXOS. 

1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial  

2. Resolución, del Consejo Superior de la Judicatura - Sala Administrativa -  “Por medio 

del cual se hace un nombramiento”. 

3. Acta de Posesión.  

4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía. 

5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 

NOTIFICACIONES 

- En la Secretaría del Tribunal o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 

Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la carrera 10 No 12 – 15, Piso 17, 

teléfono 8986868, en Santiago de Cali.  Tel 8986868 ext. 1404 y 1409 

 

- Correo electrónico dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

  

Del  Honorable Juez, 
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Santiago de Cali. 26 de agosto de 2021. 
 
 
Señores  
JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE CALI. 
Valle del Cauca  
 
 

Referencia: CONTESTACIÓN DEMANDA 
Radicación de Expediente: 76001-3333-002-2019-00065-00  

  Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
  Demandante: ANDREA AGUDELO CASTILLO. 

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DESAJ. 
 

 
NANCY MAGALI MORENO CABEZAS, domiciliada en la ciudad de Santiago de Cali, con 
cédula de ciudadanía No. 34.569.793 exp. En Popayán (Cauca) y Tarjeta Profesional de 
Abogada No. 213.094 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderada 

de la NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL en el proceso citado en la referencia, según poder que me fuera conferido, el 

cual me permito allegar al Despacho con sus respectivos anexos, otorgado por la Directora 

Ejecutiva Seccional de Administración Judicial, Doctora CLARA INÉS RAMÍREZ SIERRA, 

quien actúa conforme a lo dispuesto en el artículo 103 numeral 7 de la Ley 270/96, 
nombrada mediante Resolución No. 1357 del 1° de febrero de 2007 y posesionada 
mediante acta del 1° de febrero de 2007; encontrándome dentro de la oportunidad legal, 
procedo a CONTESTAR LA DEMANDA en los siguientes términos: 
 
 

A LAS PRETENSIONES 
 
Me opongo a todas las declaraciones y condenas que sean contrarias a los intereses de la 
entidad que represento, toda vez que la parte actora  carece de fundamentos jurídicos para 
lo pretendido con la demanda que ha sido instaurada, tal como se demostrará a 
continuación, se solita a su vez,  que se absuelva de todo cargo a la Nación – Rama 
Judicial- DESAJ, declarando prosperidad de las excepciones que se proponen y las que 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 187 inciso 2 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo resultaren probadas, aunque no se hayan 
alegado. 
 

A LOS HECHOS 
 
Lo solicitado por la parte actora, es que se inaplique la frase -…y constituirá únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones registrada en el 
artículo 1º del Decreto 383 del 6 de marzo de 2013 y que la BONIFICACIÓN JUDICIAL del 
Decreto precitado, sea factor salarial para todos los efectos legales, es decir, que se 
pretende el ajuste de todas las prestaciones sociales causadas por la parte actora. 
 
Las actuaciones y pagos realizados por parte de la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Cali – Valle del Cauca, estuvieron soportadas en las normas 
sustantivas y procesales vigentes, por lo tanto, nos oponemos a todos y cada uno de los 
hechos esbozados a través del presente medio de control.  
 
 

RAZONES DE DEFENSA Y FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 
Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y 
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prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 
fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 
oficiales. 
 
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 
mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la Fiscalía General de la 
Nación, los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de 
las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo cual debe tener en cuenta, 
entre otros, los siguientes objetivos y criterios:  
 
- El respeto de los derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales;  
- La sujeción al marco general de la política macro económica y fiscal;  
- La racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad;  
- El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, sus responsabilidades 
y las calidades exigidas para su desempeño.  
 
De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley que la potestad para fijar los 
estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 
exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución 
y la Ley, quien determina dichas asignaciones. 
 
En desarrollo de las facultades conferidas por la Ley 4ª de 1992 el Ejecutivo expidió el 07 
de enero de 1993 el Decreto 57, “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y 
prestacional para los servidores públicos de la rama judicial y de la justicia penal militar y 
se dictan otras disposiciones”, estatuto que en sus artículos 1º, 2º y 12 fijó las siguientes 
prescripciones: 
 

“…ARTICULO 1o. El régimen salarial y prestacional establecido en el presente Decreto 
será de obligatorio cumplimiento para quienes se vinculen al servicio con posterioridad 
a la vigencia del mismo y no se tendrá en cuenta para la determinación de la 
remuneración de otros funcionarios de cualquiera de las ramas del Poder Público, 
organismos o instituciones del Sector Público.  
 
ARTICULO 2o. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia 
Penal Militar podrán optar por una sola vez, antes del 28 de febrero de 1993, por el 
régimen salarial y prestacional establecido en el presente Decreto. Los servidores 
públicos que no opten por el régimen aquí establecido continuarán rigiéndose por lo 
dispuesto en las normas legales vigentes a la fecha. 
 
(…) ARTICULO 12. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia 
Penal Militar que tomen la opción establecida en este Decreto o se vinculen por 
primera vez, no tendrán derecho a las primas de antigüedad, ascensional, de 
capacitación y cualquier otra sobreremuneración. Las primas de servicios, vacaciones, 
navidad y las demás prestaciones sociales diferentes a las primas aquí mencionadas y 
a las cesantías se regirán por las disposiciones legales vigentes.  
 
Las cesantías se regirán por las normas establecidas en el Decreto extraordinario 3118 
de 1968 y las normas que lo modifiquen, adicionen o reglamenten, con excepción del 
pago, el cual se regirá por lo dispuesto en el artículo 7o de la Ley 33 de 1985.  
A los servidores públicos que tomen esta opción se les liquidarán las cesantías 
causadas con base en la nueva remuneración, si tuvieren derecho a ellas y en adelante 
su liquidación y pago se hará en los mismos términos establecidos en el Decreto 
extraordinario 3118 de 1968 y en la Ley 33 de 1985. …” (Subrayas y negrillas propias). 
 

Los preceptos citados vienen al caso para documentar que desde el 1º de enero de 1993, 
y por mandato legal, coexisten en la Rama Judicial dos regímenes salariales y 
prestacionales, a saber: un régimen ordinario, o de los NO ACOGIDOS, que se aplica a los 
servidores judiciales que venían vinculados a esa fecha y que optaron por continuar bajo 
el amparo de las disposiciones anteriores, y un régimen especial, o de los ACOGIDOS, 
cuyos destinatarios son los empleados y funcionarios judiciales que prefirieron las nuevas 
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disposiciones salariales, y los que se vincularon a la Rama Judicial a partir del 1º de enero 
de 1993.  
 
 
Es preciso remitirnos a las disposiciones consagradas en el Decreto 383 del 6 de marzo 
de 2013, “Por el cual se crea una bonificación judicial para los servidores públicos de la 
Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones”, normatividad 
que estableció en lo concerniente: 
 

“...ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 
Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los 
Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el 
decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una 
bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 10 de enero de 2013, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde 
para cada año al valor que se fija en las Siguientes tablas, así:  
 
(…)”  (Subrayas y negritas fuera de texto) 

 
El Decreto 0383 de 2013 fue modificado por el 1269 del 9 de junio de 2015, atendiendo a 
que IPC -Índice de Precios al Consumidor- proyectado como aumento de la bonificación 
judicial para éste año fue menor al efectivamente registrado. La norma en cita dispuso: 
 

“…ARTÍCULO 1. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 
para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les 
aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 
106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las 
disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y 
constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2015, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde 
para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
 
(…)” (Resaltado y negrillas propias). 

 
A su vez la anterior disposición fue modificada por el Decreto 246 del 12 de febrero de 
2016, que aumentó el monto de la Bonificación Judicial proyectada para esa vigencia 
conforme se indica a continuación: 
 

          ARTÍCULO 1°. Ajustase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 
2013 para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se 
les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 
1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y 
constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. La 
bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2016, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde 
para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: (Subrayado fuera del 
texto) 

 
Esta disposición fue modificada por el Decreto 1014 del 9 de junio de 2017, que cambió 
el valor de la Bonificación Judicial proyectada para la vigencia 2017 conforme se indica a 
continuación: 
 
 

“…ARTÍCULO 1°. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 
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para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les 
aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 
106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y las 
disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y 
constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.           
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2017, se 
percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio 
y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
(Negrillas  fuera del texto original) 

 
 
Los Decretos 383 de 2013, 1269 de 2015, 246 de 2016 y 1014 de 2017, instituyeron 
también, cada uno en su respectivo ARTÍCULO 3º, la siguiente previsión legal: 
 

“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen 
salarial o prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en 
concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. 
Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos 

adquiridos. …” 

 
 
Corolario de las normas citadas es que por expreso mandato legal, la Bonificación Judicial 
constituye factor salarial únicamente para efectos de constituir la base de cotización al 
Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
 
En cuanto al carácter salarial o no de algunos emolumentos derivados de la relación 
laboral legal y reglamentaria de los servidores judiciales, es del caso anotar que en 
diferentes sentencias los máximos órganos de cierre en lo Constitucional y de lo 
Contencioso Administrativo han plasmado su posición, que se circunscribe a ratificar la 
potestad que tiene el legislador, por mandato constitucional, de disponer que determinados 
conceptos salariales se liquiden sin consideración al monto total del salario del servidor 
público, sin que ello implique omisión o un incorrecto desarrollo de los deberes. Así, y más 
específicamente sobre la expresión “sin carácter salarial”, se pronunció la H. Corte 
Constitucional en sentencia C-279 de 24 de junio de 1996, en el trámite de la Acción Pública 
de Inconstitucionalidad promovida contra algunos apartes de la Ley 4ª de 1992, al 
manifestar: 
 

"…Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que 
aún cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las 
prestaciones sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del 
trabajador, no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales 
que rigen la materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que 
determinada prestación social o indemnización se liquide sin consideración al 
monto total del salario del trabajador, esto es, que se excluyan determinados 
factores no obstante su naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter…  
 
Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que “el legislador conserva una cierta 
libertad para establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de 
definir y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la 
Constitución. 
 
Las definiciones de convenios internacionales que transcribe la actora no significan que 
el legislador nacional haya perdido la facultad de tomar o no en cuenta una parte de la 
remuneración que perciben los trabajadores para definir las bases sobre las cuales han 
de hacérseles otros pagos. 
 
Así pues, el considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no sean 
factor salarial, no lesiona los derechos de los trabajadores, y no implica una 
omisión o un incorrecto desarrollo del especial deber de protección que el Estado 
colombiano tiene en relación con el derecho al trabajo, ni se aparta de os deberes 
que Colombia ha adquirido ante la comunidad internacional. …”  
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Mediante la referida sentencia C-279 de 1996, que hizo tránsito a cosa juzgada 
constitucional, la Corte resolvió: 
 
 

“Declarar exequibles las siguientes disposiciones legales: 
…La frase “sin carácter salarial” del artículo décimo cuarto de la ley 4ª de 1992. 

…” (Negrita y Subrayas fuera de texto) 
 
relación a la mencionada declaración es pertinente anotar que no obstante haberse 
pronunciado anteriormente la Corte sobre la exequibilidad del aparte: "sin carácter salarial”, 
en la Sentencia C-681-03 de 2003 el mismo texto es declarado INEXEQUIBLE pero de 
manera restringida, en consideración a los nuevos elementos de juicio que se propiciaron 
con la entrada en vigencia de la Ley 332 de 1996, norma que "levantó parcialmente" el 
carácter no salarial al artículo 14 de la Ley 4a de 1992 al determinar que ".. hará parte del 
ingreso base únicamente para efectos de la liquidación de la pensión de jubilación, para lo 
cual se harán las cotizaciones de pensiones establecidas por la ley…", dando lugar a que 
la Corte resolviera la acción incoada en los siguientes términos: 
 

"(...) 
2" La presente decisión produce efectos en las cotizaciones y liquidación de las 
pensiones de jubilación de los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, 
de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado 
del Procurador General de la Nación, el Fiscal General de la Nación el Registrador 
Nacional del Estado Civil y el Defensor del Pueblo, servidores contemplados en el 
artículo 15 de la ley 4a de 1992. 3° La prima especial de servicios constituirá factor 
de salario solo para la cotización y liquidación de la pensión de jubilación de acuerdo 
con las normas nacionales vigentes que regulan el régimen prestacional de los 
funcionarios señalados...." 

 
 
Sobre el tema también se pronunció el H. Consejo de Estado en sentencia del 19 de junio 
de 
2008, Radicación número: 11001-03-25-000-2006-00043-00 (0867-06). Actor: PABLO J 
CACERES CORRALES, Consejero ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, al ratificar el 
carácter NO SALARIAL de la Bonificación de Actividad Judicial creada por el 3131 del 08 
de septiembre de 2005 para Jueces de la República y otros funcionarios, en los siguientes 
términos: 
 

“…Conforme a lo expuesto, considera la Sala que ¡as normas acusadas, al señalar 
que la bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni prestacional 
no desconocieron ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y 
constitucionales citadas en la demanda. 
 
Ahora bien, según el demandante la bonificación por actividad judicial es, a la luz 
de lo normado por los artículos 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, un 
componente de la remuneración que tiene todas las características esenciales del 
salario, por lo que no le es permitido a la Administración suprimirle el carácter 
salarial. 
 
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el 
actor, la bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para mejorar el 
salario, es decir se trata de una suma adicional a la asignación básica, constituida, 
desde un principio, sin carácter salarial. Por ello resulta desacertado que se alegue 
una desmejora del mismo, y no puede concebirse que una disposición que tiene 
como finalidad mejorar las condiciones económicas de un trabajador pueda lesionar 
y desmejorar el derecho al trabajo...".  

 
En resumen de todo lo hasta aquí expuesto, es que facultado por la propia Constitución, 
para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos, el legislador 
tiene libertad para disponer que determinados emolumentos se liquiden sin consideración 
al monto total del salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no 
constituya factor para liquidar algunos conceptos salariales, resultando en consecuencia, 
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que bajo ese presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna 
manera podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos 
internacionales. 
 
 
 
Por otra parte, respecto a la pretensión encausada a la inaplicación por inconstitucional de 
los decretos que regulan la Bonificación Judicial, es necesario resaltar que la Excepción de 
Inconstitucionalidad, que constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios públicos y 
a la jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, cuando se 
ven comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la aplicabilidad de 
una norma legal vigente, pero inconstitucional, como la norma no señala cuál es el juez 
competente para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción, se hace 
necesario remitirnos a otras fuentes del derecho, en este caso a la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, Corporación que en la Sentencia de Tutela T-006 del 17 de enero de 
1994, Expediente No, T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, 
expreso: 
 
           "... 3. Excepción de inconstitucionalidad 
 

Como es bien sabido, la Corte Constitucional ejerce la defensa de la integridad y 
supremacía de la Constitución Política (art. 241 CP.) El fundamento de la excepción de 
constitucionalidad, se encuentra en el artículo 4o. de la Carta, que expresa: "En todo 
caso de incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma jurídica, se 
aplicarán las disposiciones constitucionales". 
 
En este sistema el proceso ya no es ofensivo: para invocar la inconstitucionalidad de la 
ley es necesario que ésta haya sido aplicada; es decir, que no interviene sino de 
manera incidental, a propósito de un proceso, y a título de excepción presentada por 
una de las partes en él. En este caso si el juez encuentra fundada la demanda de 
inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo 
solicitó. Al contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley 
conserva su eficacia jurídica, es decir no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada 
posteriormente, siempre que no se le oponga la excepción de inconstitucionalidad. El 
objeto de la excepción no es pues la anulación, sino la no aplicación de la ley en el 
proceso establecido.  
 
Se establecen, pues, algunas diferencias muy claras con la acción de 
inconstitucionalidad: en el primer sistema la acción puede ejercitaría cualquier persona 
y el fallo produce efectos erga omnes, es decir, generales; la excepción sólo puede 
imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino respecto de 
ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de ¡a acción, ¡a excepción de 
inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida 
por los tribunales ordinarios." (Negrillas fuera del texto original). 

 
Esta posición jurisprudencial la reafirmo la Corte Constitucional en la sentencia de tutela 
T-150 de 1995, cuando sobre el mismo tema dijo: 
 

"El artículo 4o de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 
215 de la codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales 
sobre cualquier otra norma jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos 
únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se establezca la incompatibilidad 
entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional.  Aquí no está de por medio 
la definición por vía genera! acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual 
es propio de la providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el 
proceso iniciado como consecuencia de acción pública- sino la aplicación de una norma 
legal o de otro orden a un caso singular. 
 
 "Para que la aplicación de la ley y demás disposiciones integrantes del ordenamiento 
judaico no quede librada a ¡a voluntad, e! deseo o la conveniencia del funcionario a 
quien compete hacerlo, debe preservarse el principio que establece una presunción 
de constitucionalidad. Esta, desde luego, es desvirtuable por vía general mediante el 
ejercicio de las aludidas competencias de control constitucional y en el caso concreto, 
merced a lo dispuesto en el artículo 4o de la Constitución, haciendo prevalecer los 
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preceptos fundamentales mediante la inaplicación de las normas inferiores que con 
ellos resultan incompatibles. 
 

"Subraya la Corte el concepto de incompatibilidad como elemento esencial para que 
lainaplicación sea procedente, ya que, de no existir, el funcionario llamado a aplicar 
la ley no puede argumentar la inconstitucionalidad de la norma para evadir su 
cumplimiento." (Sentencia No T-614 de 1992, M.P. doctor José Gregorio Hernández 
Galindo). 
 
Así mismo, la excepción de inconstitucionalidad puede ser conocida por cualquier 
tribunal ordinario, en tanto que el conocimiento de la acción pública está reservado a 
la decisión que adopte el tribunal competente, que en el caso de las leyes o decretos 
con fuerza de ley es la Corte Constitucional (art. 241 de la CP.) y en los demás casos 
el Consejo de Estado, previo el ejercicio de la acción pública de nulidad (art. 237, No. 
2º de la CP.). 
 

 
Se debe citar igualmente, que la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 
como autoridades administrativas, agentes del Estado, garantes del principio de legalidad 
y custodios del mismo, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a acatar las 
disposiciones legales al tenor literal de su redacción, dándoles estricto cumplimiento, en 
armonía con la máxima legal según la cual: "donde el legislador no distingue no le es dado al 
intérprete distinguir", atribuirles un alcance que no tienen resultarla contrario al sentid natural 
y obvio en que deben entenderse e interpretarse las palabras, conforme a lo señalado en 
artículos 27 y 28 del Código Civil que prevén: 
 
 

“…ARTICULO 27. INTERPRETACION GRAMATICAL. Cuando el sentido de la ley 
sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu. 
 
Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su 
intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna 
de su establecimiento. 
 
ARTICULO 28. SIGNIFICADO DE LAS PALABRAS. Las palabras de la ley se 
entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas 
palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas 
materias, se les dará en éstas su significado legal. …” 

 
La única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es cuando no 
son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en el asunto que nos 
ocupa, donde la normatividad aplicada se presume legal y constitucional. 
 
De manera que sobre la demanda para que se inaplique por inconstitucional el aparte “…y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud…” por ser abiertamente 
contrarios a la Constitución y a las leyes superiores, para reconocer como factor salarial 
para todos los efectos legales la Bonificación Judicial contemplada en el Decreto 383 de 
2013, modificado por el 1269 de 2015, y que como consecuencia se les reliquiden desde 
el 01 de enero de 2013 hasta la fecha y en adelante todas las primas y prestaciones 
sociales como son: “…a) Prima de Servicios, b) Prima de Productividad, c) Prima de Vacaciones, 
d)Vacaciones, e) Prima de Navidad, f) Bonificación por servicios prestados, g) Cesantías e intereses 
a las cesantías, h) y demás emolumentos que por constitución, ley o reglamento le correspondan a 

funcionarios y empleados de la rama judicial.…”, es preciso afirmar con total seguridad, que la 
Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido de las citadas 
prescripciones legales, en cumplimiento además de la formalidad consagrada en el artículo 
3º transcrito anteriormente, pues de acceder a lo solicitado en la demanda, claramente 
estaría desacatando el ordenamiento legal vigente, con las consecuencias penales, 
fiscales y disciplinarias que una decisión en ese sentido conlleva. 
 
En atención a todo lo expuesto en líneas precedentes, es que se tiene que facultado por la 
propia Constitución, para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los servidores 
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públicos, el legislador tiene libertad para disponer que determinados emolumentos se 
liquiden sin consideración al monto total del salario del servidor judicial, es decir, que cierta 
parte del salario no constituya factor para liquidar algunos conceptos salariales. 
 
Lo anteriormente expuesto es el planteamiento jurídico expresado por la Entidad que 
Represento. 
 

EXCEPCIONES 
 

1. INEXISTENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR. Por encontrarse ajustadas a derecho 
todas y cada una de los actos administrativos contenidos en las resoluciones proferidas 
por la Nación – Rama Judicial – DESAJ. 
 

2. PRESCRIPCIÓN TRIENAL DE DERECHOS LABORALES. Teniendo en cuenta la fecha 
a partir de la cual se hizo exigible la pretensión reclamada y la fecha de radicación de la 
reclamación administrativa ante la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial, por la parte actora. 

Lo anterior como fenómeno mediante el cual el ejercicio de un derecho se adquiere o se 
extingue con el sólo transcurso del tiempo de acuerdo a las condiciones descritas en las 
normas que para cada situación se dicten bien sea en materia adquisitiva o extintiva. De 
acuerdo con lo anterior se tiene que la norma establece para el ejercicio de los derechos 
un tiempo determinado dentro del cual se debe solicitar su ejecución, y si transcurre dicho 
tiempo y no se solicitó, se traduce en la pérdida de interés para ejercerlo. 

En ese sentido, en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968 se estableció lo siguiente: 
 

“Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán 
en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El 
simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre 
un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero 
sólo por un lapso igual.” 

 

Por su parte, el Decreto 1848 de 4 de noviembre de 1969, reglamentario del Decreto 3135 
de 1968, por medio del cual se dispuso la integración de la Seguridad Social entre el sector 
privado y público, en el artículo 102, dispuso: 
 

“PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES. 1. Las acciones que emanan de los derechos 
consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben en tres (3) 
años, contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho 
exigible.  
 
2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa 
obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 
prescripción, pero sólo por un lapso igual.”  
 

En cuanto a la ocurrencia del citado fenómeno frente a derechos no consagrados en el 
citado decreto, nos remitimos a lo manifestado por el Consejo de Estado en fallo del 18 de 
febrero de 20101:  

 
 “(…) La ausencia de norma expresa que regule esta figura respecto de otros 
derechos laborales, no incluidos en el Decreto citado, no implica la 
imprescriptibilidad de los mismos, de ahí que por analogía se aplica el artículo 
151 del C.P.T.2, a menos que existan cánones que regulen este tópico en puntos 
específicos.”  
 

 
1 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, 

Radicación número: 25000-23-25-000-2003-09269-02(0741-08). 
2 “Artículo 151 del C.P.T. y de la S.S. Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán 

desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un 

derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual.”. 
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Al respecto, en sentencia del 21 de marzo de 2002, Subsección B, Sección Segunda, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, M. P. Dr. Alejandro 
Ordóñez Maldonado3, radicado Interno No. 4238-2001, se manifestó: 
 
“(…) No cree la Sala que el vacío normativo que presenta el artículo 41 del Decreto 
3135 de 1968, conlleve radicalizar la tesis de la imprescriptibilidad del derecho salarial 
o permitir subsidiariamente la vigencia del término veintenario contemplado en el 
artículo 2536 del C.C., puesto que, en una interpretación sistemática, es preciso 
reconocer que la PRESCRIPCIÓN de los derechos laborales no previstos en dicha 
norma se regula por otras disposiciones que establezcan la materia. 
 
En este sentido, es de recibo aplicar el trienio prescriptivo que se enuncia en el 
artículo 151 del C.P.L. y que consagra este fenómeno para “las acciones que 
emanen de las leyes sociales”, norma que por su carácter de orden público y ante 
la ausencia de precepto normativo de carácter especial, es viable para suplir esta 
falencia por aplicación analógica. La Ley 153 de 1887 artículo 8° al preceptuar los 
principios de interpretación jurídica, acepta como regla de hermenéutica la analogía 
cuyo alcance se explica en que “Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso 
controvertido, se aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes,...”. 
 
Acudiendo al artículo 151 del C.P.L. en vigor de la pauta analógica, es dable concluir, 
que aún otorgando a esta norma un alcance estrictamente privatista, contiene una 
materia común extensible para los empleados públicos, porque es innegable la relación 
laboral que surge respecto de ambas modalidades, luego existe una “materia 
semejante” que colma el vacío normativo regulador del régimen prescriptivo salarial 
para los empleados públicos. 
 
La norma referida no tiene un alcance estrictamente privatista y siendo así, no existen 
elementos indicadores que permitan deducir que la expresión trienal está limitada a 
temas tratados específicamente para regular el sector privado. En consecuencia, la 
PRESCRIPCIÓN contemplada en el artículo 151 del C.P.L., abarca los derechos tanto 
de los servidores públicos como de los trabajadores particulares, a menos que existan 
normas especiales que regulen términos prescriptivos, verbigracia el artículo 23 del 
Decreto-Ley 1045 de 1978.”. 
 
Además, la prescripción de las prestaciones sociales es posible aplicarla en esta clase 
de procesos opera de oficio, de manera que no es del caso alegarla, dado que, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 164 del C.C.A., en la sentencia definitiva 
debe el juez administrativo decidir sobre “las excepciones propuestas y sobre cualquier 
otra que el fallador encuentre probada”, y, por tratarse de una norma especial para esta 
jurisdicción, prima sobre las reglas generales de otros procedimientos. (…)”. (Negrillas 
por fuera del texto original).  

 
 
4) LA INNOMINADA: Prevista en el artículo 187 inciso segundo del C.P.A.C.A., esto es, 
“cualquier otra que el fallador encuentra probada”, aunque no hubiese sido propuesta. 

 
 

PETICIONES 
 
Respetuosamente solicito a su señoría: 
 

1. PRINCIPAL. Que se nieguen las pretensiones de la demanda, por las razones de hecho 
y de derecho expuestas en este escrito. 
 

2. SUBSIDIARIA. Que se declaren probadas las excepciones propuestas en la presente 
contestación de la demanda o aquellas que se encuentren probadas, aunque no hayan 
sido propuestas. 

 
 

PRUEBAS 

 
3 Posición reiterada por esta Subsección, en sentencia del 28 de enero de 2010, Expediente No. 050012331000199901198-01 (0005-2008) 

Actor: Carlos Mario Jaramillo López, Consejero Ponente: Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 
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Sírvase su señoría, tener por su valor probatorio las allegadas legal y oportunamente, a su 
vez, respetuosamente solicito decretar las pruebas de oficio que considere pertinentes, 
conducentes y útiles al proceso. 

 
- A su vez, respetuosamente solicito tener en cuenta los antecedentes administrativos 
allegados con el libelo de la demanda, toda vez que lo que se pretende a través de lo 
dispuesto en el artículo 175 del C.P.A.C.A, es la incorporación del expediente 
administrativo, a fin que el Tribunal o Juez respectivo, pueda examinar la génesis de la 
actuación administrativa impugnada y, por tanto, situarse, en ocasiones, más que como 
defensor de los derechos e intereses de las partes (al margen, pues, de la específica 
función jurisdiccional), como guardián de la legalidad de la actuación administrativa 
cuestionada. 
  
A luces de lo dispuesto en el artículo 167 del C.G.P. corresponde a las partes probar los 
supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, 
no obstante, y de acuerdo con las particularidades del caso, podrá el juez imponer la carga 
de la prueba a una parte en particular, que es lo que sucede en el presente asunto, cuando 
dentro del auto admisorio se informa a la parte demandada que deberá aportar con la 
contestación de la demanda el expediente administrativo respectivo. 
  
Ahora bien, teniendo en cuenta que el expediente administrativo ya reposa en el proceso 
de nulidad y restablecimiento del derecho, como es el caso que nos ocupa, y contra el 
mismo no se eleva tacha de falso, el mismo presta el mérito probatorio pretendido, sin ser 
necesario que se vuelva a incorporar una pieza procesal ya existente, pues, en aplicación 
de la nueva normatividad procesal y de los principios de celeridad, eficacia y economía 
procesal, dado que el expediente administrativo ya obra en el proceso, y como quiera que 
el Juez debe velar por suprimir los trámites innecesarios, remover de oficio los obstáculos 
meramente formales y evitar decisiones inhibitorias, aunado al hecho de que con la emisión 
del artículo 175 del C.P.A.C.A lo que se pretendió fue que la administración no ocultará la 
información con la que cuenta y de esta manera sus actuaciones estuviesen provistas de 
legalidad y buena fe, lo cual se observa en el presente asunto, actuaciones que deberán 
estar en concordancia con los principios de Economía y Celeridad. 
 

ANEXOS 
 
1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial, doctora CLARA INÉS RAMÍREZ SIERRA. 
2. Resolución No. 1357 del 01 de febrero de 2007, del Consejo Superior de la Judicatura - 
Sala Administrativa “Por medio del cual se hace un nombramiento”. 
3. Acta de Posesión del primer (1°) día del mes de febrero de 2007.  
4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía No.31.962.322. 
5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 
NOTIFICACIONES 

 
Correo oficial para notificaciones judiciales:  dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co    
  
Atentamente, 

      

 NANCY MAGALI MORENO CABEZAS 
 C.C. No. 34.569.793 
 T.P. 213.094 del Consejo Superior de la Judicatura. 
 Cel. 3164900473 
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Santiago de Cali,  

 

JUZGADO 401 TRANSITORIO ADMINSTRATIVO DE CALI  .  

Ciudad  

  

Referencia:     Expediente: 2019-00029 

Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante:  WILLIAM CARDENAS y Otros.  

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL   

 

CESAR ALEJANDRO VIAFARA SUAZA, vecino de la ciudad, con cédula de ciudadanía 

No.94.442.341 de Buenaventura (Valle) y Tarjeta Profesional de Abogado No. 137.741 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de la Nación - Rama 

Judicial en el proceso de la referencia, según poder adjunto otorgado por el Director 

Seccional de Administración Judicial (e) conforme el artículo 103 numeral 7 de la Ley 

270/96, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA que nos ocupa. 

  

I. A LAS PRETENSIONES  

 Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y 

solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las 

excepciones que se proponen en el acápite correspondiente.  

  

II. A LOS HECHOS  

 En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los 

cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial, así como los extremos 

temporales que se encuentren debidamente soportados documentalmente.   

  

Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede 

administrativa, la expedición de los actos que hoy emergen como acusados, y el trámite de 

conciliación prejudicial, adelantado ante la Procuraduría General de la Nación.  

  

Frente a los demás hechos presentados en la demanda, es pertinente advertir al Despacho 

que se tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones subjetivas de 

la apoderada de la parte actora.  

  

III. RAZONES DE LA DEFENSA  

 1. RESUMEN DEL CASO 

En la demanda la parte actora solicita se ordene a la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial reliquidar y pagar de manera retroactiva, indexada y con los 

respectivos intereses moratorios y sanciones por la mora en el pago, el reajuste de la 

asignación mensual y de todas las prestaciones sociales recibidas desde el 1 de enero de 

2013 hasta que se haga el reajuste y en adelante, en virtud de la bonificación judicial 

mensual reconocida mediante el Decreto No. 0383 de 6 de marzo de 2013, como 

remuneración con carácter salarial, con las consecuencias prestacionales incluidas las 

cesantías e intereses a las cesantías de esta bonificación mensual como salario.  

  

2. FUNDAMENTO LEGAL 

 De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional, sin restricción alguna, para fijar el 
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régimen salarial y prestacional de los del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para 

la fijación de las prestaciones empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la 

Fiscalía General de la Nación, los miembros sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo 

cual debe tener en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y criterios: El respeto de los 

derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales; La sujeción al 

marco general de la política macro económica y fiscal; La racionalización de los recursos 

público y su disponibilidad; El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las 

funciones, sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.    

  

De manera que es en virtud de la Constitución Política de 1991 y lo establecido en la 

citada Ley que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los 

servidores públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional.  

  

Así pues, nace el Decreto 0383 del 6 de marzo de 2012, “Por el cual se crea una bonificación 

judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan 

otras disposiciones”, normativa que estableció lo siguiente:  

  
“…ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 

régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose 

por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 

reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 

de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.”(Se destaca)  

 
En iguales términos fue regulado por el Decreto 384 de 2013 “por el cual se crea una 

bonificación judicial para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial y se dictan otras disposiciones”, y por 

los Decretos 1269 de 2015 y 246 de 2016. 

 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá 

mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio.  

  

Los Decretos 383 de 2013, 384 de 2013, 1269 de 2015 y 246 de 2016 instituyeron también, 

cada uno en su respectivo artículo 3º, la siguiente previsión legal:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional estatuido por las 

normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición 

en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

  
Consecuencia de las normas precitadas, es que por expreso mandato legal la Bonificación 

Judicial constituye  factor  salarial  únicamente  para  efectos  de  constituir  la  base de 

cotización al  Sistema  General  de  Pensiones  y  al  Sistema  General  de  Seguridad  

Social  en Salud, a lo que se agrega que la modificación, ajuste o variación de las normas 

que consagran  dicho concepto es de la exclusiva competencia de Gobierno Nacional, 

como lo evidencian los decretos expedidos por el Ejecutivo para ajustar el monto de la 

referida Bonificación en las vigencias 2015 y 2016, quedando por lo tanto resuelta de plano 

la pretensión del interesado concerniente a “…ajustes equivalentes al IPC del 02%…”.   

  

3. PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LEGALIDAD Y DE 

CONSTITUCIONALIDAD QUE AVALAN EMOLUMENTOS LABORALES SIN 

CARÁCTER SALARIAL 

 

El Consejo de Estado en sentencia del 19 de  junio de 2008, Radicación número: 11001-03-

25-000-2006-00043-00 (0867-06), Actor: PABLO J. CACERES CORRALES, Consejero 

ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, ratificó el carácter NO SALARIAL de la 

Bonificación de Actividad Judicial creada por el Decreto No. 3131 del 08 de septiembre de 

2005, para Jueces de la República y otros funcionarios, providencia en la que se indicó que 

las normas que fueron acusadas en el momento en que señalaron que dicha bonificación 
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al señalar que no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron ningún 

derecho adquirido ni violaron las disposiciones constitucionales y legales, que sustentó el 

demandante en la demanda, ya que precisamente fue creada como una suma adicional al 

salario, por lo que en ningún momento existió una desmejora del mismo. 

  

Es así que, el legislador está facultado por la propia Constitución para fijar los estipendios 

salariales y prestacionales de los servidores públicos, puesto que tiene libertad para 

disponer qué determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto total del 

salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para 

liquidar algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese 

presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera 

podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales.  

  

Por su parte, La Corte Constitucional, máximo intérprete de la Constitución en sentencia 

C-279 de 1996 declaró exequible el artículo 14 de la Ley 4° de 1992 en su redacción 

original, que determinaba que la prima especial allí creada no tendría carácter salarial 

para ningún efecto, en razón de la libertad de configuración del legislador. Para el efecto 

tuvo en cuenta la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993 

(radicación 5481), cuando al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 del Código 

Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la Ley 50 de 1990, expuso que aun cuando 

habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular prestaciones e 

indemnizaciones, ello no impide que el legislador disponga que alguna prestación social o 

indemnización se liquide sin el monto total del salario del trabajador, es decir, que se 

incluyan ciertos factores. Y, concluyó en la providencia que el legislador al determinar que 

algunas primas no tengan carácter salarial, en ningún momento lesiona los derechos del 

trabajador. 

  

Al año siguiente, en la sentencia C-444 de 1997 la Corte Constitucional declaró exequible 

que la Ley 332 de 1996 al modificar el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, le diera efecto a 

dicha prima exclusivamente para liquidar la pensión y que se excluyera a quienes ya 

estaban pensionados.  

  

Seis años después, en la sentencia C-681 de 2003 la Corte Constitucional declaró 

inexequible la expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, por 

violación del principio de igualdad de los funcionarios del artículo 15 con los funcionarios 

del artículo 14, a quienes se les tiene en cuenta para cotizaciones y liquidación de la 

pensión por la modificación que en tal sentido introdujo la Ley 332 de 1996 al artículo 

14, pero de ningún modo porque se haya considerado que existe el derecho 

constitucional a que todo pago salarial sea base de liquidación de prestaciones.  

 

Igualmente, y más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU-395 de 2017, 

reiteró: “…no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la 

materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación 

social o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del 

trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza 

salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter… Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido 

que “el legislador conserva una cierta libertad para establecer, que componentes constituyen, o no 

salario, así como la de definir y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia 

desarrollar la Constitución.” 

Igualmente y en lo relacionado a la vulneración de los derechos adquiridos, la Corte 

Constitucional en la sentencia No. C-410-97 del 28 de agosto de 1997, Magistrado Ponente, 

doctor HERNANDO HERRERA VERGARA, expresó, entre otros que los derechos 

adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han consolidado y 

definido bajo la vigencia de la ley, por lo tanto, se encuentran garantizados, de tal manera 

que no pueden ser desconocidos por situaciones futuras; sin embargo, las simples 
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expectativas son diferentes al derecho adquirido, ya que se tratan de aquellas 

probabilidades o esperanza de obtener algún día un derecho, por lo que pueden ser 

modificadas por el legislador.  

   

Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la H. Corte Constitucional en la 

sentencia citada en precedencia, y la filosofía del legislador con la expedición de los 

Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 2013, claramente expuesta por el Alto Tribunal 

Constitucional, se tiene que a la parte demandante no se le ha vulnerado derecho 

adquirido alguno, en consideración a que el derecho que reclama, ha sido creado por el 

Gobierno Nacional hasta en los Decretos en cita, razón por la que no hacía parte de su 

patrimonio antes de la expedición del mismo, por lo tanto, no le ha sido arrebatado o 

vulnerado, pues es a partir de la creación de este concepto salarial y seguidos los 

lineamientos del ejecutivo como órgano competente en su expedición, que se entró a 

liquidar y a devengar este concepto. Hasta allí era una expectativa y empezó a formar 

parte de su patrimonio como lo previó el legislador, sin carácter de factor de salario para 

liquidar sus prestaciones sociales, así nació y así lo concertaron las partes, Rama Judicial, 

ASONAL y el ejecutivo, luego entonces, no se violó algún derecho adquirido y no hay 

lugar a cancelar diferencia prestacional alguna a título de Bonificación Judicial al 

funcionario judicial.  

  

Es por ello que el Gobierno Nacional no desconoce o lesiona los derechos reclamados, 

pues los derechos adquiridos son intangibles, y para el caso en estudio, la Bonificación 

Judicial creada en los Decretos 383 y 384 de 2013, fue el producto de una reclamación 

salarial a través del paro judicial, que hasta ese momento, era una mera expectativa o 

esperanza de obtener un derecho, susceptible de ser modificada discrecionalmente por el 

Gobierno Nacional y que a la postre, se configuró con la expedición de la norma 

precitada.    

  

4. DE LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  

 La parte actora en la demanda, solicita sea declarada la excepción de 

inconstitucionalidad, la cual, constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios 

públicos y a la jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, 

cuando se ven comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la 

aplicabilidad de una norma legal vigente, pero como la norma no señala cual es el juez 

competente para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción. 

 

La Corte Constitucional en la Sentencia de tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 

Expediente No. T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, frente a la 

excepción de inconstitucionalidad expresó que, si el Juez encuentra fundada “la demanda 

de inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo 

solicitó.  Al contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su 

eficacia jurídica, es decir, no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, 

siempre  que  no  se  le  oponga  la  excepción  de  inconstitucionalidad. El  objeto  de  la excepción 

no es pues la anulación,  sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido.” Y, agregó: la 

excepción sólo puede  imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino 

respecto de ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de la acción, la excepción de 

inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los 

tribunales ordinarios.”   

  

Esta posición jurisprudencial la reafirmó la Corte Constitucional en la sentencia de tutela 

T-150 de 19951.  

 
1  “…La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado:   
"El artículo 4º de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 de la 
codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre cualquier otra norma 
jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se 
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En consecuencia, se deduce, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus 

Seccionales, como autoridades administrativas, agentes del Estado y garantes del 

principio de legalidad, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a aplicar el 

derecho vigente al tenor literal de su redacción, dándole estricto cumplimiento, pues no 

tiene facultad para interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los Jueces en sus 

respectivos fueros, a través de sus sentencias, los que tienen esa potestad.   

  

Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta lo preceptuado por el Art. 3° del Decreto 383 

de 2013, por medio de la cual se adujo:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional 

estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 

1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

…” (Subrayas propias).  

 
En los mismos términos está regulado en el artículo 2 del Decreto 384 de 2013. 

 

Tampoco le es dable a la Administración acceder a la inaplicación por 

inconstitucionalidad, pues al realizarlo se modificaría  el régimen salarial y prestacional 

de los servidores beneficiarios del Decreto 0383 de 2013 o del Decreto 0384 de 2013, 

competencia atribuible única y exclusivamente al Gobierno Nacional.  

 

Sumado a lo anterior, no se avizora vicio de constitucionalidad alguno en la disposición 

en cita que regula la Bonificación Judicial, toca vez que, como se indicó en el acápite 

anterior, variada y reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional ha admitido que 

resulta ajustado a la Constitución Nacional el que el Gobierno Nacional establezca que 

ciertos emolumentos salariales no tengan carácter salarial, pues ello es válido dentro de su 

libertad de configuración, máxime porque las condiciones en que fue creada tal 

Bonificación surgieron a partir de un acuerdo colectivo que el Gobierno hizo con las 

organizaciones sindicales de la Rama Judicial. 

  

De manera que no hay lugar a inaplicar por inconstitucional la expresión “constituirá 

únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud.", contenida en el artículo primero de los Decretos N° 

0383 y 0384 de 2013, en el entendido de que la bonificación judicial debe constituirse en 

factor salarial para todas las consecuencias legales que comporte, se debe destacar que la 

Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido del Decreto 383 

de 2013 y del Decreto 384 de 2013, en cumplimiento además de la formalidad consagrada 

en su artículo 3º y 2º, respectivamente, citado textualmente en párrafos anteriores, razón 

por la que solicito señor Conjuez, niegue las pretensiones de la demanda y confirme la 

legalidad de los actos administrativos enjuiciados, proferidos por la Dirección Seccional 

de Bogotá y Ejecutiva de Administración Judicial, de lo contrario estaría desacatando el 

ordenamiento legal vigente.  

  

Por otra parte, en la sentencia SU-132 de 2013, la Corte Constitucional señaló que la 

inaplicación por inconstitucionalidad es una herramienta se usa con el fin de proteger, en 

un caso concreto y con efecto ínter partes, los derechos fundamentales que se vean en 

riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía que, de forma clara y evidente, 

contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política.   

  

 
establezca la incompatibilidad entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de 
por medio la definición por vía general acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio 
de la providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia 
de acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular.” 
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Por tanto, la única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es 

cuando no son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en 

el presente caso, como quiera que los Decretos 383 y 384 de 2013, que crearon la 

Bonificación Judicial y regulan su liquidación están vigentes, y es en virtud del principio 

de legalidad contemplado en el artículo 6 de la Carta Política, que como autoridad 

debe acatarlos y cumplirlos, hasta tanto no haya sido anulada o suspendida estas normas 

en sus efectos por la Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo, máxime cuando de su 

lectura no se genera duda con respecto a la interpretación y alcance del mismo.     

  

En tal virtud, solicito no acceder a  las pretensiones de la demanda en el sentido de incluir 

en la liquidación de las prestaciones sociales de los beneficiarios de la Bonificación 

Judicial el valor por ésta reconocido como factor de salario (y la cual sólo se debe tomar 

para los aportes a los sistemas de salud y pensión) y que hoy surgen de la interpretación 

errada que el servidor judicial tiene de la norma, pues como autoridad administrativa y 

guardadora del principio de legalidad, a la Administración Judicial le corresponde acatar 

estrictamente el ordenamiento legal vigente, sin que le sea posible interpretarlo 

o inaplicarlo, en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros a través de sus 

sentencias los que tienen tal potestad  

  

Por lo anterior, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas por la parte 

demandante, toda vez que al hacerlo, comportaría la modificación del régimen salarial ya 

establecido en la ley por la autoridad competente, facultad que no nos está dada.  

  

IV. EXCEPCIONES  

1. DE LA VIOLACIÓN DE NORMAS PRESUPUESTALES DE RECONOCERSE LAS 

PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDANTE  

  

Es menester indicar que la Bonificación Judicial fue regulada sin carácter salarial para 

efectos prestacionales y que a la fecha los decretos que la reglamentan no han sido 

declarados nulos, es decir, siguen gozando de presunción de legalidad, por lo tanto es 

deber de la Dirección Ejecutiva y sus Direcciones Seccionales acatar sus regulaciones, pues, 

de llegar a reconocerse su carácter salarial para todos los efectos, como lo pretenden los 

actores, no solo se desconocerían tales decretos, sino que también se iría en directa 

contravía de las disposiciones de presupuesto, especialmente, de la prohibición contenida 

en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, 

que prevé:  

  
“ARTICULO 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán 

contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente 

para atender estos gastos.   

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados 

no sean desviados a ningún otro fin.   

  

En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta 

operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.   

  

En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en 

exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o por quien éste delegue, para 

comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con cargo a los recursos del crédito 

autorizados.   

  

Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el Presupuesto General de la 

Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será requisito esencial y previo la obtención de un 

certificado de viabilidad presupuestal, expedido por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se 

garantice la posibilidad de atender estas modificaciones.   
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Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará responsabilidad 

personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley 38/89, artículo 86, Ley 179/94, 

artículo 49).”  (Se resalta)  

  

Igualmente, podría desconocerse lo previsto en el Decreto 1068 de 20152, en su 

artículo 2.8.3.2.1. que establece:  

  
“Artículo 2.8.3.2.1. Disponibilidad y Registro Presupuestal Todos los actos administrativos que afecten las 

apropiaciones presupuestales, deberán contar con los certificados de disponibilidad previos que 

garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.  

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos no sean desviados a 

ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya 

lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.  

  

En consecuencia, no se podrán contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del 

saldo disponible, con anticipación a la apertura del crédito adicional correspondiente. o con cargo a recursos del 

crédito cuyos contratos no se encuentren perfeccionados, o sin que cuenten con el concepto de la Dirección General 

de Crédito Público y Tesoro Nacional para comprometerlos antes de su perfeccionamiento, o sin la autorización 

para comprometer vigencias futuras por el Consejo Superior de Política Fiscal, CONFIS o quien éste delegue. El 

funcionario que lo haga responderá personal y pecuniariamente de las obligaciones que se 

originen.” (se destaca)  

 
Lo anterior por cuanto no están incluidos en el presupuesto de la Rama Judicial los 

dineros que se requerirían para el pago de lo pretendido por la parte actora, lo cual 

obedece a que el rubro de gastos de personal está planeado y calculado, teniendo en 

cuenta las regulaciones vigentes que regulan los salarios, prestaciones y acreencias 

laborales de los empleados de la Rama Judicial, por lo que de ninguna manera pueden 

incluirse allí mayores costos para reconocer lo pretendido por la parte actora, en tanto, no 

resulta acorde con las previsiones de los Decretos 383 y 384 de 2013, que establecieron el 

carácter salarial de la Bonificación Judicial únicamente para efectos de aportes de 

Seguridad Social en pensiones y salud. 

  

Al respecto, la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Vladimiro Naranjo 

Mesa, en la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993, sostuvo que: “las normas orgánicas del 

presupuesto regulan y limitan la actividad de las diferentes entidades y órganos del Estado, tanto en 

los actos que pueden realizar en el ejercicio de sus funciones que conllevan ejecución presupuestal, 

como en las formalidades y requisitos que deben cumplir. De tal suerte que todos los actos  

administrativos que afecten el presupuesto respectivo, tendrán que contar con el certificado de 

disponibilidad presupuestal en los términos de la Ley 38 de 1989 y 179 de 1994 orgánicas de 

presupuesto.” (Subrayas fuera de texto).  

  

Adicionalmente, reconocer las pretensiones que reclama la parte actora sin la autorización 

presupuestal requerida, implicaría que el ordenador del gasto estuviera inmerso en 

actuaciones de tipo disciplinario como las consagradas en la Ley 734 de febrero 5 de 2002, 

que en sus artículos 22 y 232.  

   

2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO  

 El Artículo 61 del C.G.P. determina:   

  

 
2“ARTÍCULO 22. GARANTÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, 
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia 

y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará 

las prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, 
establecidos en la Constitución Política y en las leyes.    

ARTÍCULO 23. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la 

sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de 

inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 

exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento (…)”.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0179_1994.html#49
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2002/ley_0734_2002.html#28
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“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse 

sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición 

legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en 

dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere 

así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a 

quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 

dispuestos para el demandado.  

 En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la 

citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 

dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término.  

   

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá 

sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.  

  

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin 

embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si 

emanan de todos.  

  

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, 

podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.”  

  

Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia, 

conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 

de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial. 

  

De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar 

los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 

exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución y 

la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte 

funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 

Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 

administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, 

de acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos 

de salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera anual 

en cada tabla de salarios.  Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de estos actos 

hoy demandados está en cabeza del ejecutivo.  

  

Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los Decretos que 

regularon la Bonificación Judicial y que de plano el Conjuez podría negar la vinculación 

del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las demás entidades mencionadas, debido 

a que los actos sobre los cuales se va a ejercer control de legalidad fueron expedidos por la 

Dirección Ejecutiva o Dirección Seccional de Administración Judicial, en caso de una 

eventual condena, se debe tener en cuenta la imposibilidad material de la Nación – Rama 

Judicial de reconocer los derechos ahora reclamados, como se indicó en el anterior 

numeral, pues debe considerarse que en atención a lo dispuesto por el artículo 71 del 

Decreto 111 de 1996, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, ninguna autoridad 
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podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de gasto sobre apropiaciones 

inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las pretensiones de la demanda si 

está vinculada la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de paso se daría la 

orden a dicha cartera para que se hiciera la apropiación a favor de la Rama Judicial y así 

pagar la condena correspondiente sin que a futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos 

por la falta de pago debido a que dicho Ministerio no hace el giro de los dineros 

suficientes para el rubro de sentencias y de gastos de personal. 

 

Adicionalmente, resulta necesario tener en cuenta el auto proferido por el Tribunal 

Administrativo de Nariño – Sala de Conjueces, Exp. 2016-00375, Dte: Leonel Díaz Mora, 

en audiencia inicial celebrada el 27 de julio de 2018, en el cual aceptó el llamamiento en 

garantía de la Nación – Presidencia de la República, Nación – Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, bajo el 

argumento que estas entidades podrían eventualmente verse perjudicadas o beneficiadas 

con la decisión que se tomara en el caso correspondiente a las reclamaciones salariales allí 

pretendidas.  

  

Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de vincular a las entidades solicitadas.  

  

Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS 

CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 

representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE 

HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por 

el doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director.  

  

3. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI.  

 Por mandato expreso de los Decretos 383 y 384 de 2013, la bonificación judicial no tiene 

carácter salarial para efectos prestacionales, sino únicamente para Seguridad Social en 

salud y pensiones, lo que significa que dicho emolumento no constituye factor de salario 

para la liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones, auxilio de 

cesantía y bonificación por servicios prestados, y en ese sentido, a la actora no le asiste 

causa para reclamar por vía judicial las declaraciones planteadas en el libelo 

introductorio.  

  

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se encuentra ceñida al ordenamiento 

jurídico y viene dando estricto cumplimiento a las normas que rigen al interior del 

Régimen Salarial y prestacional de los servidores públicos, con el único propósito de 

generar certeza y seguridad jurídica dentro del sistema normativo, por tanto, no es 

posible producir efectos jurídicos de carácter particular contrariando disposiciones 

vigentes que regulan la materia objeto de controversia.  

 

 

4. PRESCRIPCIÓN  

 En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto 

3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en este decreto 

prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El 

simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual.”  

  

En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales 

pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto 

debe tenerse en cuenta la fecha en que el demandante radicó la petición ante la Seccional, 

razón por la cual, las sumas reclamadas con anterioridad a esta fecha se encuentran 

prescritas.  
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Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que 

reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente, 

situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama 

Judicial, sino que por el contrario se sanciona haber dejado transcurrir dicho tiempo no 

solo de la petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la 

presentación de la demanda. Por lo tanto, solicito honorable Juez declare probada esta 

excepción.    

  

5. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto es, 

“sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”.  

  

V. PRUEBAS 

 Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que 

considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes 

administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de 

petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de 

servicios de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos 

nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a través 

de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el Juez 

de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada.  

  

Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran 

dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados 

por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal 

oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se 

considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda.  

    

ANEXOS. 

1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial  

2. Resolución, del Consejo Superior de la Judicatura - Sala Administrativa -  “Por medio 

del cual se hace un nombramiento”. 

3. Acta de Posesión.  

4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía. 

5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 

NOTIFICACIONES 

- En la Secretaría del Tribunal o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 

Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la carrera 10 No 12 – 15, Piso 17, 

teléfono 8986868, en Santiago de Cali.  Tel 8986868 ext. 1404 y 1409 

 

- Correo electrónico dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

  

Del  Honorable Juez, 
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JUZGADO 401 TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DE CALI.  

Cali – Valle del Cauca 

 

ASUNTO:   CONTESTACIÓN DEMANDA  

                                                   RAD. No. 2016-00308 

 

MEDIO DE CONTROL: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

DEMANDANTE:  ESTEPHANY BOWERS HERNANDEZ    

DEMANDADO: Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial 

 

CESAR ALEJANDRO VIAFARA SUAZA, vecino de la ciudad, con cédula de ciudadanía 

No.94.442.341 de Buenaventura (Valle) y Tarjeta Profesional de Abogado No. 137.741 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de la Nación - Rama 

Judicial en el proceso de la referencia, según poder adjunto otorgado por el Director 

Seccional de Administración Judicial conforme el artículo 103 numeral 7 de la Ley 270/96, 

y en el término legal, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA que nos ocupa. 

 

 A LAS PRETENSIONES 

Me opongo a todas las declaraciones y condenas que sean contrarias a la entidad que 

represento, toda vez que la demandante carece de fundamentos jurídicos tal como se 

demostrará a continuación, solicitando que se absuelva de todo cargo a la misma, 

declarando las excepciones propuestas, que de conformidad con el artículo 187 inciso 2 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo resultaren 

probadas. 

A LOS HECHOS 

Las actuaciones correspondientes a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 

estuvieron soportadas en las normas sustantivas y procesales vigentes y por tanto nos 

oponemos a todo y cada uno de los hechos del presente medio de control.  

 

 RAZONES DE LA DEFENSA 

Que la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Cali – Valle del Cauca, 

le ha cancelado al demandante, todos sus salarios y demás prestaciones, conforme a la 

normatividad vigente y al régimen al cual pertenecen. 

 

De conformidad con lo señalado en el artículo 150, numeral 19, literales E) Y F) de la 
Constitución Política, corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso nacional y de la 
fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 
oficiales. 
 
En Ejercicio de las anteriores facultades, el Congreso de Colombia expidió la Ley 4o de 
mayo 18 de 1.992, mediante la cual facultó al Gobierno Nacional para fijar el régimen 
salarial y prestacional, por lo cual expide anualmente los decretos correspondientes a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial fijando en los mismos la remuneración 
mensual para cada uno de ellos. 
 
En ese orden de ideas, de conformidad con lo establecido en la Ley en cita, la facultad para 
fijar las remuneraciones para los servidores públicos radica única y exclusivamente en el 



 

 

Carrera 5 No. 12-42  Piso 5   Conmutador 8846342-51-53 www.ramajudicial.gov.co     
 

Rama Judicial del Poder Público 
Consejo Superior de la Judicatura 

Sala Administrativa 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 

 

 

 
 No. SC 

 
 No. GP 

 

Gobierno Nacional, es decir que es éste el que basado en criterios propios, determina 
dichas remuneraciones. 
 
El Gobierno Nacional en desarrollo de las normas generales señaladas en la Ley 4a de 
mayo 18 de 1992, expidió el Decreto número 57 de enero 7 de 1993, a través del cual 
estableció el nuevo régimen salarial y prestacional de los servidores de la Rama Judicial, el 
cual señaló en su artículo 6° lo siguiente: 
 

"Artículo 6°. En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 4a de 1992, se considera como 

prima, sin carácter salarial el treinta por ciento (30%) del salario básico mensual de los Magistrados de 

todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, de los Jueces de 

la República, de los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, los Auditores de Guerra y 

Jueces de Instrucción Penal Militar. (...)." (Subrayas fuera de texto). 

 
Mediante providencia proferida por la Sala de Conjueces de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado del 29 de abril de 2014, y ejecutoriada el 22 de julio 
del mismo año, se declaró la nulidad de los Decretos salariales expedidos por el Gobierno 
Nacional desde el año de 1993 hasta el 2007, por considerar, entre otros, que el Gobierno 
Nacional al momento de su expedición contravino los criterios fijados por el legislador, al 
interpretar de manera errada y aplicar en indebida forma la Ley 4a de 1992. 

 

Del análisis efectuado y consignado en la sentencia de nulidad la Sala de Conjueces 
referida se destaca: 
 

"En virtud de la potestad otorgada por la Ley 4a de 1992, el Gobierno Nacional expidió los decretos 

demandados, reproduciendo año por año la previsión de que el 30% del salario devengado por los 

funcionarios enumerados en el artículo 14 de la mencionada ley, sería considerado como prima. Dichos 

decretos no ofrecieron la suficiente claridad y fueron interpretados erróneamente por las entidades 

encargadas de aplicarlos, pues entendieron que el 30% del salario básico era la prima misma y no que ésta 

equivalía a ese 30%. Aunque parece un juego de palabras, son dos cosas completamente diferentes, pues la 

primera interpretación implica una reducción del salario básico al 70%, mientras que la segunda, que es la 

correcta de conformidad con la Ley y la Constitución Política, como se explicará más adelante, implica que 

se puede tomar el 30% del salario pero solamente para efectos de cuantificar la prima especial, para luego 

adicionarla al salario básico. Frente a este tema, el Consejo de Estado en sentencia del 2 de abril de 2009, 

por medio de la cual declaró la nulidad del artículo 7o del Decreto 618 de 2007, rectificó su jurisprudencia 

frente al concepto de prima, considerando que cuando se habla de dicha prestación debe entenderse como 

un fenómeno retributivo de carácter adicional, es decir, que acogió la segunda interpretación. De acuerdo 

con los criterios establecidos en la ley marco, esto es la Ley 4a de 1992, es claro que el Gobierno Nacional 

contravino los criterios fijados por el legislador con la expedición de los decretos demandados, pues como se 

pudo observar, el literal a) del artículo 2° de la mencionada Ley estableció que de ninguna manera se 

podían desmejorar los salarios y prestaciones sociales. Sin embargo, los decretos demandados interpretaron 

erróneamente y aplicaron indebidamente la Ley 4a de 1992 al haber mermado el salario de un grupo de 

servidores públicos, razón suficiente para determinar que son contrarios a la Constitución y la Ley, así 

como para declarar su nulidad. ..." 

 

De otra parte, en relación con la legalidad durante su vigencia de las normas declaradas 

nulas consideró: 
 

".. Algunas de las normas demandadas, fueron derogadas por acto administrativo posterior, situación que 

en principio implicaría una sustracción de materia en este caso. Sin embargo, de acuerdo con la 

jurisprudencia del Consejo de Estado "(...) la derogación del acto acusado no impide el pronunciamiento 

sobre su legalidad, dada la necesidad de mantener el imperio del orden jurídico y restablecer la legalidad, 

así como de considerar los efectos que el acto haya producido durante su vigencia. En efecto, es claro que 

un acto administrativo derogado sigue amparado por la presunción de legalidad, que sólo se 

desvirtúa con el pronunciamiento del juez, de lo cual resulta que el orden vulnerado no se 
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restablece con la derogatoria del acto -que sólo surte efectos hacia el futuro-, sino con la 

declaración que el juez profiera sobre su legalidad, que tiene efectos ex tune". De otra parte, los 

decretos acusados han sido reproducidos año tras año por el Gobierno Nacional con el fin de dar aplicación 

al mandato consagrado en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, razón de más para realizar el control de 

legalidad correspondiente, pues esta Corporación ha reiterado que "(...) sí es posible, a pesar de la 

derogación del precepto enjuiciado, acometer su juzgamiento en sede Contenciosa Administrativa, por vía 

de la acción de nulidad, por cuanto dada la presunción de legalidad de que estuvo revestido durante su 

vigencia el acto, bien pudo haber producido efectos jurídicos. Además, la norma fue reproducida con 

idéntico contenido. De allí que la Sala asuma el examen del acto impugnado, a pesar de que fue subrogado 

por otra norma. ..." 

 
Ahora bien, en cuanto a los efectos de la declaratoria de nulidad de los Decretos 
demandados, el H. Consejo de Estado indicó que serán los mismos señalados en la 
Sentencia del 2 de abril de 2009, por medio de la cual declaró la nulidad del artículo 7 del 
Decreto 618 de 2007 y rectificó su jurisprudencia frente al concepto de prima, 
considerando que cuando se habla de dicha prestación debe entenderse como un 
fenómeno retributivo de carácter adicional, a saber: 
 

"(...) es decir, no puede el intérprete de ninguna manera suponer que al desaparecer la prima especial sin 

carácter salarial equivalente al 30% de la remuneración mensual de tales empleados, su asignación para la 

época en que tuvo vigencia el Decreto, sea del 70% de la escala remuneratoria allí prevista, se trata 

sencillamente de descargar el castigo de dicho 30%, que conforme a los términos de la norma invalidada, 

restringía en ese porcentaje las consecuencias prestacionales de tales servidores". 

 
Para finalmente concluir, que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 4a de 
1992, la prima de servicios no puede ser inferior al 30% del salario básico mensual. 
 
Ahora, es necesario indicar que las sentencias de nulidad de los decretos salariales desde 
1993 al 2007, proferidas por el Consejo de Estado, fueron dictadas en atención a la 
demanda de acción de nulidad contemplada en al artículo 84 del Código Contencioso 
Administrativo y producen efectos hacia el futuro, es decir a partir de la ejecutoria de las 
sentencias por las cuales se declaró la nulidad de los mismos. 
 
Por lo tanto, es conveniente referirnos a la acción de nulidad y sus efectos, para lo cual 
traeremos a colación lo manifestado por la H. Corte Constitucional en sentencia C-426 de 
fecha 29 de mayo de 2002 con la ponencia del Magistrado Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL la 
cual señala: "(...) 
 

"es preciso subrayar que la norma acusada, el artículo 84 del C.C.A. -tal y como fue subrogado por el 

artículo 14 del Decreto 2304 de 1989-, es la llamada a definir y delimitar el alcance de la acción de simple 

nulidad al disponer que: "toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de su representante, que se 

declare la nulidad de los actos administrativos". El mismo precepto se ocupa de establecer su ámbito de 

procedibilidad, señalando que esta acción procederá no sólo cuando los actos administrativos infrinjan las 

normas en que deberían fundarse, sino también cuando hayan sido expedidos por funcionarios u 

organismos incompetentes, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencias y 

defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias del funcionario o 

corporación que los profirió. También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y 

de los actos de certificación y registro". 

 
Por otra parte, el Consejo de Estado en sentencia No 11001 -03-24-000-1999: 05683-02 (IJ-
030) de marzo 4 de 2.003 Magistrado Ponente Dr. Manuel Santiago Urueta Ayola señaló en 
lo pertinente: (...) 
 

"En cuanto a la titularidad de la acción, se observa que la de nulidad es una acción popular, abierta a todas 

las personas, cuyo ejercicio no necesita del ministerio de un abogado; en tanto que el uso de la acción de 
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nulidad y restablecimiento está condicionado a la existencia de un interés, de manera que podrá ejercerla 

quien considere que su derecho ha sido lesionado y es necesario para tal efecto el apoderamiento de un 

profesional del derecho; 

(...) 

 

En relación con los efectos de la sentencia, la que se produce en proceso de nulidad los tiene "erga omnes", 

si la decisión es anulatoria, en caso contrario, cuando no se accede a las pretensiones de la demanda, esos 

efectos se limitarán a los motivos de nulidad invocados por la adora; mientras que en las acciones de 

nulidad y restablecimiento del derecho, la sentencia tiene efectos inter partes y respecto de terceros 

interesados. 

(...) 

 

El auto que acaba de citarse fue adoptado por la Sección Primera en la sentencia de 28 de agosto de 1992, 

en donde se reiteró lo siguiente: "La acción de nulidad procede contra los actos generales y aquellos actos 

particulares que la ley señala, y señale en el futuro, expresamente, si tienen como motivos determinantes la 

tutela del orden jurídico y la legalidad abstracta sobre la base del principio de la jerarquía normativa y si 

persiguen como finalidad someter a las entidades públicas y a las personas privadas que desempeñen 

funciones administrativas al imperio del derecho objetivo... 

 

"La acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por su parte, cabe contra los actos de carácter general 

y de carácter particular si se tienen como motivos determinantes de su ejercicio el quebrantamiento de un 

estatuto civil o administrativo, en cuanto ampare una situación jurídica subjetiva, y si tiene como 

finalidad la garantía de los derechos privados, civiles o administrativos, violados por un acto 

administrativo.” 

 
Ahora bien, teniendo en cuenta el objeto fundamental y las circunstancias de orden legal 
que reglamentan y condicionan el ejercicio de la acción de nulidad, es válido afirmar que 
la misma presenta las siguientes características: a) se ejerce exclusivamente en interés 
general con el fin de salvaguardar el orden jurídico abstracto; b) por tratarse de una acción 
pública, la misma puede ser promovida por cualquier persona; c) la ley no le fija término 
de caducidad y, por tanto, es posible ejercerla en cualquier tiempo; d) procede contra 
todos los actos administrativos siempre que, como se dijo, se persiga preservar la legalidad 
en abstracto -la defensa de la Constitución, la ley o el reglamento-. 
 
Por su parte, en lo que corresponde a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, 
ésta se ejerce no solo para garantizar la legalidad en abstracto, sino también para obtener 
el reconocimiento de una situación jurídica particular y la adopción de las medidas 
adecuadas para su pleno restablecimiento o reparación. A diferencia de la acción de 
nulidad, la misma sólo puede ejercerse por quien demuestre un interés, esto es, por quien 
se considere afectado en un derecho suyo amparado por un precepto legal. E igualmente, 
tal y como se deduce de lo dispuesto en el numeral 2° d) del artículo 164 del C.P.A.C.A., 
esta acción tiene un término de caducidad de cuatro meses. 
 
El máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo en la Sentencia del 10 de agosto de 
1996, reitera de manera uniforme en múltiples pronunciamientos lo siguiente: 
 

(...) 

"que la simple nulidad sólo procede frente a los actos de contenido particular y concreto en dos casos 

específicos: (i) cuando expresamente lo consagre la ley y (ii) cuando el acto individual revista un especial 

interés para la comunidad que trascienda el mero interés de la legalidad en abstracto, comprometiendo el 

orden público, social o económico del país. Según dicho criterio jurisprudencial, en los demás casos la 

acción de simple nulidad no será admisible respecto de los actos particulares, debiendo acudirse a la acción 

de nulidad y restablecimiento dentro del término de caducidad fijado en la ley. 
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En cuanto a las diferencias de la acción de Nulidad y la de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho la H. Corte Constitucional en la citada providencia expresó: 

"(...) 

 

Ciertamente, conforme a las reglas que identifican las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento 

del derecho, se tiene que la diferencia fundamental entre éstas radica en que mientras la acción de nulidad 

tiene por objeto principal, directo y exclusivo preservar la legalidad de los actos administrativos, a través 

de un proceso en que no se debaten pretensiones procesales que versan sobre situaciones jurídicas de 

carácter particular y concreto, limitándose a la simple comparación del acto con las normas a las cuales ha 

debido estar sujeto, la de restablecimiento del derecho, por su parte, no solo versa sobre una pretensión de 

legalidad de los actos administrativos, sino que propende por la garantía de los derechos subjetivos de los 

particulares mediante la restitución de la situación jurídica de la persona afectada, ya sea a través de una 

reintegración en forma específica, de una reparación en especie o de un resarcimiento en dinero.” 

(Subraya fuera de texto) 

 
Bajo este entendido, consultando el espíritu de la Constitución y de la ley, se tiene que la 
acción de simple nulidad procede contra todos los actos administrativos, generales y 
particulares, cuando la pretensión es únicamente la de tutelar el orden jurídico, caso en el 
cual la competencia del juez se limita a decretar la simple anulación sin adicionar ninguna 
otra declaración, pese a que con el retiro del acto impugnado eventualmente se 
restablezcan derechos o se ocasionen daños al actor o a terceros. 
 
Sobre los efectos de la decisión que se adopte en uno y otro caso, siguiendo con lo 
preceptuado en el artículo 189 del C.P.A.C.A., se tiene que tanto en el contencioso de 
simple anulación como en el de nulidad y restablecimiento del derecho, la sentencia que 
declara la nulidad del acto administrativo produce efectos de cosa juzgada "erga omnes", 
en tanto que la decisión desestimatoria sólo produce tales efectos en relación con la "causa 
petendi" que ha sido fallada. En los casos en que se ejerce la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, y a través de la sentencia se obtiene la nulidad del acto y el 
reconocimiento de una situación jurídica particular y concreta, el efecto restablecedor sólo 
es predicable de las partes en contienda, esto es, de quienes promovieron y obtuvieron tal 
declaración. 
 
Por lo anterior, por regla general, las sentencias proferidas con ocasión del ejercicio del 
control de constitucionalidad tienen efecto de cosa juzgada, erga omnes y hacia el futuro 
(ex-nunc), lo cual implica que la norma sometida a control no podrá volver a ser 
demandada por las mismas razones y que el fallo tenga efectos frente a todos, sin afectar 
las situaciones ya consolidadas; todo ello con el objeto de generar seguridad jurídica 
dentro del sistema normativo. 
 
Cuando se demanda por vía de la acción de simple nulidad un acto, este adquiere efectos 
hacia futuro y no tiene carácter retroactivo, lo que implica que no genera ningún gasto 
para el erario público hacia atrás, sino que restablece el derecho hacia futuro. 
 
El artículo 45 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia de Colombia 
determina que las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a 
su control "tienen efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario", 
norma que fue declarada exequible, por la sentencia de la Corte Constitucional C-037 de 
1996, precisando que, "Los efectos concretos de la sentencia de inexequibilidad dependerán 
entonces de una ponderación, frente al caso concreto, del alcance de dos principios 
encontrados: la supremacía de la Constitución —que aconseja atribuir a la decisión efectos 
ex tune, esto es, retroactivos— y el respeto a la seguridad jurídica —que, por el contrario, 
sugiere conferirle efectos ex nunc, esto es únicamente hacia el futuro-“. 
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De esta forma, la jurisprudencia de las Altas Corporaciones citada en párrafos anteriores, 

son claras muestras de un criterio compartido en torno al tema de las sentencias de simple 

nulidad como es el caso en estudio, donde sólo se restableció el derecho a futuro en virtud 

de la nulidad de los actos administrativos que se encontraba por fuera del ordenamiento 

jurídico, pero no restablece el derecho hacia atrás por no haberse condenado a perjuicios, 

toda vez que los mismos no fueron solicitados, adquiriendo la sentencia fallada un efecto 

erga omnes y no de carácter particular. 

 

De conformidad con lo dispuesto, se tiene que los efectos de la sentencia que declaró la 
nulidad de los Decretos desde 1993 al 2007, proferida por el Consejo de Estado rigen hacia 
el futuro o ex - nunc, con el objeto de generar certeza y seguridad jurídica dentro del 
sistema normativo, toda vez que la sentencia con efecto erga omnes, sólo tiene 
consecuencias posteriores, restableciendo el derecho hacia futuro, pues no es posible 
producir efectos retroactivos ya que no es de carácter particular y así dar estricto 
cumplimiento a las disposiciones vigentes que regulan la materia objeto de controversia. 
 
Así las cosas, no es viable efectuar la reliquidación de las prestaciones, incluyendo el 30% 
de prima especial como factor de salario y disponer el pago de las diferencias surgidas de 
la interpretación que tiene de la aplicación de la Ley 4a de 1992 y los Decretos salariales 
anuales, pues de hacerlo, implicaría para la administración desacatar el ordenamiento 
legal vigente, toda vez que como se señaló en párrafos anteriores, mediante las facultades 
conferidas por la mencionada ley, el Gobierno Nacional está expresamente facultado para 
expedir los decretos salariales teniendo la potestad de determinar que el 30% de la 
remuneración mensual sea considerada prima especial sin carácter salarial. 
 
Finalmente, es del caso señalar que la administración ha realizado el pago de la misma, en 
acatamiento de la norma en su tenor literal, decreto anual de salarios que no ofrece duda 
con respecto a su interpretación y aplicación en cada anualidad. 
 
El procedimiento aplicado por la administración de manera anual para liquidar la prima 
especial de los jueces es el establecido por el decreto 1024 de 2013 cuya redacción de la 
prescripción legal aparece consagrada en los decretos salariales, es así como a manera de 
ejemplo para el año 2013 establece claramente en su artículo octavo, que se considerará 
como Prima, sin carácter salarial el treinta por ciento (30%) del salario básico mensual de 
los Jueces de la República (entre otros cargos), entendiéndose que se debe tomar como 
base la remuneración mensual que para el efecto fijó el Gobierno en el decreto de salarios, 
concepto éste que es más amplio, pues comprende la asignación básica, más la prima 
especial independientemente que constituya o no salario factor. 
 
El legislador estipuló que se considerara como prima sin carácter salarial el 30% del salario 
de algunos cargos, entre ellos el de los jueces, se tiene que la remuneración mensual que 
determina el Decreto 1024 de 2013 y 194 de 2014 para los Jueces, en sus diferentes 
categorías, se les ha cancelado pagado a la fecha a estos servidores judiciales, por lo que es 
de concluir que tanto el salario, como las prestaciones se le liquidaron y cancelaron 
durante el tiempo en que reclama se le reajuste su remuneración como Juez en el distrito 
judicial de Cali – Valle del Cauca, en forma legal y ajustada a la normatividad vigente. 
 
Por todo lo planteado en precedencia es inviable que la Administración pueda acceder a 
las pretensiones formuladas por el funcionario judicial, toda vez que su actuación se ha 
ajustado al mandato expreso de la legislación aplicable en cada vigencia y de hacerlo se 
derivarían dos situaciones de suma trascendencia que implicarían además desacatar el 
ordenamiento legal vigente: la primera, que se estaría modificando un régimen salarial 
claramente definido y establecido en la Ley, y la segunda, que el porcentaje máximo de 
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ingresos fijados por el legislador para el cargo ejercido por el(la) (demandante), en 
relación a la remuneración de los Magistrados de la Altas Cortes, sería notoriamente 
sobrepasado y como consecuencia dejaría de ser el legalmente previsto por el legislador 
(Decreto 1251 de 2009). 
 

Por  lo  anteriormente  expuesto,   la   Dirección   Ejecutiva   Seccional de Administración 

Judicial de Cali – Valle del Cauca, le liquidó al(la) demandante sus prestaciones sociales 

conforme lo ordena la Ley 4a. de 1992 y las normas que regulan el reconocimiento de las 

citadas acreencias laborales, en cada año, aunado al hecho que como se anotó en 

precedencia, la sentencia de nulidad de los decretos salariales desde 1993 al 2007, produce 

efectos hacia el futuro; es decir a partir de la fecha de la ejecutoria. 
 

Teniendo en cuenta todo lo anterior, se debe absolver de toda responsabilidad 

administrativa a la entidad representada por la suscrita; en esta forma dejo presentada la 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA en espera que el Honorable Conjuez profiera el 

fallo  

que en derecho corresponde.  

EXCEPCIONES 

1. INEXISTENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR. Por encontrarse ajustadas a 

derecho todas y cada una de la resoluciones emitidas. 

 

2. PRESCRIPCIÓN TRIENAL DE DERECHOS LABORALES. Sumado a lo anterior 

también se observa que en el presente caso ha operado la prescripción trienal de derechos 

laborales anteriores a la fecha en que el demandante solicitó a la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial el reconocimiento y pago del reajuste de la mencionada prima. 

Con relación a la prescripción de los derechos laborales de los empleados públicos, el 

Consejo de Estado, en sentencia del 21 de marzo de 2002, Subsección B, Sección Segunda, 

Sala de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, M. P. Dr. Alejandro 

Ordóñez Maldonado1, radicado Interno No. 4238-2001, se manifestó: 

 
“(…) No cree la Sala que el vacío normativo que presenta el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, conlleve 

radicalizar la tesis de la imprescriptibilidad del derecho salarial o permitir subsidiariamente la vigencia del 

término veintenario contemplado en el artículo 2536 del C.C., puesto que en una interpretación 

sistemática, es preciso reconocer que la PRESCRIPCIÓN de los derechos laborales no previstos en dicha 

norma se regula por otras disposiciones que establezcan la materia. 

 

En este sentido, es de recibo aplicar el trienio prescriptivo que se enuncia en el artículo 151 del 

C.P.L. y que consagra este fenómeno para “las acciones que emanen de las leyes sociales”, 

norma que por su carácter de orden público y ante la ausencia de precepto normativo de carácter 

especial, es viable para suplir esta falencia por aplicación analógica. La Ley 153 de 1887 artículo 

8° al preceptuar los principios de interpretación jurídica, acepta como regla de hermenéutica la analogía 

cuyo alcance se explica en que “Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, se 

aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes,...”. 

 

Acudiendo al artículo 151 del C.P.L. en vigor de la pauta analógica, es dable concluir, que aún otorgando 

a  esta norma un alcance estrictamente privatista, contiene una materia común extensible para los 

empleados públicos, porque es innegable la relación laboral que surge respecto de ambas modalidades, 

luego existe una “materia semejante” que colma el vacío normativo regulador del régimen prescriptivo 

salarial para los empleados públicos. 

 

 
1 Posición reiterada por esta Subsección, en sentencia del 28 de enero de 2010, Expediente No. 050012331000199901198-01 (0005-

2008) Actor: Carlos Mario Jaramillo López, Consejero Ponente: Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 
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La norma referida no tiene un alcance estrictamente privatista y siendo así, no existen elementos 

indicadores que permitan deducir que la expresión trienal está limitada a temas tratados específicamente 

para regular el sector privado. En consecuencia, la PRESCRIPCIÓN contemplada en el artículo 151 del 

C.P.L., abarca los derechos tanto de los servidores públicos como de los trabajadores particulares, a menos 

que existan normas especiales que regulen términos prescriptivos, verbigracia el artículo 23 del Decreto-

Ley 1045 de 1978.”. 

 

Además, la prescripción de las prestaciones sociales es posible aplicarla en esta clase de procesos opera de 

oficio, de manera que no es del caso alegarla, dado que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 164 

del C.C.A., en la sentencia definitiva debe el juez administrativo decidir sobre “las excepciones propuestas 

y sobre cualquier otra que el fallador encuentre probada”, y, por tratarse de una norma especial para esta 

jurisdicción, prima sobre las reglas generales de otros procedimientos. (…)”. (Negrillas por fuera del 

texto original).  

Acogiendo la tesis anterior, existe prescripción.  

 

PETICIONES 

Respetuosamente solicito al H. Conjuez, que se nieguen todas las pretensiones de la 

demanda, por las razones de hecho y de derecho expuestas en este escrito. 

 

PRUEBAS 

Comedidamente solicito al Honorable Magistrado, decretar las pruebas de oficio que 

considere pertinentes y útiles en el proceso.  

  

 ANEXOS 

1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial  

2. Resolución , del Consejo Superior de la Judicatura . 

3. Copia Acta de Posesión.  

4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía 

 

 

NOTIFICACIONES 

- En la Secretaría del Tribunal o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 

Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la carrera 10 No 12 – 15, plazoleta 

, teléfono 8986868, en Santiago de Cali.  Tel 8986868 ext. 1404 y 1409 

 

- Correo electrónico dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

 

Atentamente, 

 

 

 



 Consejo Superior de la Judicatura 
                Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 

Cali – Valle del Cauca 

    Carrera 10 No. 12-15 Piso 17 Palacio de Justicia “Pedro Elias Serrano Abadìa” 
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Santiago de Cali,  

 

Señores                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                        

JUZGADO 401 TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DE CALI  

Ciudad 

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DEMANDA RAD. No. 2015-00432 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

CONTRA: LA NACIÓN - RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE 

LA JUDICATURA - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

ACTOR: NANCY STELLA ESPAÑA   

 

CESAR ALEJANDRO VIAFARA SUAZA, vecino de la ciudad, con cédula de ciudadanía 

No.94.442.341 de Buenaventura (Valle) y Tarjeta Profesional de Abogado No. 137.741 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de la Nación - Rama 

Judicial en el proceso de la referencia, según poder adjunto otorgado por el Director (e) 

Seccional de Administración Judicial conforme el artículo 103 numeral 7 de la Ley 270/96, 

y en el término legal, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA que nos ocupa. 

 

 

I.  A LAS PRETENSIONES 

Me opongo a todas las declaraciones y condenas que sean contrarias a la entidad que 

represento, toda vez que los demandantes carecen de fundamentos jurídicos tal como se 

demuestra a continuación, solicitando que se absuelva de todo cargo a la misma, 

declarando las excepciones propuestas, que de conformidad con el artículo 187 inciso 2 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo resultaren 

probadas. 

 

II. A LOS HECHOS 

Las actuaciones correspondientes a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 

estuvieron soportadas en las normas sustantivas y procesales vigentes y por tanto nos 

oponemos a todo y cada uno de los hechos del presente medio de control.  

 

III.  RAZONES DE LA DEFENSA 

 Una vez estudiado el caso a la luz de la normatividad jurídica existente sobre el tema 

objeto de estudio, en especial lo señalado en la ley 4a de mayo 18 de 1992 y en los Decretos 

salariales expedidos anualmente por el Gobierno Nacional en desarrollo de la misma para 

los servidores públicos de la Rama Judicial, nos permitimos señalar:  

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Nacional, corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

 

En ejercicio de las anteriores facultades, el Congreso de Colombia expidió la Ley 4° de 

mayo 18 de 1.992, mediante la cual faculta al Gobierno Nacional para fijar el régimen 

salarial y prestacional, entre otros, de los servidores públicos de la Rama Judicial, para 

lo cual tendrá en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y criterios:  
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- El respeto de los derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los 

especiales;  

- La sujeción al marco general de la política macro económica y  fiscal; 

- La racionalización de los recursos público y su disponibilidad;  

- El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, sus 

responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.  

 

En desarrollo de las normas generales señaladas en la Ley 4a del 18 de mayo de 1.992, el 

Gobierno Nacional expide anualmente los Decretos sobre régimen salarial y prestacional 

de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial fijando en los mismos la 

remuneración mensual para cada uno de ellos. 

 

Por lo anterior frente a la pretensión de reliquidar sus ingresos para incluir el porcentaje 

respectivo del valor de las cesantías de los Magistrados de las Altas Cortes es del caso 

manifestar que la Ley 4a del 18 de mayo de 1992 en sus artículos 15 y 16, establece:  

 
"ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO.- Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la 

Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo Superior de la Judicatura, el 

Procurador General de la Nación, el Contralor General de la República, el Fiscal General de la 

Nación, el Defensor del Pueblo y el Registrador Nacional del Estado Civil tendrán una prima 

especial de servicios, sin carácter salarial, que sumada a los demás ingresos laborales, igualen a los 

percibidos en su totalidad, por los miembros del Congreso, sin que en ningún caso los supere. El 

Gobierno podrá fijar la misma prima para los Ministros de Despacho, los Generales y Almirantes 

de la Fuerza Pública.  

ARTÍCULO DÉCIMO SEXTO.- La remuneración, prestaciones sociales y los demás derechos 

labores de los Magistrados de la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo 

Superior de la Judicatura, y los Fiscales Superior de la Judicatura serán idénticos” 

 

Así mismo, el Decreto 10 del 7 de enero de 1993, a través del cual se regula la prima especial 

de servicios, de que trata el artículo 15 de la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, indicó en su 

artículo segundo: 

 
“Para establecer la prima especial de servicios prevista en el presente decreto, se entiende que los 

ingresos laborales totales anuales percibidos por los miembros del congreso son los de carácter 

permanente, incluyendo la prima de navidad”. 

 

Del contenido y aplicación armónica de las normas antes referidas, se desprende claramente  

lo siguiente: 

 

Que la prima especial creada a través del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, y desarrollada en el 

artículo 2 del Decreto 10 de 1993, efectivamente está dirigida a equiparar los ingresos de los 

magistrados de alta corte con los ingresos totales percibidos en forma permanente por los 

congresistas, sin que dicha equiparación implique la modificación de las prestaciones sociales 

y demás conceptos laborales que tenían los magistrados de alta corte, antes de la expedición 

de la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, razón por la cual a través del artículo 16, y del Decreto 10 

de 1993, se expresó claramente que el componente de la prima especial estaba limitado 

únicamente a los ingresos permanentes, de los cuales no hacen parte las prestaciones 

sociales, entre ellas, las cesantías. (Subraya fuera de texto) 

 

De tal suerte, que mal podría la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, efectuar 

equivalencias entre el valor que se liquida por concepto de cesantías a los congresistas y el 

valor que se reconoce por el mismo concepto a los magistrados de alta corte, ordenando el 

pago de la diferencia del valor de las cesantías por el concepto de prima especial de servicios; 
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al igual que incluir dicha equivalencia al liquidar el 70% de lo que por todo concepto perciben 

los Magistrados de Altas Cortes, para el pago de la bonificación por gestión judicial a la que 

tienen derecho los Magistrados Auxiliares de las Altas Cortes y los Magistrados de Tribunal, 

tal como lo pretende el accionante, cuando la misma norma señala que la prima especial no 

tiene el carácter salarial, significando automáticamente, que dicho concepto no hará parte de 

las prestaciones sociales, estando entre ellas, las cesantías, y que por ende no podrán ser 

iguales a las del congresista, es decir, que estarán compuestas únicamente por la asignación 

básica y los gastos de representación, sin incluir el valor que conforma la prima especial, 

tercer componente de la remuneración del magistrado de alta corte, tal como se viene 

liquidando en la actualidad. 

 

En ese orden de ideas, si se procediera a incluir las cesantías en el cálculo de la prima 

especial, el resultado final sería que de una manera indirecta se estaría equiparando el valor 

de las cesantías de los congresistas con el de los magistrados de alta corte, a pesar de lo 

señalado en el artículo 16 de la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, cuando indica que las 

prestaciones sociales de dichos servidores judiciales permanecerán idénticas, en el entendido 

que no sufren ninguna modificación con la expedición de dicha ley, y de la prohibición 

atinente a las cesantías, que guarda concordancia con dicho contenido, señalada en el artículo 

15 de la misma ley, cuando menciona que la prima especial de servicios no es factor salarial 

para las prestaciones sociales. 

 

Lo anteriormente manifestado es corroborado con lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto 10 

de 1993, cuando señaló, que para determinar la prima especial se tendrán en cuenta los 

ingresos de carácter permanente incluyendo la prima de navidad, no obstante que ésta es 

una prestación social, que a la luz del artículo 15 de la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, no 

podría ser afectada con el concepto de prima especial, por no tener el carácter salarial, tal 

como ya se ha manifestado, es decir, que para que la prima de navidad que es una prestación 

social hiciera parte del cálculo para establecer la prima especial de servicios y no 

contraviniera la prohibición plasmada en el artículo 15 de la Ley 4 de 1992, el legislador tuvo 

que manifestarlo en forma expresa, tal como lo hizo en el aludido artículo, dejando por 

fuera del referido cálculo, cualquier otra prestación social, como ocurrió con las cesantías 

del magistrado de alta corte. 

 

Finalmente es importante señalar que, para efectos del cálculo de la prima especial de 

servicios se han incluido todos los ingresos que devengan los señores congresistas, salvo 

las cesantías por las razones expuestas.  

 

De otra parte el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, ordena:  

 
ARTÍCULO 14. El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% ni superior al 

60% del salario básico, sin carácter salarial para los Magistrados de todo orden de los Tribunales 

Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, Agentes del Ministerio Público 

delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de la República, incluidos los Magistrados y 

Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal 

Militar, excepto los que opten por la escala de salarios de la Fiscalía General de la Nación, con 

efectos a partir del primero (10.) de enero de 1993.  

 

Los artículos 14 y 15 de la ley 4º de 1992, le dan carácter no salarial a la prima especial 

devengada por los funcionarios judiciales; normas éstas que se encuentran vigentes en 

virtud de la declaratoria de exequibilidad que la Honorable Corte Constitucional, a 

través de la referida sentencia  C – 279 de junio 24 de 1.996, hiciera  de las frases “sin 

carácter salarial” del artículo  14 de la ley 4ª  de mayo 18 de 1.992.   
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La consideración alusiva a que el treinta por ciento (30%) de la remuneración mensual de 

determinados servidores públicos se considera como prima especial, sin carácter salarial, 

se dispone y trascribe anualmente por el Gobierno Nacional en los decretos que fijan la 

escala salarial vigente para cada año en la Rama Judicial.  

 

La Dirección Ejecutiva, no puede disponer el pago de las diferencias salariales y 

prestacionales reclamadas por el demandante, como quiera que el fallo proferido 

disponiendo la nulidad del artículo 7º del Decreto 618 de 2007, fue el resultado de una 

demanda de nulidad, cuyos efectos se sustraen a sacar del campo jurídico la aplicación 

del artículo cuya nulidad se ordenó, más no a ordenar el pago de sumas dejadas de 

reconocer, liquidar y cancelar mientras la norma estuvo vigente, en cuyo sentido sí 

resuelven de fondo, tratándose de demandas de nulidad y restablecimiento del derecho.  

 

De conformidad con lo señalado en el artículo 150, numeral 19 literales e) y f) de la 

Constitución Nacional, corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales. 

 

Sobre el tema en comento la Honorable Corte Constitucional, mediante sentencia  C - 279 

de junio 24 de 1996 señaló en lo pertinente: 

 
“igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que el  legislador conserva una cierta libertad para 

establecer, qué componentes constituyen, o no salario así como la de definir y desarrollar el concepto 

de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución… “ 

 

Es así como en ejercicio de las anteriores facultades, el Congreso de Colombia expidió la 

Ley 4ª de mayo 18 de 1.992,  mediante la cual faculta al Gobierno Nacional para fijar el 

régimen salarial y prestacional de los servidores públicos, y para el caso que nos ocupa, 

determinó: “ En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, se 

considera como prima, sin carácter salarial el treinta por ciento (30%) del salario básico 

mensual de los Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito 

Judicial y Contencioso Administrativo, de los Jueces de  la República, de los Magistrados 

y Fiscales del Tribunal Superior Militar, los Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción 

Penal Militar”(Subrayo fuera de texto).  

 

Se reiterara que la prima especial sin carácter salarial establecida por el Gobierno 

Nacional a través de los decretos salariales, entre otros, para los Magistrados y Jueces de 

la República, se encuentra vigente en este momento, tiene sustento legal en el artículo 14 

de la ley 4ª de mayo 18 de 1992, y no contradice los mandatos constitucionales, toda vez 

que la propia Constitución faculta al legislador para regular el régimen salarial y 

prestacional de los servidores públicos, de ahí que tenga la libertad para establecer que 

determinadas prestaciones sociales se liquiden sin consideración al monto total del 

salario; es decir, que cierta parte del salario no constituyan factor para ciertos eventos, 

como  es el caso de la prima especial de servicios. 

 

Como puede observarse, por mandato expreso de la Ley 4ª de mayo 18 de 1992 artículo 

14, la prima especial de servicios, no tiene carácter salarial, situación reiterada en los 

distintos Decretos salariales aplicables a los servidores de la Rama Judicial, de manera 

anual, lo que significa que dicho porcentaje no constituye factor de salario para la 

liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones, auxilio de cesantía y 
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bonificación por servicios prestados, para los cargos establecidos por el legislador en el 

art. 6º del Decreto 618 de 2007.  

 

En desarrollo de las normas generales señaladas en la Ley 4ª  de mayo 18  de 1.992, el 

Gobierno Nacional emite anualmente los Decretos sobre régimen salarial y prestacional, 

entre otros, de los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 

Nación, los que son expedidos de manera independiente con consecuencias jurídicas 

diferentes y su aplicación va dirigida a distintos servidores públicos. Por consiguiente los 

servidores judiciales tienen definido su régimen salarial y prestacional en los decretos 

correspondientes, expedidos anualmente por el Gobierno Nacional, los cuales  son 

incompatibles entre sí. 

 

Por lo anteriormente expuesto, no es viable acceder a la pretensión, de reliquidación y 

pago, pues se concluye que la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de 

Cali Valle, liquidó sus prestaciones sociales conforme lo ordena la Ley 4º de 1992 y las 

normas que regulan el reconocimiento de las citadas acreencias laborales, en cada año,  

aunado al hecho que como se anotó en precedencia, la sentencia de nulidad del artículo 7º 

del Decreto 618 del 2007, produce efectos hacia el futuro; es decir a partir de la fecha de la 

ejecutoria, y el aludido decreto tuvo vigencia sólo durante el año 2007. 

 

Ahora, es preciso señalar que la Dirección Seccional de Administración Judicial como 

Autoridad Administrativa no tiene la facultad para interpretar las leyes e inaplicarlas, 

en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros, a través de sus sentencias los 

que tienen la facultad, a diferencia de la autoridad Administrativa que únicamente está 

sometida a su imperio y debe darle estricto cumplimiento. 

 

Iterase que las actuaciones correspondientes a la Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial, estuvieron soportadas en las normas sustantivas y procesales vigentes. La entidad 

cancela a los Magistrados de Altas Corporaciones, a los Magistrados Auxiliares, a los 

Magistrados de Tribunal y a los Jueces Circuito y Municipales a  todos los funcionarios de 

la Rama Judicial, de conformidad con las normas constitucionales y legales que ordenan el 

pago de salarios y demás prestaciones sociales a sus servidores. 

 

Insisto en mi petición de absolver de toda responsabilidad administrativa a la entidad 

representada por la suscrita, en esta forma dejo presentada la CONTESTACIÓN DE LA 

DEMANDA en espera que El Honorable Magistrado, profiera el fallo que en derecho 

corresponde.  

IV. EXCEPCIONES 

 

Presento como excepción de mérito o de fondo la siguiente: 

 

1. Inexistencia de causa para demandar. Por encontrarse ajustadas a derecho todas y 

cada unas de las resoluciones emitidas dentro de la adecuación salarial que por ley, 

ha venido realizando. 

 

2. Prescripción Trienal de Derechos Laborales si a ello hubiere lugar. 

 

V.- PETICIONES 

 

Respetuosamente solicito al H. Magistrado, que se nieguen todas las pretensiones de la 

demanda, por las razones de hecho y de derecho expuestas en este escrito. 
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VI. PRUEBAS 

 

Comedidamente solicito al Honorable Magistrado, decretar las pruebas de oficio que 

considere pertinentes y útiles en el proceso. 

 

VII. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

 

- Constitución Política. 

- Ley 4ª de 1992, artículos 14,15 y 16. 

- Decreto 10 del 7 de enero de 1993. 

- Ley Estatutaria de Administración de Justicia – Ley 270 de 1996, artículo 98. 

- Decreto 01 de 1984, articulo 15. 

- Decreto 1251 de 2009. 

- Ley 332 de 1996 

- Ley 1437 de 2011 

 

VIII. ANEXOS 

 

1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial, 

doctora CLARA INES RAMIREZ SIERRA. 

2. Resolución No. 1357 del 01 de Febrero de 2007, del Consejo Superior de la Judicatura - 

Sala Administrativa -  “Por medio del cual se hace un nombramiento”. 

3. Acta de Posesión del primer (1°) día del mes de Febrero de 2007.  

4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía No.31.962.322. 

5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 

IX. NOTIFICACIONES 

 

Las recibiré en la secretaria del Tribunal Administrativo y en el Palacio de Justicia Piso 17 

Oficina Jurídica.  

 

Correo electrónico dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

 

 

Del señor Magistrado, Atentamente, 

 



Consejo Superior de la Judicatura 

Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 

Cali – Valle del Cauca 

   

Palacio de Justicia "Pedro Elías Serrano Abadía" Carrera 10 No. 12-15 Torre A Piso 2 

www.ramajudicial.gov.co 

 

 

Santiago de Cali, 11 de Agosto del 2021. 
 
 
Señores  
JUZGADO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO 
Viene del Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito 
Cali – Valle del Cauca  
 
 

Referencia: CONTESTACION DEMANDA 
Expediente:  Rad. N° 2019-00107 

  Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
  Demandante: CONSUELO RIOS 

Demandado: Nación – Rama Judicial – DESAJ 
 

VIVIANA NOVOA VALLEJO,  mayor de edad, vecina de la ciudad  e identificada con la C.C. N° 
29.180.437 expedida en Cali – Valle,   Tarjeta Profesional N° 162.969 del C. S. de la J., en mi 
condición de apoderada de la Nación - Rama Judicial  -  Consejo Superior de la Judicatura, 
mediante poder otorgado por la Doctora CLARA INÉS RAMÍREZ SIERRA, quien actúa 
conforme a lo dispuesto en el artículo 103 numero 7° de la Ley 270 de 1996, nombrada 
mediante resolución N° 1357 del 01 de Febrero de 2007 por el Director Ejecutivo de 
Administración Judicial con fundamento en el artículo 99 Numeral 8° Ley 270 de 1996 y estando 
dentro del término legal, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA  en representación de la 
NACION - RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACION 
JUDICIAL (Cali – Valle del Cauca). 
 

A LAS PRETENSIONES. 
 
Lo solicitado por el(la) demandante, es que la BONIFICACION JUDICIAL creada mediante los 
Decretos N° 0383 y 384 del 6 de marzo de 2013 sea factor salarial para todos los efectos 
legales, y como consecuencia que se realice el ajuste de todas sus prestaciones sociales.  
 
Revisadas las actuaciones demandadas, RESOLUCIÓN N° DESAJCLR17-3181 del 20 de 
Octubre del 2017 “Por medio de la cual se resuelve un Derecho de Petición”, y los pagos 
realizados por parte de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Cali – 
Valle del Cauca, es preciso manifestar que no existieron vicios ni irregularidades en la emisión 
de los actos administrativos demandados, ya que se soportaron en las normas sustantivas y 
procesales vigentes para el momento de los hechos.  
 
Es así que, me opongo a todas y cada una de las declaraciones y condenas que sean 
contrarias a la entidad que represento y que puedan afectarla, toda vez que el(la) demandante 
carece de fundamentos jurídicos tal como se demostrará a continuación; solicitando que se 
absuelva de todo cargo a la Nación – Rama Judicial – DESAJ y se declaren probadas las 
excepciones propuestas. 
 

A LOS HECHOS. 
 
Es cierto que el(la) señor(a) CONSUELO RIOS, identificada con la cedula de ciudadanía N° 
66.833.304, ha prestado sus servicios en la Rama Judicial; desempeñando sus funciones en 
diferentes cargos y despachos judiciales. 
 
Es cierto que el día 17 de Octubre del 2017, el(la) señor(a) CONSUELO RIOS presentó 
Reclamación Administrativa ante la Dirección Seccional de Administración Judicial, sobre la 
reliquidación de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial como factor 
salarial. 
 
Es cierto que esta entidad mediante el acto administrativo contenido en la RESOLUCIÓN N° 
DESAJCLR17-3181 del 20 de Octubre del 2017, dio respuesta concreta, clara y de fondo a lo 
solicitado el 17/10/2017. 
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Sobre el Recurso de Apelación presentado el 2 de Noviembre del 2017 contra la RESOLUCIÓN 
N° DESAJCLR17-3181 del 20 de Octubre del 2017 “Por medio de la cual se resuelve un 
Derecho de Petición”, y el Silencio Administrativo Negativo, le corresponde pronunciarse de 
fondo a la DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL con sede en la Ciudad 
de Bogotá. 
 
En relación con las demás manifestaciones, no son hechos sino “apreciaciones subjetivas y 
afirmaciones personales del apoderado de la parte demandante”, por lo tanto, me abstengo de 
pronunciarme al respecto, pues tales manifestaciones deben ser demostradas, probadas en 
legal forma y debatidas al interior del presente proceso administrativo. 
 
 

RAZONES DE DEFENSA Y FUNDAMENTOS DE DERECHO. 
 
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la Constitución 
Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y prestacional de 
los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la fuerza pública y regular 
el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales. 
 
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, mediante 
la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la Fiscalía General de la Nación, los 
miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones 
sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo cual debe tener en cuenta, entre otros, los 
siguientes objetivos y criterios:  
 
- El respeto de los derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales;  
- La sujeción al marco general de la política macro económica y fiscal;  
- La racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad;  
- El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, sus responsabilidades y las 
calidades exigidas para su desempeño.  
 
De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley que la potestad para fijar los 
estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y exclusivamente 
en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución y la Ley, quien 
determina dichas asignaciones. 
 
En desarrollo de las facultades conferidas por la Ley 4ª de 1992 el Ejecutivo expidió el 07 de 
enero de 1993 el Decreto 57, “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y 
prestacional para los servidores públicos de la rama judicial y de la justicia penal militar y se 
dictan otras disposiciones”, estatuto que en sus artículos 1º, 2º y 12 fijó las siguientes 
prescripciones: 
 

“…ARTICULO 1o. El régimen salarial y prestacional establecido en el presente Decreto será 
de obligatorio cumplimiento para quienes se vinculen al servicio con posterioridad a la 
vigencia del mismo y no se tendrá en cuenta para la determinación de la remuneración de 
otros funcionarios de cualquiera de las ramas del Poder Público, organismos o instituciones 
del Sector Público.  
 
ARTICULO 2o. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia Penal 
Militar podrán optar por una sola vez, antes del 28 de febrero de 1993, por el régimen salarial 
y prestacional establecido en el presente Decreto. Los servidores públicos que no opten por 
el régimen aquí establecido continuarán rigiéndose por lo dispuesto en las normas legales 
vigentes a la fecha. 
 
(…) ARTICULO 12. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia 
Penal Militar que tomen la opción establecida en este Decreto o se vinculen por primera vez, 
no tendrán derecho a las primas de antigüedad, ascensional, de capacitación y cualquier 
otra sobrerremuneración. Las primas de servicios, vacaciones, navidad y las demás 
prestaciones sociales diferentes a las primas aquí mencionadas y a las cesantías se regirán 
por las disposiciones legales vigentes. (…)” 
 

Los preceptos citados vienen al caso para documentar que desde el 1º de enero de 1993, y por 
mandato legal, coexisten en la Rama Judicial dos regímenes salariales y prestacionales, a 
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saber: un régimen ordinario, o de los NO ACOGIDOS, que se aplica a los servidores judiciales 
que venían vinculados a esa fecha y que optaron por continuar bajo el amparo de las 
disposiciones anteriores, y un régimen especial, o de los ACOGIDOS, cuyos destinatarios son 
los empleados y funcionarios judiciales que prefirieron las nuevas disposiciones salariales, y los 
que se vincularon a la Rama Judicial a partir del 1º de enero de 1993.  
 
Es así que la normatividad que se aplica en el asunto que nos ocupa es la consagrada en el 
régimen especial, estipulada en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995, 
36 de 1996 y los posteriores que los han subrogado. 
 
Entrando en materia es del caso remitirnos a las disposiciones consagradas en el Decreto 383 
del 6 de marzo de 2013, “Por el cual se crea una bonificación judicial para los servidores 
públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones”, 
normatividad que estableció en lo concerniente: 
 

“...ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar 
a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 
110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 
reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 10 de enero de 2013, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las Siguientes tablas, así:  
 
(…)”  (Subrayas y negritas fuera de texto) 

 
El Decreto 0383 de 2013 fue modificado por el 1269 del 9 de junio de 2015, atendiendo a que 
IPC -Índice de Precios al Consumidor- proyectado como aumento de la bonificación judicial para 
éste año fue menor al efectivamente registrado. La norma en cita dispuso: 
 

“…ARTÍCULO 1. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para los 
servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 
régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y constituye únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2015, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
 
(…)” (Resaltado y negrillas propias). 

 
A su vez la anterior disposición fue modificada por el Decreto 246 del 12 de Febrero de 2016, 
que aumentó el monto de la Bonificación Judicial proyectada para esa vigencia conforme se 
indica a continuación: 
 

“ARTÍCULO 1°. Ajustase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para los 
servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 
régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y constituye únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2016, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así:  
 
(…) (Subrayas y Negritas fuera de texto) 
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Esta disposición fue modificada por el Decreto 1014 del 9 de Junio de 2017, que cambió el valor 
de la Bonificación Judicial proyectada para la vigencia 2017 conforme se indica a continuación: 
 

“…ARTÍCULO 1°. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para 
los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 
régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y constituye únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. 
  
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2017, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde 
para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
 
(…)” (Subrayas y negritas mías) 
 

Los Decretos 383 de 2013, 1269 de 2015, 246 de 2016 y 1014 de 2017, instituyeron también, 
cada uno en su respectivo ARTÍCULO 3º, la siguiente previsión legal: 

 
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o 
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias) 

 
Corolario de las normas citadas es que por expreso mandato legal, la Bonificación Judicial 
constituye factor salarial únicamente para efectos de constituir la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
 
En cuanto al carácter salarial o no de algunos emolumentos derivados de la relación laboral 
legal y reglamentaria de los servidores judiciales, es del caso anotar que en diferentes 
sentencias los máximos órganos de cierre en lo Constitucional y de lo Contencioso 
Administrativo han plasmado su posición, que se circunscribe a ratificar la potestad que tiene el 
legislador, por mandato constitucional, de disponer que determinados conceptos salariales se 
liquiden sin consideración al monto total del salario del servidor público, sin que ello implique 
omisión o un incorrecto desarrollo de los deberes. Así, y más específicamente sobre la 
expresión “sin carácter salarial”, se pronunció la H. Corte Constitucional en sentencia C-279 de 
24 de junio de 1996, en el trámite de la Acción Pública de Inconstitucionalidad promovida contra 
algunos apartes de la Ley 4ª de 1992, al manifestar: 
 

"…Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que aún 
cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las prestaciones 
sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del trabajador, no 
existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la materia o 
en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación social 
o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del trabajador, 
esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza salarial, y sin que 
pierdan por ello tal carácter…  
 
Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que “el legislador conserva una cierta 
libertad para establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de definir y 
desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución. 
 
Las definiciones de convenios internacionales que transcribe la actora no significan que el 
legislador nacional haya perdido la facultad de tomar o no en cuenta una parte de la 
remuneración que perciben los trabajadores para definir las bases sobre las cuales han de 
hacérseles otros pagos. 
 
Así pues, el considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no sean factor 
salarial, no lesiona los derechos de los trabajadores, y no implica una omisión o un 
incorrecto desarrollo del especial deber de protección que el Estado colombiano tiene en 
relación con el derecho al trabajo, ni se aparta de os deberes que Colombia ha adquirido 
ante la comunidad internacional. …”  

 
Mediante la referida sentencia C-279 de 1996, que hizo tránsito a cosa juzgada constitucional, 
la Corte resolvió: 
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“Declarar exequibles las siguientes disposiciones legales: 
 
…La frase “sin carácter salarial” del artículo décimo cuarto de la ley 4ª de 1992. …” 
(Negrita y Subrayas fuera de texto) 

 
Con relación a la mencionada declaración es pertinente anotar que no obstante haberse 
pronunciado anteriormente la Corte sobre la exequibilidad del aparte: "sin carácter salarial”, en 
la Sentencia C-681-03 de 2003 el mismo texto es declarado INEXEQUIBLE pero de manera 
restringida, en consideración a los nuevos elementos de juicio que se propiciaron con la 
entrada en vigencia de la Ley 332 de 1996, norma que "levantó parcialmente" el carácter no 
salarial al artículo 14 de la Ley 4a de 1992 al determinar que ".. hará parte del ingreso base 
únicamente para efectos de la liquidación de la pensión de jubilación, para lo cual se harán las 
cotizaciones de pensiones establecidas por la ley…", dando lugar a que la Corte resolviera la 
acción incoada en los siguientes términos: 

 
"(...) 
 
2" La presente decisión produce efectos en las cotizaciones y liquidación de las 
pensiones de jubilación de los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la 
Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado del Procurador 
General de la Nación, el Fiscal General de la Nación el Registrador Nacional del Estado Civil 
y el Defensor del Pueblo, servidores contemplados en el artículo 15 de la ley 4a de 1992. 
 
3° La prima especial de servicios constituirá factor de salario solo para la cotización y 
liquidación de la pensión de jubilación de acuerdo con las normas nacionales vigentes 
que regulan el régimen prestacional de los funcionarios señalados...." (Negrillas y subrayas 
propias). 

 
Sobre el tema también se pronunció el Consejo de Estado en sentencia del 19 de junio de 2008, 
Radicación número: 11001-03-25-000-2006-00043-00 (0867-06). Actor: PABLO J CACERES 
CORRALES, Consejero ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, al ratificar el carácter NO 
SALARIAL de la Bonificación de Actividad Judicial creada por el 3131 del 08 de septiembre de 
2005 para Jueces de la República y otros funcionarios, en los siguientes términos: 
 

“…Conforme a lo expuesto, considera la Sala que ¡as normas acusadas, al señalar que la 
bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni prestacional no desconocieron 
ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y constitucionales citadas en 
la demanda. 
 
Ahora bien, según el demandante la bonificación por actividad judicial es, a la luz de lo 
normado por los artículos 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, un componente de la 
remuneración que tiene todas las características esenciales del salario, por lo que no le es 
permitido a la Administración suprimirle el carácter salarial. 
 
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el actor, la 
bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para mejorar el salario, es 
decir se trata de una suma adicional a la asignación básica, constituida, desde un 
principio, sin carácter salarial. Por ello resulta desacertado que se alegue una 
desmejora del mismo, y no puede concebirse que una disposición que tiene como 
finalidad mejorar las condiciones económicas de un trabajador pueda lesionar y 
desmejorar el derecho al trabajo...". (Subrayas y negrillas fuera de texto) 

 
Colofón de todo lo hasta aquí expuesto es que facultado por la propia Constitución para fijar los 
estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos, legislador tiene libertad para 
disponer que determinados emolumentos se liquiden s" consideración al monto total del salario 
del servidor judicial, es decir, que cierta parte de salario no constituya factor para liquidar 
algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese presupuesto el 
ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera podría considerarse 
como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales. 
 
Por otra parte, respecto a la pretensión encausada a la inaplicación por inconstitucional de los 
decretos que regulan la Bonificación Judicial, es necesario resaltar que la Excepción de 
Inconstitucionalidad, que constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios públicos y a la 
jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, cuando se ven 
comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la aplicabilidad de una 
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norma legal vigente, pero inconstitucional, como la norma no señala cuál es el juez competente 
para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción, se hace necesario 
remitirnos a otras fuentes del derecho, en este caso a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, Corporación que en la Sentencia de Tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 
Expediente No, T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, expreso: 
 

"... 3.  Excepción de inconstitucionalidad 
 
Como es bien sabido, la Corte Constitucional ejerce la defensa de la integridad y supremacía 
de la Constitución Política (art. 241 CP.) El fundamento de la excepción de 
constitucionalidad, se encuentra en el artículo 4o. de la Carta, que expresa: "En todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma jurídica, se aplicarán las 
disposiciones constitucionales". 
 
En este sistema el proceso ya no es ofensivo: para invocar la inconstitucionalidad de la ley 
es necesario que ésta haya sido aplicada; es decir, que no interviene sino de manera 
incidental, a propósito de un proceso, y a título de excepción presentada por una de las 
partes en él. En este caso si el juez encuentra fundada la demanda de 
inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo solicitó. Al 
contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su eficacia 
jurídica, es decir no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, siempre 
que no se le oponga la excepción de inconstitucionalidad. El objeto de la excepción no es 
pues la anulación, sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido. 
 
Se establecen, pues, algunas diferencias muy claras con la acción de inconstitucionalidad: 
en el primer sistema la acción puede ejercitaría cualquier persona y el fallo produce efectos 
erga omnes, es decir, generales; la excepción sólo puede imponerla la parte interesada 
dentro del litigio, y no produce efectos sino respecto de ella, es decir, individuales. Por otra 
parte, a diferencia de ¡a acción, ¡a excepción de inconstitucionalidad no requiere de 

tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los tribunales ordinarios." 
(Subrayas fuera de texto). 

 
Esta posición jurisprudencial la reafirmo la Corte Constitucional en la sentencia de tutela T-150 
de 1995, cuando sobre el mismo tema dijo: 
 

“La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado: 
 
"El artículo 4o de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 
de la codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre 
cualquier otra norma jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos únicamente 
referidos a éstos, cuando quiera que se establezca la incompatibilidad entre la norma de que 
se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de por medio ¡a definición por vía genera! 
acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio de la providencia que 
adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia de  
acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular. 
 
"Para que la aplicación de la ley y demás disposiciones integrantes del ordenamiento judaico 
no quede librada a ¡a voluntad, e! deseo o la conveniencia del funcionario a quien compete 
hacerlo,   debe   preservarse   el   principio   que   establece   una   presunción de 
constitucionalidad. Esta, desde luego, es desvirtuable por vía general mediante el ejercicio 
de las aludidas competencias de control constitucional y en el caso concreto, merced a lo 
dispuesto en el artículo 4o de la Constitución, haciendo prevalecer los preceptos 
fundamentales mediante la inaplicación de las normas inferiores que con ellos resultan 
incompatibles. 
 
"Subraya la Corte el concepto de incompatibilidad como elemento esencial para que la 
inaplicación sea procedente, ya que, de no existir, el funcionario llamado a aplicar la ley no 
puede argumentar la inconstitucionalidad de la norma para evadir su cumplimiento." 
(Sentencia No T-614 de 1992, M.P. doctor José Gregorio Hernández Galindo) 
 
Así mismo, la excepción de inconstitucionalidad puede ser conocida por cualquier tribunal 
ordinario, en tanto que el conocimiento de la acción pública está reservado a la decisión que 
adopte el tribunal competente, que en el caso de las leyes o decretos con fuerza de ley es la 
Corte Constitucional (art. 241 de la CP.) y en los demás casos el Consejo de Estado, previo 
el ejercicio de la acción pública de nulidad (art. 237, No 2o. de la CP.). (Subrayas y negrillas 
fuera de texto). 
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Se debe citar igualmente, que la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial como 
autoridades administrativas, agentes del Estado, garantes del principio de legalidad y custodios 
del mismo, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a acatar las disposiciones legales al 
tenor literal de su redacción, dándoles estricto cumplimiento, en armonía con la máxima legal 
según la cual: "donde el legislador no distingue no le es dado al intérprete distinguir", atribuirles 
un alcance que no tienen resultarla contrario al sentido natural y obvio en que deben entenderse 
e interpretarse las palabras, conforme a lo señalado en artículos 27 y 28 del Código Civil que 
prevén: 

 
“…ARTICULO 27. INTERPRETACION GRAMATICAL. Cuando el sentido de la ley sea claro, 
no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu.  
 
Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su intención o 
espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna de su 
establecimiento.  
 
ARTICULO 28. SIGNIFICADO DE LAS PALABRAS. Las palabras de la ley se entenderán en 
su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el 
legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su 
significado legal. …” 

 
La única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es cuando no son 
claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en el asunto que nos ocupa, 
donde la normatividad aplicada se presume legal y constitucional. 
 
De manera que sobre la demanda para que se inaplique por inconstitucional el aparte “…y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud…” por ser abiertamente 
contrarios a la Constitución y a las leyes superiores, para reconocer como factor salarial para 
todos los efectos legales la Bonificación Judicial contemplada en el Decreto 383 de 2013, 
modificado por el 1269 de 2015, y que como consecuencia se les reliquiden desde el 01 de 
enero de 2013 hasta la fecha y en adelante todas las primas y prestaciones sociales como son:  
“…a) Prima de Servicios, b) Prima de Productividad, c) Prima de Vacaciones, d)Vacaciones, e) 
Prima de Navidad, f) Bonificación por servicios prestados, g) Cesantías e intereses a las 
cesantías, h) y demás emolumentos que por constitución, ley o reglamento le correspondan a 
funcionarios y empleados de la rama judicial.…”, es preciso afirmar con total seguridad, que la 
Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido de las citadas 
prescripciones legales, en cumplimiento además de la formalidad consagrada en el artículo 3º 
transcrito anteriormente,  pues de acceder a lo solicitado en la demanda, claramente estaría 
desacatando el ordenamiento legal vigente, con las consecuencias penales, fiscales y 
disciplinarias que una decisión en ese sentido conlleva. 
 
En resumen de todo lo hasta aquí expuesto, es que facultado por la propia Constitución, para 
fijar los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos, el legislador tiene 
libertad para disponer que determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto 
total del salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor 
para liquidar algunos conceptos salariales. 
 
 

EXCEPCIONES 
 
- INEXISTENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR, AUSENCIA DE CAUSA PETENDI: Por 
encontrarse ajustadas a derecho todas y cada una de las resoluciones emitidas. 
 
- PRESCRIPCIÓN TRIENAL DE DERECHOS LABORALES. En el presente caso ha operado la 
prescripción trienal de derechos laborales posteriores a ENERO DE 2016, ello toda vez que 
el(la) hoy demandante, solo radicó ante la Dirección Seccional de Administración Judicial la 

Reclamación Administrativa, el día 17 DE OCTUBRE DEL 2017.  
 
Para el caso se presenta claramente la prescripción trienal de los derechos laborales anteriores 
a la solicitud, tenemos que es el fenómeno mediante el cual el ejercicio de un derecho se 
adquiere o se extingue con el sólo transcurso del tiempo de acuerdo a las condiciones descritas 
en las normas que para cada situación se dicten bien sea en materia adquisitiva o extintiva. De 
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acuerdo con lo anterior se tiene que la norma establece para el ejercicio de los derechos un 
tiempo determinado dentro del cual se debe solicitar su ejecución, y si transcurre dicho tiempo y 
no se solicitó, se traduce en la pérdida de interés para ejercerlo.  
 
En ese sentido, en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968 se estableció lo siguiente: 
 

“Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán en 
tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple 
reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre un derecho o 
prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso 
igual.” 

 
Por su parte, el Decreto 1848 de 4 de noviembre de 1969, reglamentario del Decreto 3135 de 
1968, por medio del cual se dispuso la integración de la Seguridad Social entre el sector privado 
y público, en el artículo 102, dispuso: 
 

“PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES. 1. Las acciones que emanan de los derechos 
consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben en tres (3) años, 
contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible.  
 
2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa 
obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 
prescripción, pero sólo por un lapso igual.”  
 

En cuanto a la ocurrencia del citado fenómeno frente a derechos no consagrados en el citado 
decreto, nos remitimos a lo manifestado por el Consejo de Estado en fallo del 18 de febrero de 
20101:  

 
 “(…) La ausencia de norma expresa que regule esta figura respecto de otros derechos 
laborales, no incluidos en el Decreto citado, no implica la imprescriptibilidad de los 
mismos, de ahí que por analogía se aplica el artículo 151 del C.P.T.2, a menos que 
existan cánones que regulen este tópico en puntos específicos.”  
 
Al respecto, en sentencia del 21 de marzo de 2002, Subsección B, Sección Segunda, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, M. P. Dr. Alejandro Ordóñez 
Maldonado3, radicado Interno No. 4238-2001, se manifestó: 
 
“(…) No cree la Sala que el vacío normativo que presenta el artículo 41 del Decreto 3135 de 
1968, conlleve radicalizar la tesis de la imprescriptibilidad del derecho salarial o permitir 
subsidiariamente la vigencia del término veintenario contemplado en el artículo 2536 del 
C.C., puesto que, en una interpretación sistemática, es preciso reconocer que la 
PRESCRIPCIÓN de los derechos laborales no previstos en dicha norma se regula por otras 
disposiciones que establezcan la materia. 
 
En este sentido, es de recibo aplicar el trienio prescriptivo que se enuncia en el artículo 
151 del C.P.L. y que consagra este fenómeno para “las acciones que emanen de las 
leyes sociales”, norma que por su carácter de orden público y ante la ausencia de 
precepto normativo de carácter especial, es viable para suplir esta falencia por 
aplicación analógica. La Ley 153 de 1887 artículo 8° al preceptuar los principios de 
interpretación jurídica, acepta como regla de hermenéutica la analogía cuyo alcance se 
explica en que “Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, se 
aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes,...”. 
 
Acudiendo al artículo 151 del C.P.L. en vigor de la pauta analógica, es dable concluir, que 
aún otorgando a esta norma un alcance estrictamente privatista, contiene una materia 
común extensible para los empleados públicos, porque es innegable la relación laboral que 
surge respecto de ambas modalidades, luego existe una “materia semejante” que colma el 
vacío normativo regulador del régimen prescriptivo salarial para los empleados públicos. 
 

                                                 
1 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, Radicación 

número: 25000-23-25-000-2003-09269-02(0741-08). 
2 “Artículo 151 del C.P.T. y de la S.S. Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde 

que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual.”. 
3 Posición reiterada por esta Subsección, en sentencia del 28 de enero de 2010, Expediente No. 050012331000199901198-01 (0005-2008) Actor: 

Carlos Mario Jaramillo López, Consejero Ponente: Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 
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La norma referida no tiene un alcance estrictamente privatista y siendo así, no existen 
elementos indicadores que permitan deducir que la expresión trienal está limitada a temas 
tratados específicamente para regular el sector privado. En consecuencia, la 
PRESCRIPCIÓN contemplada en el artículo 151 del C.P.L., abarca los derechos tanto de los 
servidores públicos como de los trabajadores particulares, a menos que existan normas 
especiales que regulen términos prescriptivos, verbigracia el artículo 23 del Decreto-Ley 
1045 de 1978.”. 
 
Además, la prescripción de las prestaciones sociales es posible aplicarla en esta clase de 
procesos opera de oficio, de manera que no es del caso alegarla, dado que, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 164 del C.C.A., en la sentencia definitiva debe el juez 
administrativo decidir sobre “las excepciones propuestas y sobre cualquier otra que el 
fallador encuentre probada”, y, por tratarse de una norma especial para esta jurisdicción, 
prima sobre las reglas generales de otros procedimientos. (…)”. (Negrillas por fuera del texto 
original).  

 
- LA INNOMINADA O GENERICA: Prevista en el artículo 187 inciso segundo del C.P.A.C.A., 
esto es, “cualquier otra que el fallador encuentra probada”. 

 
 

PETICIONES. 
 
- Solicito a su señoría de forma muy respetuosa, que se NIEGUEN las pretensiones solicitadas 
por el(la) servidora judicial en la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 
ello teniendo en cuenta las razones de hecho y de derecho expuestas en este escrito. 
 
- Solicito que se declaren probadas las Excepciones propuestas en la presente contestación de 
demanda, y cualquier otra excepción que su señoría encuentre probada. 

 
 

PRUEBAS. 
 
- Comedidamente solicito al Señor Juez, decretar las pruebas de oficio que considere 
pertinentes y útiles en el proceso. 
 
- También solicito tener en cuenta los antecedentes administrativos allegados con el escrito 
demandatorio, toda vez que lo que se pretende a través de lo dispuesto en el artículo 175 del 
C.P.A.C.A, es la incorporación del expediente administrativo, a fin que el Tribunal o Juez 
respectivo, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada y, por tanto, 
situarse, en ocasiones, más que como defensor de los derechos e intereses de las partes (al 
margen, pues, de la específica función jurisdiccional), como guardián de la legalidad de la 
actuación administrativa cuestionada. 
 
A luces de lo dispuesto en el artículo 167 del C.G.P. corresponde a las partes probar los 
supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, sin 
embargo y de acuerdo con las particularidades del caso, podrá el juez imponer la carga de la 
prueba a una parte en particular, que es lo que sucede en el presente asunto, cuando dentro del 
auto admisorio se informa a la parte demandada que deberá aportar con la contestación de la 
demanda el expediente administrativo respectivo. 
 
No obstante lo anterior, si el expediente administrativo ya reposa en el proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho, como es el caso que nos ocupa, y contra el mismo no se eleva 
tacha de falso, el mismo presta el mérito probatorio pretendido, sin ser necesario que se vuelva 
a incorporar una pieza procesal ya existente, pues, en aplicación de la nueva normatividad 
procesal y de los principios de celeridad, eficacia y economía procesal, dado que el expediente 
administrativo ya obraba en el proceso, y como quiera que el Juez debe velar por suprimir los 
trámites innecesarios, remover de oficio los obstáculos meramente formales y evitar decisiones 
inhibitorias, aunado al hecho de que con la emisión del artículo 175 del C.P.A.C.A lo que se 
pretendió fue que la administración no ocultará la información con la que cuenta y de esta 
manera sus actuaciones estuviesen provistas de legalidad y buena fe, lo cual se observa en el 
presente asunto. 
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ANEXOS 

 
1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial, 
doctora CLARA INES RAMIREZ SIERRA. 
 
2. Resolución No. 1357 del 01 de Febrero de 2007, del Consejo Superior de la Judicatura - Sala 
Administrativa -  “Por medio del cual se hace un nombramiento”. 
 
3. Acta de Posesión del primer (1°) día del mes de Febrero de 2007.  
 
4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía No.31.962.322. 
 
5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 
 

NOTIFICACIONES 
 
- En la Secretaría del Despacho o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 
Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la Carrera 10 No 12 – 15 Palacio de 
Justica “Pedro Elías Serrano Abadía” de Cali.    
 

- Teléfono 8986868 ext. 1404 y 1409.  
 

Correo de notificaciones: dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

  
 
Atentamente, 
 

 
 

VIVIANA NOVOA VALLEJO 
C.C No. 29.180.437 de Cali (Valle) 
T.P No. 162.969 del C. S. de la Judicatura 
Cel. 318-2824266. 
 
 



Consejo Superior de la Judicatura 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 

Cali – Valle del Cauca 
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Santiago de Cali,  

 

JUZGADO 401 TRANSITORIO ADMINSTRATIVO DE CALI  .  

Ciudad  

  

Referencia:     Expediente: 2019-00109 

Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante:  VIVIAN QUINTERO y Otros.  

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL   

 

CESAR ALEJANDRO VIAFARA SUAZA, vecino de la ciudad, con cédula de ciudadanía 

No.94.442.341 de Buenaventura (Valle) y Tarjeta Profesional de Abogado No. 137.741 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de la Nación - Rama 

Judicial en el proceso de la referencia, según poder adjunto otorgado por el Director 

Seccional de Administración Judicial (e) conforme el artículo 103 numeral 7 de la Ley 

270/96, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA que nos ocupa. 

  

I. A LAS PRETENSIONES  

 Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y 

solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las 

excepciones que se proponen en el acápite correspondiente.  

  

II. A LOS HECHOS  

 En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los 

cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial, así como los extremos 

temporales que se encuentren debidamente soportados documentalmente.   

  

Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede 

administrativa, la expedición de los actos que hoy emergen como acusados, y el trámite de 

conciliación prejudicial, adelantado ante la Procuraduría General de la Nación.  

  

Frente a los demás hechos presentados en la demanda, es pertinente advertir al Despacho 

que se tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones subjetivas de 

la apoderada de la parte actora.  

  

III. RAZONES DE LA DEFENSA  

 1. RESUMEN DEL CASO 

En la demanda la parte actora solicita se ordene a la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial reliquidar y pagar de manera retroactiva, indexada y con los 

respectivos intereses moratorios y sanciones por la mora en el pago, el reajuste de la 

asignación mensual y de todas las prestaciones sociales recibidas desde el 1 de enero de 

2013 hasta que se haga el reajuste y en adelante, en virtud de la bonificación judicial 

mensual reconocida mediante el Decreto No. 0383 de 6 de marzo de 2013, como 

remuneración con carácter salarial, con las consecuencias prestacionales incluidas las 

cesantías e intereses a las cesantías de esta bonificación mensual como salario.  

  

2. FUNDAMENTO LEGAL 

 De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional, sin restricción alguna, para fijar el 
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régimen salarial y prestacional de los del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para 

la fijación de las prestaciones empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la 

Fiscalía General de la Nación, los miembros sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo 

cual debe tener en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y criterios: El respeto de los 

derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales; La sujeción al 

marco general de la política macro económica y fiscal; La racionalización de los recursos 

público y su disponibilidad; El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las 

funciones, sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.    

  

De manera que es en virtud de la Constitución Política de 1991 y lo establecido en la 

citada Ley que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los 

servidores públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional.  

  

Así pues, nace el Decreto 0383 del 6 de marzo de 2012, “Por el cual se crea una bonificación 

judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan 

otras disposiciones”, normativa que estableció lo siguiente:  

  
“…ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 

régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose 

por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 

reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 

de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.”(Se destaca)  

 
En iguales términos fue regulado por el Decreto 384 de 2013 “por el cual se crea una 

bonificación judicial para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial y se dictan otras disposiciones”, y por 

los Decretos 1269 de 2015 y 246 de 2016. 

 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá 

mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio.  

  

Los Decretos 383 de 2013, 384 de 2013, 1269 de 2015 y 246 de 2016 instituyeron también, 

cada uno en su respectivo artículo 3º, la siguiente previsión legal:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional estatuido por las 

normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición 

en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

  
Consecuencia de las normas precitadas, es que por expreso mandato legal la Bonificación 

Judicial constituye  factor  salarial  únicamente  para  efectos  de  constituir  la  base de 

cotización al  Sistema  General  de  Pensiones  y  al  Sistema  General  de  Seguridad  

Social  en Salud, a lo que se agrega que la modificación, ajuste o variación de las normas 

que consagran  dicho concepto es de la exclusiva competencia de Gobierno Nacional, 

como lo evidencian los decretos expedidos por el Ejecutivo para ajustar el monto de la 

referida Bonificación en las vigencias 2015 y 2016, quedando por lo tanto resuelta de plano 

la pretensión del interesado concerniente a “…ajustes equivalentes al IPC del 02%…”.   

  

3. PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LEGALIDAD Y DE 

CONSTITUCIONALIDAD QUE AVALAN EMOLUMENTOS LABORALES SIN 

CARÁCTER SALARIAL 

 

El Consejo de Estado en sentencia del 19 de  junio de 2008, Radicación número: 11001-03-

25-000-2006-00043-00 (0867-06), Actor: PABLO J. CACERES CORRALES, Consejero 

ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, ratificó el carácter NO SALARIAL de la 

Bonificación de Actividad Judicial creada por el Decreto No. 3131 del 08 de septiembre de 

2005, para Jueces de la República y otros funcionarios, providencia en la que se indicó que 

las normas que fueron acusadas en el momento en que señalaron que dicha bonificación 
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al señalar que no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron ningún 

derecho adquirido ni violaron las disposiciones constitucionales y legales, que sustentó el 

demandante en la demanda, ya que precisamente fue creada como una suma adicional al 

salario, por lo que en ningún momento existió una desmejora del mismo. 

  

Es así que, el legislador está facultado por la propia Constitución para fijar los estipendios 

salariales y prestacionales de los servidores públicos, puesto que tiene libertad para 

disponer qué determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto total del 

salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para 

liquidar algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese 

presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera 

podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales.  

  

Por su parte, La Corte Constitucional, máximo intérprete de la Constitución en sentencia 

C-279 de 1996 declaró exequible el artículo 14 de la Ley 4° de 1992 en su redacción 

original, que determinaba que la prima especial allí creada no tendría carácter salarial 

para ningún efecto, en razón de la libertad de configuración del legislador. Para el efecto 

tuvo en cuenta la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993 

(radicación 5481), cuando al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 del Código 

Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la Ley 50 de 1990, expuso que aun cuando 

habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular prestaciones e 

indemnizaciones, ello no impide que el legislador disponga que alguna prestación social o 

indemnización se liquide sin el monto total del salario del trabajador, es decir, que se 

incluyan ciertos factores. Y, concluyó en la providencia que el legislador al determinar que 

algunas primas no tengan carácter salarial, en ningún momento lesiona los derechos del 

trabajador. 

  

Al año siguiente, en la sentencia C-444 de 1997 la Corte Constitucional declaró exequible 

que la Ley 332 de 1996 al modificar el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, le diera efecto a 

dicha prima exclusivamente para liquidar la pensión y que se excluyera a quienes ya 

estaban pensionados.  

  

Seis años después, en la sentencia C-681 de 2003 la Corte Constitucional declaró 

inexequible la expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, por 

violación del principio de igualdad de los funcionarios del artículo 15 con los funcionarios 

del artículo 14, a quienes se les tiene en cuenta para cotizaciones y liquidación de la 

pensión por la modificación que en tal sentido introdujo la Ley 332 de 1996 al artículo 

14, pero de ningún modo porque se haya considerado que existe el derecho 

constitucional a que todo pago salarial sea base de liquidación de prestaciones.  

 

Igualmente, y más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU-395 de 2017, 

reiteró: “…no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la 

materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación 

social o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del 

trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza 

salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter… Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido 

que “el legislador conserva una cierta libertad para establecer, que componentes constituyen, o no 

salario, así como la de definir y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia 

desarrollar la Constitución.” 

Igualmente y en lo relacionado a la vulneración de los derechos adquiridos, la Corte 

Constitucional en la sentencia No. C-410-97 del 28 de agosto de 1997, Magistrado Ponente, 

doctor HERNANDO HERRERA VERGARA, expresó, entre otros que los derechos 

adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han consolidado y 

definido bajo la vigencia de la ley, por lo tanto, se encuentran garantizados, de tal manera 

que no pueden ser desconocidos por situaciones futuras; sin embargo, las simples 
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expectativas son diferentes al derecho adquirido, ya que se tratan de aquellas 

probabilidades o esperanza de obtener algún día un derecho, por lo que pueden ser 

modificadas por el legislador.  

   

Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la H. Corte Constitucional en la 

sentencia citada en precedencia, y la filosofía del legislador con la expedición de los 

Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 2013, claramente expuesta por el Alto Tribunal 

Constitucional, se tiene que a la parte demandante no se le ha vulnerado derecho 

adquirido alguno, en consideración a que el derecho que reclama, ha sido creado por el 

Gobierno Nacional hasta en los Decretos en cita, razón por la que no hacía parte de su 

patrimonio antes de la expedición del mismo, por lo tanto, no le ha sido arrebatado o 

vulnerado, pues es a partir de la creación de este concepto salarial y seguidos los 

lineamientos del ejecutivo como órgano competente en su expedición, que se entró a 

liquidar y a devengar este concepto. Hasta allí era una expectativa y empezó a formar 

parte de su patrimonio como lo previó el legislador, sin carácter de factor de salario para 

liquidar sus prestaciones sociales, así nació y así lo concertaron las partes, Rama Judicial, 

ASONAL y el ejecutivo, luego entonces, no se violó algún derecho adquirido y no hay 

lugar a cancelar diferencia prestacional alguna a título de Bonificación Judicial al 

funcionario judicial.  

  

Es por ello que el Gobierno Nacional no desconoce o lesiona los derechos reclamados, 

pues los derechos adquiridos son intangibles, y para el caso en estudio, la Bonificación 

Judicial creada en los Decretos 383 y 384 de 2013, fue el producto de una reclamación 

salarial a través del paro judicial, que hasta ese momento, era una mera expectativa o 

esperanza de obtener un derecho, susceptible de ser modificada discrecionalmente por el 

Gobierno Nacional y que a la postre, se configuró con la expedición de la norma 

precitada.    

  

4. DE LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  

 La parte actora en la demanda, solicita sea declarada la excepción de 

inconstitucionalidad, la cual, constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios 

públicos y a la jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, 

cuando se ven comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la 

aplicabilidad de una norma legal vigente, pero como la norma no señala cual es el juez 

competente para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción. 

 

La Corte Constitucional en la Sentencia de tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 

Expediente No. T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, frente a la 

excepción de inconstitucionalidad expresó que, si el Juez encuentra fundada “la demanda 

de inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo 

solicitó.  Al contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su 

eficacia jurídica, es decir, no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, 

siempre  que  no  se  le  oponga  la  excepción  de  inconstitucionalidad. El  objeto  de  la excepción 

no es pues la anulación,  sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido.” Y, agregó: la 

excepción sólo puede  imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino 

respecto de ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de la acción, la excepción de 

inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los 

tribunales ordinarios.”   

  

Esta posición jurisprudencial la reafirmó la Corte Constitucional en la sentencia de tutela 

T-150 de 19951.  

 
1  “…La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado:   
"El artículo 4º de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 de la 
codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre cualquier otra norma 
jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se 
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En consecuencia, se deduce, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus 

Seccionales, como autoridades administrativas, agentes del Estado y garantes del 

principio de legalidad, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a aplicar el 

derecho vigente al tenor literal de su redacción, dándole estricto cumplimiento, pues no 

tiene facultad para interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los Jueces en sus 

respectivos fueros, a través de sus sentencias, los que tienen esa potestad.   

  

Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta lo preceptuado por el Art. 3° del Decreto 383 

de 2013, por medio de la cual se adujo:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional 

estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 

1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

…” (Subrayas propias).  

 
En los mismos términos está regulado en el artículo 2 del Decreto 384 de 2013. 

 

Tampoco le es dable a la Administración acceder a la inaplicación por 

inconstitucionalidad, pues al realizarlo se modificaría  el régimen salarial y prestacional 

de los servidores beneficiarios del Decreto 0383 de 2013 o del Decreto 0384 de 2013, 

competencia atribuible única y exclusivamente al Gobierno Nacional.  

 

Sumado a lo anterior, no se avizora vicio de constitucionalidad alguno en la disposición 

en cita que regula la Bonificación Judicial, toca vez que, como se indicó en el acápite 

anterior, variada y reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional ha admitido que 

resulta ajustado a la Constitución Nacional el que el Gobierno Nacional establezca que 

ciertos emolumentos salariales no tengan carácter salarial, pues ello es válido dentro de su 

libertad de configuración, máxime porque las condiciones en que fue creada tal 

Bonificación surgieron a partir de un acuerdo colectivo que el Gobierno hizo con las 

organizaciones sindicales de la Rama Judicial. 

  

De manera que no hay lugar a inaplicar por inconstitucional la expresión “constituirá 

únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud.", contenida en el artículo primero de los Decretos N° 

0383 y 0384 de 2013, en el entendido de que la bonificación judicial debe constituirse en 

factor salarial para todas las consecuencias legales que comporte, se debe destacar que la 

Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido del Decreto 383 

de 2013 y del Decreto 384 de 2013, en cumplimiento además de la formalidad consagrada 

en su artículo 3º y 2º, respectivamente, citado textualmente en párrafos anteriores, razón 

por la que solicito señor Conjuez, niegue las pretensiones de la demanda y confirme la 

legalidad de los actos administrativos enjuiciados, proferidos por la Dirección Seccional 

de Bogotá y Ejecutiva de Administración Judicial, de lo contrario estaría desacatando el 

ordenamiento legal vigente.  

  

Por otra parte, en la sentencia SU-132 de 2013, la Corte Constitucional señaló que la 

inaplicación por inconstitucionalidad es una herramienta se usa con el fin de proteger, en 

un caso concreto y con efecto ínter partes, los derechos fundamentales que se vean en 

riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía que, de forma clara y evidente, 

contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política.   

  

 
establezca la incompatibilidad entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de 
por medio la definición por vía general acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio 
de la providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia 
de acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular.” 
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Por tanto, la única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es 

cuando no son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en 

el presente caso, como quiera que los Decretos 383 y 384 de 2013, que crearon la 

Bonificación Judicial y regulan su liquidación están vigentes, y es en virtud del principio 

de legalidad contemplado en el artículo 6 de la Carta Política, que como autoridad 

debe acatarlos y cumplirlos, hasta tanto no haya sido anulada o suspendida estas normas 

en sus efectos por la Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo, máxime cuando de su 

lectura no se genera duda con respecto a la interpretación y alcance del mismo.     

  

En tal virtud, solicito no acceder a  las pretensiones de la demanda en el sentido de incluir 

en la liquidación de las prestaciones sociales de los beneficiarios de la Bonificación 

Judicial el valor por ésta reconocido como factor de salario (y la cual sólo se debe tomar 

para los aportes a los sistemas de salud y pensión) y que hoy surgen de la interpretación 

errada que el servidor judicial tiene de la norma, pues como autoridad administrativa y 

guardadora del principio de legalidad, a la Administración Judicial le corresponde acatar 

estrictamente el ordenamiento legal vigente, sin que le sea posible interpretarlo 

o inaplicarlo, en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros a través de sus 

sentencias los que tienen tal potestad  

  

Por lo anterior, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas por la parte 

demandante, toda vez que al hacerlo, comportaría la modificación del régimen salarial ya 

establecido en la ley por la autoridad competente, facultad que no nos está dada.  

  

IV. EXCEPCIONES  

1. DE LA VIOLACIÓN DE NORMAS PRESUPUESTALES DE RECONOCERSE LAS 

PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDANTE  

  

Es menester indicar que la Bonificación Judicial fue regulada sin carácter salarial para 

efectos prestacionales y que a la fecha los decretos que la reglamentan no han sido 

declarados nulos, es decir, siguen gozando de presunción de legalidad, por lo tanto es 

deber de la Dirección Ejecutiva y sus Direcciones Seccionales acatar sus regulaciones, pues, 

de llegar a reconocerse su carácter salarial para todos los efectos, como lo pretenden los 

actores, no solo se desconocerían tales decretos, sino que también se iría en directa 

contravía de las disposiciones de presupuesto, especialmente, de la prohibición contenida 

en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, 

que prevé:  

  
“ARTICULO 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán 

contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente 

para atender estos gastos.   

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados 

no sean desviados a ningún otro fin.   

  

En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta 

operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.   

  

En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en 

exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o por quien éste delegue, para 

comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con cargo a los recursos del crédito 

autorizados.   

  

Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el Presupuesto General de la 

Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será requisito esencial y previo la obtención de un 

certificado de viabilidad presupuestal, expedido por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se 

garantice la posibilidad de atender estas modificaciones.   
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Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará responsabilidad 

personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley 38/89, artículo 86, Ley 179/94, 

artículo 49).”  (Se resalta)  

  

Igualmente, podría desconocerse lo previsto en el Decreto 1068 de 20152, en su 

artículo 2.8.3.2.1. que establece:  

  
“Artículo 2.8.3.2.1. Disponibilidad y Registro Presupuestal Todos los actos administrativos que afecten las 

apropiaciones presupuestales, deberán contar con los certificados de disponibilidad previos que 

garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.  

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos no sean desviados a 

ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya 

lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.  

  

En consecuencia, no se podrán contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del 

saldo disponible, con anticipación a la apertura del crédito adicional correspondiente. o con cargo a recursos del 

crédito cuyos contratos no se encuentren perfeccionados, o sin que cuenten con el concepto de la Dirección General 

de Crédito Público y Tesoro Nacional para comprometerlos antes de su perfeccionamiento, o sin la autorización 

para comprometer vigencias futuras por el Consejo Superior de Política Fiscal, CONFIS o quien éste delegue. El 

funcionario que lo haga responderá personal y pecuniariamente de las obligaciones que se 

originen.” (se destaca)  

 
Lo anterior por cuanto no están incluidos en el presupuesto de la Rama Judicial los 

dineros que se requerirían para el pago de lo pretendido por la parte actora, lo cual 

obedece a que el rubro de gastos de personal está planeado y calculado, teniendo en 

cuenta las regulaciones vigentes que regulan los salarios, prestaciones y acreencias 

laborales de los empleados de la Rama Judicial, por lo que de ninguna manera pueden 

incluirse allí mayores costos para reconocer lo pretendido por la parte actora, en tanto, no 

resulta acorde con las previsiones de los Decretos 383 y 384 de 2013, que establecieron el 

carácter salarial de la Bonificación Judicial únicamente para efectos de aportes de 

Seguridad Social en pensiones y salud. 

  

Al respecto, la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Vladimiro Naranjo 

Mesa, en la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993, sostuvo que: “las normas orgánicas del 

presupuesto regulan y limitan la actividad de las diferentes entidades y órganos del Estado, tanto en 

los actos que pueden realizar en el ejercicio de sus funciones que conllevan ejecución presupuestal, 

como en las formalidades y requisitos que deben cumplir. De tal suerte que todos los actos  

administrativos que afecten el presupuesto respectivo, tendrán que contar con el certificado de 

disponibilidad presupuestal en los términos de la Ley 38 de 1989 y 179 de 1994 orgánicas de 

presupuesto.” (Subrayas fuera de texto).  

  

Adicionalmente, reconocer las pretensiones que reclama la parte actora sin la autorización 

presupuestal requerida, implicaría que el ordenador del gasto estuviera inmerso en 

actuaciones de tipo disciplinario como las consagradas en la Ley 734 de febrero 5 de 2002, 

que en sus artículos 22 y 232.  

   

2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO  

 El Artículo 61 del C.G.P. determina:   

  

 
2“ARTÍCULO 22. GARANTÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, 
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia 

y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará 

las prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, 
establecidos en la Constitución Política y en las leyes.    

ARTÍCULO 23. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la 

sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de 

inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 

exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento (…)”.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0179_1994.html#49
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2002/ley_0734_2002.html#28
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“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse 

sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición 

legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en 

dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere 

así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a 

quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 

dispuestos para el demandado.  

 En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la 

citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 

dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término.  

   

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá 

sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.  

  

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin 

embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si 

emanan de todos.  

  

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, 

podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.”  

  

Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia, 

conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 

de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial. 

  

De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar 

los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 

exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución y 

la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte 

funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 

Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 

administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, 

de acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos 

de salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera anual 

en cada tabla de salarios.  Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de estos actos 

hoy demandados está en cabeza del ejecutivo.  

  

Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los Decretos que 

regularon la Bonificación Judicial y que de plano el Conjuez podría negar la vinculación 

del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las demás entidades mencionadas, debido 

a que los actos sobre los cuales se va a ejercer control de legalidad fueron expedidos por la 

Dirección Ejecutiva o Dirección Seccional de Administración Judicial, en caso de una 

eventual condena, se debe tener en cuenta la imposibilidad material de la Nación – Rama 

Judicial de reconocer los derechos ahora reclamados, como se indicó en el anterior 

numeral, pues debe considerarse que en atención a lo dispuesto por el artículo 71 del 

Decreto 111 de 1996, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, ninguna autoridad 
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podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de gasto sobre apropiaciones 

inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las pretensiones de la demanda si 

está vinculada la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de paso se daría la 

orden a dicha cartera para que se hiciera la apropiación a favor de la Rama Judicial y así 

pagar la condena correspondiente sin que a futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos 

por la falta de pago debido a que dicho Ministerio no hace el giro de los dineros 

suficientes para el rubro de sentencias y de gastos de personal. 

 

Adicionalmente, resulta necesario tener en cuenta el auto proferido por el Tribunal 

Administrativo de Nariño – Sala de Conjueces, Exp. 2016-00375, Dte: Leonel Díaz Mora, 

en audiencia inicial celebrada el 27 de julio de 2018, en el cual aceptó el llamamiento en 

garantía de la Nación – Presidencia de la República, Nación – Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, bajo el 

argumento que estas entidades podrían eventualmente verse perjudicadas o beneficiadas 

con la decisión que se tomara en el caso correspondiente a las reclamaciones salariales allí 

pretendidas.  

  

Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de vincular a las entidades solicitadas.  

  

Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS 

CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 

representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE 

HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por 

el doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director.  

  

3. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI.  

 Por mandato expreso de los Decretos 383 y 384 de 2013, la bonificación judicial no tiene 

carácter salarial para efectos prestacionales, sino únicamente para Seguridad Social en 

salud y pensiones, lo que significa que dicho emolumento no constituye factor de salario 

para la liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones, auxilio de 

cesantía y bonificación por servicios prestados, y en ese sentido, a la actora no le asiste 

causa para reclamar por vía judicial las declaraciones planteadas en el libelo 

introductorio.  

  

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se encuentra ceñida al ordenamiento 

jurídico y viene dando estricto cumplimiento a las normas que rigen al interior del 

Régimen Salarial y prestacional de los servidores públicos, con el único propósito de 

generar certeza y seguridad jurídica dentro del sistema normativo, por tanto, no es 

posible producir efectos jurídicos de carácter particular contrariando disposiciones 

vigentes que regulan la materia objeto de controversia.  

 

 

4. PRESCRIPCIÓN  

 En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto 

3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en este decreto 

prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El 

simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual.”  

  

En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales 

pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto 

debe tenerse en cuenta la fecha en que el demandante radicó la petición ante la Seccional, 

razón por la cual, las sumas reclamadas con anterioridad a esta fecha se encuentran 

prescritas.  
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Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que 

reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente, 

situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama 

Judicial, sino que por el contrario se sanciona haber dejado transcurrir dicho tiempo no 

solo de la petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la 

presentación de la demanda. Por lo tanto, solicito honorable Juez declare probada esta 

excepción.    

  

5. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto es, 

“sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”.  

  

V. PRUEBAS 

 Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que 

considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes 

administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de 

petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de 

servicios de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos 

nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a través 

de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el Juez 

de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada.  

  

Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran 

dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados 

por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal 

oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se 

considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda.  

    

ANEXOS. 

1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial  

2. Resolución, del Consejo Superior de la Judicatura - Sala Administrativa -  “Por medio 

del cual se hace un nombramiento”. 

3. Acta de Posesión.  

4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía. 

5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 

NOTIFICACIONES 

- En la Secretaría del Tribunal o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 

Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la carrera 10 No 12 – 15, Piso 17, 

teléfono 8986868, en Santiago de Cali.  Tel 8986868 ext. 1404 y 1409 

 

- Correo electrónico dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

  

Del  Honorable Juez, 

 

 
 

 
 



 

Hoja No. 11  Oficio [CODE] 

 

Palacio de Justicia "Pedro Elías Serrano Abadía" Carrera 10 No. 12-15 Piso 17 
www.ramajudicial.gov.co 
 

 

 

 

 

 



Consejo Superior de la Judicatura 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 

Cali – Valle del Cauca 
   

Palacio de Justicia "Pedro Elías Serrano Abadía" Carrera 10 No. 12-15 Piso 17 
www.ramajudicial.gov.co 

Santiago de Cali,  

 

JUZGADO 401 TRANSITORIO ADMINSTRATIVO DE CALI  .  

Ciudad  

  

Referencia:     Expediente: 2019-00108 

Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante:  MARIA ALMARIO y Otros.  

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL   

 

CESAR ALEJANDRO VIAFARA SUAZA, vecino de la ciudad, con cédula de ciudadanía 

No.94.442.341 de Buenaventura (Valle) y Tarjeta Profesional de Abogado No. 137.741 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de la Nación - Rama 

Judicial en el proceso de la referencia, según poder adjunto otorgado por el Director 

Seccional de Administración Judicial (e) conforme el artículo 103 numeral 7 de la Ley 

270/96, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA que nos ocupa. 

  

I. A LAS PRETENSIONES  

 Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y 

solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las 

excepciones que se proponen en el acápite correspondiente.  

  

II. A LOS HECHOS  

 En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los 

cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial, así como los extremos 

temporales que se encuentren debidamente soportados documentalmente.   

  

Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede 

administrativa, la expedición de los actos que hoy emergen como acusados, y el trámite de 

conciliación prejudicial, adelantado ante la Procuraduría General de la Nación.  

  

Frente a los demás hechos presentados en la demanda, es pertinente advertir al Despacho 

que se tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones subjetivas de 

la apoderada de la parte actora.  

  

III. RAZONES DE LA DEFENSA  

 1. RESUMEN DEL CASO 

En la demanda la parte actora solicita se ordene a la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial reliquidar y pagar de manera retroactiva, indexada y con los 

respectivos intereses moratorios y sanciones por la mora en el pago, el reajuste de la 

asignación mensual y de todas las prestaciones sociales recibidas desde el 1 de enero de 

2013 hasta que se haga el reajuste y en adelante, en virtud de la bonificación judicial 

mensual reconocida mediante el Decreto No. 0383 de 6 de marzo de 2013, como 

remuneración con carácter salarial, con las consecuencias prestacionales incluidas las 

cesantías e intereses a las cesantías de esta bonificación mensual como salario.  

  

2. FUNDAMENTO LEGAL 

 De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional, sin restricción alguna, para fijar el 
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régimen salarial y prestacional de los del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para 

la fijación de las prestaciones empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la 

Fiscalía General de la Nación, los miembros sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo 

cual debe tener en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y criterios: El respeto de los 

derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales; La sujeción al 

marco general de la política macro económica y fiscal; La racionalización de los recursos 

público y su disponibilidad; El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las 

funciones, sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.    

  

De manera que es en virtud de la Constitución Política de 1991 y lo establecido en la 

citada Ley que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los 

servidores públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional.  

  

Así pues, nace el Decreto 0383 del 6 de marzo de 2012, “Por el cual se crea una bonificación 

judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan 

otras disposiciones”, normativa que estableció lo siguiente:  

  
“…ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 

régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose 

por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 

reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 

de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.”(Se destaca)  

 
En iguales términos fue regulado por el Decreto 384 de 2013 “por el cual se crea una 

bonificación judicial para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial y se dictan otras disposiciones”, y por 

los Decretos 1269 de 2015 y 246 de 2016. 

 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá 

mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio.  

  

Los Decretos 383 de 2013, 384 de 2013, 1269 de 2015 y 246 de 2016 instituyeron también, 

cada uno en su respectivo artículo 3º, la siguiente previsión legal:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional estatuido por las 

normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición 

en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

  
Consecuencia de las normas precitadas, es que por expreso mandato legal la Bonificación 

Judicial constituye  factor  salarial  únicamente  para  efectos  de  constituir  la  base de 

cotización al  Sistema  General  de  Pensiones  y  al  Sistema  General  de  Seguridad  

Social  en Salud, a lo que se agrega que la modificación, ajuste o variación de las normas 

que consagran  dicho concepto es de la exclusiva competencia de Gobierno Nacional, 

como lo evidencian los decretos expedidos por el Ejecutivo para ajustar el monto de la 

referida Bonificación en las vigencias 2015 y 2016, quedando por lo tanto resuelta de plano 

la pretensión del interesado concerniente a “…ajustes equivalentes al IPC del 02%…”.   

  

3. PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LEGALIDAD Y DE 

CONSTITUCIONALIDAD QUE AVALAN EMOLUMENTOS LABORALES SIN 

CARÁCTER SALARIAL 

 

El Consejo de Estado en sentencia del 19 de  junio de 2008, Radicación número: 11001-03-

25-000-2006-00043-00 (0867-06), Actor: PABLO J. CACERES CORRALES, Consejero 

ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, ratificó el carácter NO SALARIAL de la 

Bonificación de Actividad Judicial creada por el Decreto No. 3131 del 08 de septiembre de 

2005, para Jueces de la República y otros funcionarios, providencia en la que se indicó que 

las normas que fueron acusadas en el momento en que señalaron que dicha bonificación 
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al señalar que no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron ningún 

derecho adquirido ni violaron las disposiciones constitucionales y legales, que sustentó el 

demandante en la demanda, ya que precisamente fue creada como una suma adicional al 

salario, por lo que en ningún momento existió una desmejora del mismo. 

  

Es así que, el legislador está facultado por la propia Constitución para fijar los estipendios 

salariales y prestacionales de los servidores públicos, puesto que tiene libertad para 

disponer qué determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto total del 

salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para 

liquidar algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese 

presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera 

podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales.  

  

Por su parte, La Corte Constitucional, máximo intérprete de la Constitución en sentencia 

C-279 de 1996 declaró exequible el artículo 14 de la Ley 4° de 1992 en su redacción 

original, que determinaba que la prima especial allí creada no tendría carácter salarial 

para ningún efecto, en razón de la libertad de configuración del legislador. Para el efecto 

tuvo en cuenta la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993 

(radicación 5481), cuando al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 del Código 

Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la Ley 50 de 1990, expuso que aun cuando 

habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular prestaciones e 

indemnizaciones, ello no impide que el legislador disponga que alguna prestación social o 

indemnización se liquide sin el monto total del salario del trabajador, es decir, que se 

incluyan ciertos factores. Y, concluyó en la providencia que el legislador al determinar que 

algunas primas no tengan carácter salarial, en ningún momento lesiona los derechos del 

trabajador. 

  

Al año siguiente, en la sentencia C-444 de 1997 la Corte Constitucional declaró exequible 

que la Ley 332 de 1996 al modificar el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, le diera efecto a 

dicha prima exclusivamente para liquidar la pensión y que se excluyera a quienes ya 

estaban pensionados.  

  

Seis años después, en la sentencia C-681 de 2003 la Corte Constitucional declaró 

inexequible la expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, por 

violación del principio de igualdad de los funcionarios del artículo 15 con los funcionarios 

del artículo 14, a quienes se les tiene en cuenta para cotizaciones y liquidación de la 

pensión por la modificación que en tal sentido introdujo la Ley 332 de 1996 al artículo 

14, pero de ningún modo porque se haya considerado que existe el derecho 

constitucional a que todo pago salarial sea base de liquidación de prestaciones.  

 

Igualmente, y más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU-395 de 2017, 

reiteró: “…no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la 

materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación 

social o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del 

trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza 

salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter… Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido 

que “el legislador conserva una cierta libertad para establecer, que componentes constituyen, o no 

salario, así como la de definir y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia 

desarrollar la Constitución.” 

Igualmente y en lo relacionado a la vulneración de los derechos adquiridos, la Corte 

Constitucional en la sentencia No. C-410-97 del 28 de agosto de 1997, Magistrado Ponente, 

doctor HERNANDO HERRERA VERGARA, expresó, entre otros que los derechos 

adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han consolidado y 

definido bajo la vigencia de la ley, por lo tanto, se encuentran garantizados, de tal manera 

que no pueden ser desconocidos por situaciones futuras; sin embargo, las simples 
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expectativas son diferentes al derecho adquirido, ya que se tratan de aquellas 

probabilidades o esperanza de obtener algún día un derecho, por lo que pueden ser 

modificadas por el legislador.  

   

Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la H. Corte Constitucional en la 

sentencia citada en precedencia, y la filosofía del legislador con la expedición de los 

Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 2013, claramente expuesta por el Alto Tribunal 

Constitucional, se tiene que a la parte demandante no se le ha vulnerado derecho 

adquirido alguno, en consideración a que el derecho que reclama, ha sido creado por el 

Gobierno Nacional hasta en los Decretos en cita, razón por la que no hacía parte de su 

patrimonio antes de la expedición del mismo, por lo tanto, no le ha sido arrebatado o 

vulnerado, pues es a partir de la creación de este concepto salarial y seguidos los 

lineamientos del ejecutivo como órgano competente en su expedición, que se entró a 

liquidar y a devengar este concepto. Hasta allí era una expectativa y empezó a formar 

parte de su patrimonio como lo previó el legislador, sin carácter de factor de salario para 

liquidar sus prestaciones sociales, así nació y así lo concertaron las partes, Rama Judicial, 

ASONAL y el ejecutivo, luego entonces, no se violó algún derecho adquirido y no hay 

lugar a cancelar diferencia prestacional alguna a título de Bonificación Judicial al 

funcionario judicial.  

  

Es por ello que el Gobierno Nacional no desconoce o lesiona los derechos reclamados, 

pues los derechos adquiridos son intangibles, y para el caso en estudio, la Bonificación 

Judicial creada en los Decretos 383 y 384 de 2013, fue el producto de una reclamación 

salarial a través del paro judicial, que hasta ese momento, era una mera expectativa o 

esperanza de obtener un derecho, susceptible de ser modificada discrecionalmente por el 

Gobierno Nacional y que a la postre, se configuró con la expedición de la norma 

precitada.    

  

4. DE LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  

 La parte actora en la demanda, solicita sea declarada la excepción de 

inconstitucionalidad, la cual, constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios 

públicos y a la jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, 

cuando se ven comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la 

aplicabilidad de una norma legal vigente, pero como la norma no señala cual es el juez 

competente para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción. 

 

La Corte Constitucional en la Sentencia de tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 

Expediente No. T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, frente a la 

excepción de inconstitucionalidad expresó que, si el Juez encuentra fundada “la demanda 

de inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo 

solicitó.  Al contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su 

eficacia jurídica, es decir, no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, 

siempre  que  no  se  le  oponga  la  excepción  de  inconstitucionalidad. El  objeto  de  la excepción 

no es pues la anulación,  sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido.” Y, agregó: la 

excepción sólo puede  imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino 

respecto de ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de la acción, la excepción de 

inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los 

tribunales ordinarios.”   

  

Esta posición jurisprudencial la reafirmó la Corte Constitucional en la sentencia de tutela 

T-150 de 19951.  

 
1  “…La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado:   
"El artículo 4º de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 de la 
codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre cualquier otra norma 
jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se 
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En consecuencia, se deduce, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus 

Seccionales, como autoridades administrativas, agentes del Estado y garantes del 

principio de legalidad, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a aplicar el 

derecho vigente al tenor literal de su redacción, dándole estricto cumplimiento, pues no 

tiene facultad para interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los Jueces en sus 

respectivos fueros, a través de sus sentencias, los que tienen esa potestad.   

  

Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta lo preceptuado por el Art. 3° del Decreto 383 

de 2013, por medio de la cual se adujo:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional 

estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 

1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

…” (Subrayas propias).  

 
En los mismos términos está regulado en el artículo 2 del Decreto 384 de 2013. 

 

Tampoco le es dable a la Administración acceder a la inaplicación por 

inconstitucionalidad, pues al realizarlo se modificaría  el régimen salarial y prestacional 

de los servidores beneficiarios del Decreto 0383 de 2013 o del Decreto 0384 de 2013, 

competencia atribuible única y exclusivamente al Gobierno Nacional.  

 

Sumado a lo anterior, no se avizora vicio de constitucionalidad alguno en la disposición 

en cita que regula la Bonificación Judicial, toca vez que, como se indicó en el acápite 

anterior, variada y reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional ha admitido que 

resulta ajustado a la Constitución Nacional el que el Gobierno Nacional establezca que 

ciertos emolumentos salariales no tengan carácter salarial, pues ello es válido dentro de su 

libertad de configuración, máxime porque las condiciones en que fue creada tal 

Bonificación surgieron a partir de un acuerdo colectivo que el Gobierno hizo con las 

organizaciones sindicales de la Rama Judicial. 

  

De manera que no hay lugar a inaplicar por inconstitucional la expresión “constituirá 

únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud.", contenida en el artículo primero de los Decretos N° 

0383 y 0384 de 2013, en el entendido de que la bonificación judicial debe constituirse en 

factor salarial para todas las consecuencias legales que comporte, se debe destacar que la 

Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido del Decreto 383 

de 2013 y del Decreto 384 de 2013, en cumplimiento además de la formalidad consagrada 

en su artículo 3º y 2º, respectivamente, citado textualmente en párrafos anteriores, razón 

por la que solicito señor Conjuez, niegue las pretensiones de la demanda y confirme la 

legalidad de los actos administrativos enjuiciados, proferidos por la Dirección Seccional 

de Bogotá y Ejecutiva de Administración Judicial, de lo contrario estaría desacatando el 

ordenamiento legal vigente.  

  

Por otra parte, en la sentencia SU-132 de 2013, la Corte Constitucional señaló que la 

inaplicación por inconstitucionalidad es una herramienta se usa con el fin de proteger, en 

un caso concreto y con efecto ínter partes, los derechos fundamentales que se vean en 

riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía que, de forma clara y evidente, 

contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política.   

  

 
establezca la incompatibilidad entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de 
por medio la definición por vía general acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio 
de la providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia 
de acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular.” 
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Por tanto, la única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es 

cuando no son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en 

el presente caso, como quiera que los Decretos 383 y 384 de 2013, que crearon la 

Bonificación Judicial y regulan su liquidación están vigentes, y es en virtud del principio 

de legalidad contemplado en el artículo 6 de la Carta Política, que como autoridad 

debe acatarlos y cumplirlos, hasta tanto no haya sido anulada o suspendida estas normas 

en sus efectos por la Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo, máxime cuando de su 

lectura no se genera duda con respecto a la interpretación y alcance del mismo.     

  

En tal virtud, solicito no acceder a  las pretensiones de la demanda en el sentido de incluir 

en la liquidación de las prestaciones sociales de los beneficiarios de la Bonificación 

Judicial el valor por ésta reconocido como factor de salario (y la cual sólo se debe tomar 

para los aportes a los sistemas de salud y pensión) y que hoy surgen de la interpretación 

errada que el servidor judicial tiene de la norma, pues como autoridad administrativa y 

guardadora del principio de legalidad, a la Administración Judicial le corresponde acatar 

estrictamente el ordenamiento legal vigente, sin que le sea posible interpretarlo 

o inaplicarlo, en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros a través de sus 

sentencias los que tienen tal potestad  

  

Por lo anterior, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas por la parte 

demandante, toda vez que al hacerlo, comportaría la modificación del régimen salarial ya 

establecido en la ley por la autoridad competente, facultad que no nos está dada.  

  

IV. EXCEPCIONES  

1. DE LA VIOLACIÓN DE NORMAS PRESUPUESTALES DE RECONOCERSE LAS 

PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDANTE  

  

Es menester indicar que la Bonificación Judicial fue regulada sin carácter salarial para 

efectos prestacionales y que a la fecha los decretos que la reglamentan no han sido 

declarados nulos, es decir, siguen gozando de presunción de legalidad, por lo tanto es 

deber de la Dirección Ejecutiva y sus Direcciones Seccionales acatar sus regulaciones, pues, 

de llegar a reconocerse su carácter salarial para todos los efectos, como lo pretenden los 

actores, no solo se desconocerían tales decretos, sino que también se iría en directa 

contravía de las disposiciones de presupuesto, especialmente, de la prohibición contenida 

en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, 

que prevé:  

  
“ARTICULO 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán 

contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente 

para atender estos gastos.   

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados 

no sean desviados a ningún otro fin.   

  

En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta 

operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.   

  

En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en 

exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o por quien éste delegue, para 

comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con cargo a los recursos del crédito 

autorizados.   

  

Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el Presupuesto General de la 

Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será requisito esencial y previo la obtención de un 

certificado de viabilidad presupuestal, expedido por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se 

garantice la posibilidad de atender estas modificaciones.   
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Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará responsabilidad 

personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley 38/89, artículo 86, Ley 179/94, 

artículo 49).”  (Se resalta)  

  

Igualmente, podría desconocerse lo previsto en el Decreto 1068 de 20152, en su 

artículo 2.8.3.2.1. que establece:  

  
“Artículo 2.8.3.2.1. Disponibilidad y Registro Presupuestal Todos los actos administrativos que afecten las 

apropiaciones presupuestales, deberán contar con los certificados de disponibilidad previos que 

garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.  

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos no sean desviados a 

ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya 

lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.  

  

En consecuencia, no se podrán contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del 

saldo disponible, con anticipación a la apertura del crédito adicional correspondiente. o con cargo a recursos del 

crédito cuyos contratos no se encuentren perfeccionados, o sin que cuenten con el concepto de la Dirección General 

de Crédito Público y Tesoro Nacional para comprometerlos antes de su perfeccionamiento, o sin la autorización 

para comprometer vigencias futuras por el Consejo Superior de Política Fiscal, CONFIS o quien éste delegue. El 

funcionario que lo haga responderá personal y pecuniariamente de las obligaciones que se 

originen.” (se destaca)  

 
Lo anterior por cuanto no están incluidos en el presupuesto de la Rama Judicial los 

dineros que se requerirían para el pago de lo pretendido por la parte actora, lo cual 

obedece a que el rubro de gastos de personal está planeado y calculado, teniendo en 

cuenta las regulaciones vigentes que regulan los salarios, prestaciones y acreencias 

laborales de los empleados de la Rama Judicial, por lo que de ninguna manera pueden 

incluirse allí mayores costos para reconocer lo pretendido por la parte actora, en tanto, no 

resulta acorde con las previsiones de los Decretos 383 y 384 de 2013, que establecieron el 

carácter salarial de la Bonificación Judicial únicamente para efectos de aportes de 

Seguridad Social en pensiones y salud. 

  

Al respecto, la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Vladimiro Naranjo 

Mesa, en la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993, sostuvo que: “las normas orgánicas del 

presupuesto regulan y limitan la actividad de las diferentes entidades y órganos del Estado, tanto en 

los actos que pueden realizar en el ejercicio de sus funciones que conllevan ejecución presupuestal, 

como en las formalidades y requisitos que deben cumplir. De tal suerte que todos los actos  

administrativos que afecten el presupuesto respectivo, tendrán que contar con el certificado de 

disponibilidad presupuestal en los términos de la Ley 38 de 1989 y 179 de 1994 orgánicas de 

presupuesto.” (Subrayas fuera de texto).  

  

Adicionalmente, reconocer las pretensiones que reclama la parte actora sin la autorización 

presupuestal requerida, implicaría que el ordenador del gasto estuviera inmerso en 

actuaciones de tipo disciplinario como las consagradas en la Ley 734 de febrero 5 de 2002, 

que en sus artículos 22 y 232.  

   

2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO  

 El Artículo 61 del C.G.P. determina:   

  

 
2“ARTÍCULO 22. GARANTÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, 
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia 

y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará 

las prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, 
establecidos en la Constitución Política y en las leyes.    

ARTÍCULO 23. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la 

sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de 

inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 

exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento (…)”.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0179_1994.html#49
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2002/ley_0734_2002.html#28
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“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse 

sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición 

legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en 

dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere 

así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a 

quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 

dispuestos para el demandado.  

 En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la 

citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 

dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término.  

   

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá 

sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.  

  

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin 

embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si 

emanan de todos.  

  

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, 

podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.”  

  

Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia, 

conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 

de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial. 

  

De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar 

los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 

exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución y 

la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte 

funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 

Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 

administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, 

de acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos 

de salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera anual 

en cada tabla de salarios.  Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de estos actos 

hoy demandados está en cabeza del ejecutivo.  

  

Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los Decretos que 

regularon la Bonificación Judicial y que de plano el Conjuez podría negar la vinculación 

del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las demás entidades mencionadas, debido 

a que los actos sobre los cuales se va a ejercer control de legalidad fueron expedidos por la 

Dirección Ejecutiva o Dirección Seccional de Administración Judicial, en caso de una 

eventual condena, se debe tener en cuenta la imposibilidad material de la Nación – Rama 

Judicial de reconocer los derechos ahora reclamados, como se indicó en el anterior 

numeral, pues debe considerarse que en atención a lo dispuesto por el artículo 71 del 

Decreto 111 de 1996, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, ninguna autoridad 
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podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de gasto sobre apropiaciones 

inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las pretensiones de la demanda si 

está vinculada la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de paso se daría la 

orden a dicha cartera para que se hiciera la apropiación a favor de la Rama Judicial y así 

pagar la condena correspondiente sin que a futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos 

por la falta de pago debido a que dicho Ministerio no hace el giro de los dineros 

suficientes para el rubro de sentencias y de gastos de personal. 

 

Adicionalmente, resulta necesario tener en cuenta el auto proferido por el Tribunal 

Administrativo de Nariño – Sala de Conjueces, Exp. 2016-00375, Dte: Leonel Díaz Mora, 

en audiencia inicial celebrada el 27 de julio de 2018, en el cual aceptó el llamamiento en 

garantía de la Nación – Presidencia de la República, Nación – Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, bajo el 

argumento que estas entidades podrían eventualmente verse perjudicadas o beneficiadas 

con la decisión que se tomara en el caso correspondiente a las reclamaciones salariales allí 

pretendidas.  

  

Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de vincular a las entidades solicitadas.  

  

Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS 

CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 

representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE 

HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por 

el doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director.  

  

3. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI.  

 Por mandato expreso de los Decretos 383 y 384 de 2013, la bonificación judicial no tiene 

carácter salarial para efectos prestacionales, sino únicamente para Seguridad Social en 

salud y pensiones, lo que significa que dicho emolumento no constituye factor de salario 

para la liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones, auxilio de 

cesantía y bonificación por servicios prestados, y en ese sentido, a la actora no le asiste 

causa para reclamar por vía judicial las declaraciones planteadas en el libelo 

introductorio.  

  

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se encuentra ceñida al ordenamiento 

jurídico y viene dando estricto cumplimiento a las normas que rigen al interior del 

Régimen Salarial y prestacional de los servidores públicos, con el único propósito de 

generar certeza y seguridad jurídica dentro del sistema normativo, por tanto, no es 

posible producir efectos jurídicos de carácter particular contrariando disposiciones 

vigentes que regulan la materia objeto de controversia.  

 

 

4. PRESCRIPCIÓN  

 En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto 

3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en este decreto 

prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El 

simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual.”  

  

En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales 

pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto 

debe tenerse en cuenta la fecha en que el demandante radicó la petición ante la Seccional, 

razón por la cual, las sumas reclamadas con anterioridad a esta fecha se encuentran 

prescritas.  
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Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que 

reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente, 

situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama 

Judicial, sino que por el contrario se sanciona haber dejado transcurrir dicho tiempo no 

solo de la petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la 

presentación de la demanda. Por lo tanto, solicito honorable Juez declare probada esta 

excepción.    

  

5. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto es, 

“sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”.  

  

V. PRUEBAS 

 Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que 

considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes 

administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de 

petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de 

servicios de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos 

nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a través 

de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el Juez 

de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada.  

  

Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran 

dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados 

por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal 

oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se 

considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda.  

    

ANEXOS. 

1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial  

2. Resolución, del Consejo Superior de la Judicatura - Sala Administrativa -  “Por medio 

del cual se hace un nombramiento”. 

3. Acta de Posesión.  

4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía. 

5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 

NOTIFICACIONES 

- En la Secretaría del Tribunal o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 

Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la carrera 10 No 12 – 15, Piso 17, 

teléfono 8986868, en Santiago de Cali.  Tel 8986868 ext. 1404 y 1409 

 

- Correo electrónico dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

  

Del  Honorable Juez, 
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Santiago de Cali, 11 de Agosto del 2021. 
 
 
Señores  
JUZGADO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO 
Viene del Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito 
Cali – Valle del Cauca  
 
 

Referencia: CONTESTACION DEMANDA 
Expediente:  Rad. N° 2019-00077 

  Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
  Demandante: ALEXANDER ARROYAVE AGUDELO 

Demandado: Nación – Rama Judicial – DESAJ 
 

VIVIANA NOVOA VALLEJO,  mayor de edad, vecina de la ciudad  e identificada con la C.C. N° 
29.180.437 expedida en Cali – Valle,   Tarjeta Profesional N° 162.969 del C. S. de la J., en mi 
condición de apoderada de la Nación - Rama Judicial  -  Consejo Superior de la Judicatura, 
mediante poder otorgado por la Doctora CLARA INÉS RAMÍREZ SIERRA, quien actúa 
conforme a lo dispuesto en el artículo 103 numero 7° de la Ley 270 de 1996, nombrada 
mediante resolución N° 1357 del 01 de Febrero de 2007 por el Director Ejecutivo de 
Administración Judicial con fundamento en el artículo 99 Numeral 8° Ley 270 de 1996 y estando 
dentro del término legal, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA  en representación de la 
NACION - RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACION 
JUDICIAL (Cali – Valle del Cauca). 
 

A LAS PRETENSIONES. 
 
Lo solicitado por el(la) demandante, es que la BONIFICACION JUDICIAL creada mediante los 
Decretos N° 0383 y 384 del 6 de marzo de 2013 sea factor salarial para todos los efectos 
legales, y como consecuencia que se realice el ajuste de todas sus prestaciones sociales.  
 
Revisadas las actuaciones demandadas, RESOLUCIÓN DESAJCLR17-2644 del 31 de Agosto 
del 2017 “Por medio de la cual se resuelve un Derecho de Petición”, y los pagos realizados por 
parte de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Cali – Valle del Cauca, 
es preciso manifestar que no existieron vicios ni irregularidades en la emisión de los actos 
administrativos demandados, ya que se soportaron en las normas sustantivas y procesales 
vigentes para el momento de los hechos.  
 
Es así que, me opongo a todas y cada una de las declaraciones y condenas que sean 
contrarias a la entidad que represento y que puedan afectarla, toda vez que el(la) demandante 
carece de fundamentos jurídicos tal como se demostrará a continuación; solicitando que se 
absuelva de todo cargo a la Nación – Rama Judicial – DESAJ y se declaren probadas las 
excepciones propuestas. 
 

A LOS HECHOS. 
 
Es cierto que el(la) señor(a) ALEXANDER ARROYAVE AGUDELO, identificada con la cedula 
de ciudadanía N° 94.285.563, ha prestado sus servicios en la Rama Judicial desempeñando 
sus funciones en diferentes cargos y despachos judiciales. 
 
Es cierto que el día 28 de Agosto del 2017, el(la) señor(a) ALEXANDER ARROYAVE 
AGUDELO presentó Reclamación Administrativa ante la Dirección Seccional de Administración 
Judicial, sobre la reliquidación de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación 
judicial como factor salarial. 
 
Es cierto que esta entidad mediante el acto administrativo contenido en la RESOLUCIÓN 
DESAJCLR17-2644 del 31 de Agosto del 2017, dio respuesta concreta, clara y de fondo a lo 
solicitado el 28/08/2017. 
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Sobre el Recurso de Apelación presentado el 14 de Septiembre del 2017 contra la 
RESOLUCIÓN DESAJCLR17-2644 del 31 de Agosto del 2017 “Por medio de la cual se 
resuelve un Derecho de Petición”, y el Silencio Administrativo Negativo, le corresponde 
pronunciarse de fondo a la DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL con 
sede en la Ciudad de Bogotá. 
 
En relación con las demás manifestaciones, no son hechos sino “apreciaciones subjetivas y 
afirmaciones personales del apoderado de la parte demandante”, por lo tanto, me abstengo de 
pronunciarme al respecto, pues tales manifestaciones deben ser demostradas, probadas en 
legal forma y debatidas al interior del presente proceso administrativo. 
 
 

RAZONES DE DEFENSA Y FUNDAMENTOS DE DERECHO. 
 
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la Constitución 
Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y prestacional de 
los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la fuerza pública y regular 
el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales. 
 
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, mediante 
la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la Fiscalía General de la Nación, los 
miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones 
sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo cual debe tener en cuenta, entre otros, los 
siguientes objetivos y criterios:  
 
- El respeto de los derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales;  
- La sujeción al marco general de la política macro económica y fiscal;  
- La racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad;  
- El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, sus responsabilidades y las 
calidades exigidas para su desempeño.  
 
De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley que la potestad para fijar los 
estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y exclusivamente 
en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución y la Ley, quien 
determina dichas asignaciones. 
 
En desarrollo de las facultades conferidas por la Ley 4ª de 1992 el Ejecutivo expidió el 07 de 
enero de 1993 el Decreto 57, “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y 
prestacional para los servidores públicos de la rama judicial y de la justicia penal militar y se 
dictan otras disposiciones”, estatuto que en sus artículos 1º, 2º y 12 fijó las siguientes 
prescripciones: 
 

“…ARTICULO 1o. El régimen salarial y prestacional establecido en el presente Decreto será 
de obligatorio cumplimiento para quienes se vinculen al servicio con posterioridad a la 
vigencia del mismo y no se tendrá en cuenta para la determinación de la remuneración de 
otros funcionarios de cualquiera de las ramas del Poder Público, organismos o instituciones 
del Sector Público.  
 
ARTICULO 2o. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia Penal 
Militar podrán optar por una sola vez, antes del 28 de febrero de 1993, por el régimen salarial 
y prestacional establecido en el presente Decreto. Los servidores públicos que no opten por 
el régimen aquí establecido continuarán rigiéndose por lo dispuesto en las normas legales 
vigentes a la fecha. 
 
(…) ARTICULO 12. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia 
Penal Militar que tomen la opción establecida en este Decreto o se vinculen por primera vez, 
no tendrán derecho a las primas de antigüedad, ascensional, de capacitación y cualquier 
otra sobrerremuneración. Las primas de servicios, vacaciones, navidad y las demás 
prestaciones sociales diferentes a las primas aquí mencionadas y a las cesantías se regirán 
por las disposiciones legales vigentes. (…)” 
 

Los preceptos citados vienen al caso para documentar que desde el 1º de enero de 1993, y por 
mandato legal, coexisten en la Rama Judicial dos regímenes salariales y prestacionales, a 
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saber: un régimen ordinario, o de los NO ACOGIDOS, que se aplica a los servidores judiciales 
que venían vinculados a esa fecha y que optaron por continuar bajo el amparo de las 
disposiciones anteriores, y un régimen especial, o de los ACOGIDOS, cuyos destinatarios son 
los empleados y funcionarios judiciales que prefirieron las nuevas disposiciones salariales, y los 
que se vincularon a la Rama Judicial a partir del 1º de enero de 1993.  
 
Es así que la normatividad que se aplica en el asunto que nos ocupa es la consagrada en el 
régimen especial, estipulada en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995, 
36 de 1996 y los posteriores que los han subrogado. 
 
Entrando en materia es del caso remitirnos a las disposiciones consagradas en el Decreto 383 
del 6 de marzo de 2013, “Por el cual se crea una bonificación judicial para los servidores 
públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones”, 
normatividad que estableció en lo concerniente: 
 

“...ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar 
a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 
110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 
reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 10 de enero de 2013, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las Siguientes tablas, así:  
 
(…)”  (Subrayas y negritas fuera de texto) 

 
El Decreto 0383 de 2013 fue modificado por el 1269 del 9 de junio de 2015, atendiendo a que 
IPC -Índice de Precios al Consumidor- proyectado como aumento de la bonificación judicial para 
éste año fue menor al efectivamente registrado. La norma en cita dispuso: 
 

“…ARTÍCULO 1. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para los 
servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 
régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y constituye únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2015, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
 
(…)” (Resaltado y negrillas propias). 

 
A su vez la anterior disposición fue modificada por el Decreto 246 del 12 de Febrero de 2016, 
que aumentó el monto de la Bonificación Judicial proyectada para esa vigencia conforme se 
indica a continuación: 
 

“ARTÍCULO 1°. Ajustase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para los 
servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 
régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y constituye únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2016, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así:  
 
(…) (Subrayas y Negritas fuera de texto) 
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Esta disposición fue modificada por el Decreto 1014 del 9 de Junio de 2017, que cambió el valor 
de la Bonificación Judicial proyectada para la vigencia 2017 conforme se indica a continuación: 
 

“…ARTÍCULO 1°. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para 
los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 
régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y constituye únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. 
  
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2017, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde 
para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
 
(…)” (Subrayas y negritas mías) 
 

Los Decretos 383 de 2013, 1269 de 2015, 246 de 2016 y 1014 de 2017, instituyeron también, 
cada uno en su respectivo ARTÍCULO 3º, la siguiente previsión legal: 

 
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o 
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias) 

 
Corolario de las normas citadas es que por expreso mandato legal, la Bonificación Judicial 
constituye factor salarial únicamente para efectos de constituir la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
 
En cuanto al carácter salarial o no de algunos emolumentos derivados de la relación laboral 
legal y reglamentaria de los servidores judiciales, es del caso anotar que en diferentes 
sentencias los máximos órganos de cierre en lo Constitucional y de lo Contencioso 
Administrativo han plasmado su posición, que se circunscribe a ratificar la potestad que tiene el 
legislador, por mandato constitucional, de disponer que determinados conceptos salariales se 
liquiden sin consideración al monto total del salario del servidor público, sin que ello implique 
omisión o un incorrecto desarrollo de los deberes. Así, y más específicamente sobre la 
expresión “sin carácter salarial”, se pronunció la H. Corte Constitucional en sentencia C-279 de 
24 de junio de 1996, en el trámite de la Acción Pública de Inconstitucionalidad promovida contra 
algunos apartes de la Ley 4ª de 1992, al manifestar: 
 

"…Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que aún 
cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las prestaciones 
sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del trabajador, no 
existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la materia o 
en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación social 
o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del trabajador, 
esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza salarial, y sin que 
pierdan por ello tal carácter…  
 
Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que “el legislador conserva una cierta 
libertad para establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de definir y 
desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución. 
 
Las definiciones de convenios internacionales que transcribe la actora no significan que el 
legislador nacional haya perdido la facultad de tomar o no en cuenta una parte de la 
remuneración que perciben los trabajadores para definir las bases sobre las cuales han de 
hacérseles otros pagos. 
 
Así pues, el considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no sean factor 
salarial, no lesiona los derechos de los trabajadores, y no implica una omisión o un 
incorrecto desarrollo del especial deber de protección que el Estado colombiano tiene en 
relación con el derecho al trabajo, ni se aparta de os deberes que Colombia ha adquirido 
ante la comunidad internacional. …”  

 
Mediante la referida sentencia C-279 de 1996, que hizo tránsito a cosa juzgada constitucional, 
la Corte resolvió: 
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“Declarar exequibles las siguientes disposiciones legales: 
 
…La frase “sin carácter salarial” del artículo décimo cuarto de la ley 4ª de 1992. …” 
(Negrita y Subrayas fuera de texto) 

 
Con relación a la mencionada declaración es pertinente anotar que no obstante haberse 
pronunciado anteriormente la Corte sobre la exequibilidad del aparte: "sin carácter salarial”, en 
la Sentencia C-681-03 de 2003 el mismo texto es declarado INEXEQUIBLE pero de manera 
restringida, en consideración a los nuevos elementos de juicio que se propiciaron con la 
entrada en vigencia de la Ley 332 de 1996, norma que "levantó parcialmente" el carácter no 
salarial al artículo 14 de la Ley 4a de 1992 al determinar que ".. hará parte del ingreso base 
únicamente para efectos de la liquidación de la pensión de jubilación, para lo cual se harán las 
cotizaciones de pensiones establecidas por la ley…", dando lugar a que la Corte resolviera la 
acción incoada en los siguientes términos: 

 
"(...) 
 
2" La presente decisión produce efectos en las cotizaciones y liquidación de las 
pensiones de jubilación de los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la 
Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado del Procurador 
General de la Nación, el Fiscal General de la Nación el Registrador Nacional del Estado Civil 
y el Defensor del Pueblo, servidores contemplados en el artículo 15 de la ley 4a de 1992. 
 
3° La prima especial de servicios constituirá factor de salario solo para la cotización y 
liquidación de la pensión de jubilación de acuerdo con las normas nacionales vigentes 
que regulan el régimen prestacional de los funcionarios señalados...." (Negrillas y subrayas 
propias). 

 
Sobre el tema también se pronunció el Consejo de Estado en sentencia del 19 de junio de 2008, 
Radicación número: 11001-03-25-000-2006-00043-00 (0867-06). Actor: PABLO J CACERES 
CORRALES, Consejero ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, al ratificar el carácter NO 
SALARIAL de la Bonificación de Actividad Judicial creada por el 3131 del 08 de septiembre de 
2005 para Jueces de la República y otros funcionarios, en los siguientes términos: 
 

“…Conforme a lo expuesto, considera la Sala que ¡as normas acusadas, al señalar que la 
bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni prestacional no desconocieron 
ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y constitucionales citadas en 
la demanda. 
 
Ahora bien, según el demandante la bonificación por actividad judicial es, a la luz de lo 
normado por los artículos 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, un componente de la 
remuneración que tiene todas las características esenciales del salario, por lo que no le es 
permitido a la Administración suprimirle el carácter salarial. 
 
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el actor, la 
bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para mejorar el salario, es 
decir se trata de una suma adicional a la asignación básica, constituida, desde un 
principio, sin carácter salarial. Por ello resulta desacertado que se alegue una 
desmejora del mismo, y no puede concebirse que una disposición que tiene como 
finalidad mejorar las condiciones económicas de un trabajador pueda lesionar y 
desmejorar el derecho al trabajo...". (Subrayas y negrillas fuera de texto) 

 
Colofón de todo lo hasta aquí expuesto es que facultado por la propia Constitución para fijar los 
estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos, legislador tiene libertad para 
disponer que determinados emolumentos se liquiden s" consideración al monto total del salario 
del servidor judicial, es decir, que cierta parte de salario no constituya factor para liquidar 
algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese presupuesto el 
ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera podría considerarse 
como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales. 
 
Por otra parte, respecto a la pretensión encausada a la inaplicación por inconstitucional de los 
decretos que regulan la Bonificación Judicial, es necesario resaltar que la Excepción de 
Inconstitucionalidad, que constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios públicos y a la 
jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, cuando se ven 
comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la aplicabilidad de una 
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norma legal vigente, pero inconstitucional, como la norma no señala cuál es el juez competente 
para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción, se hace necesario 
remitirnos a otras fuentes del derecho, en este caso a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, Corporación que en la Sentencia de Tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 
Expediente No, T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, expreso: 
 

"... 3.  Excepción de inconstitucionalidad 
 
Como es bien sabido, la Corte Constitucional ejerce la defensa de la integridad y supremacía 
de la Constitución Política (art. 241 CP.) El fundamento de la excepción de 
constitucionalidad, se encuentra en el artículo 4o. de la Carta, que expresa: "En todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma jurídica, se aplicarán las 
disposiciones constitucionales". 
 
En este sistema el proceso ya no es ofensivo: para invocar la inconstitucionalidad de la ley 
es necesario que ésta haya sido aplicada; es decir, que no interviene sino de manera 
incidental, a propósito de un proceso, y a título de excepción presentada por una de las 
partes en él. En este caso si el juez encuentra fundada la demanda de 
inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo solicitó. Al 
contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su eficacia 
jurídica, es decir no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, siempre 
que no se le oponga la excepción de inconstitucionalidad. El objeto de la excepción no es 
pues la anulación, sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido. 
 
Se establecen, pues, algunas diferencias muy claras con la acción de inconstitucionalidad: 
en el primer sistema la acción puede ejercitaría cualquier persona y el fallo produce efectos 
erga omnes, es decir, generales; la excepción sólo puede imponerla la parte interesada 
dentro del litigio, y no produce efectos sino respecto de ella, es decir, individuales. Por otra 
parte, a diferencia de ¡a acción, ¡a excepción de inconstitucionalidad no requiere de 

tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los tribunales ordinarios." 
(Subrayas fuera de texto). 

 
Esta posición jurisprudencial la reafirmo la Corte Constitucional en la sentencia de tutela T-150 
de 1995, cuando sobre el mismo tema dijo: 
 

“La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado: 
 
"El artículo 4o de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 
de la codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre 
cualquier otra norma jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos únicamente 
referidos a éstos, cuando quiera que se establezca la incompatibilidad entre la norma de que 
se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de por medio ¡a definición por vía genera! 
acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio de la providencia que 
adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia de  
acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular. 
 
"Para que la aplicación de la ley y demás disposiciones integrantes del ordenamiento judaico 
no quede librada a ¡a voluntad, e! deseo o la conveniencia del funcionario a quien compete 
hacerlo,   debe   preservarse   el   principio   que   establece   una   presunción de 
constitucionalidad. Esta, desde luego, es desvirtuable por vía general mediante el ejercicio 
de las aludidas competencias de control constitucional y en el caso concreto, merced a lo 
dispuesto en el artículo 4o de la Constitución, haciendo prevalecer los preceptos 
fundamentales mediante la inaplicación de las normas inferiores que con ellos resultan 
incompatibles. 
 
"Subraya la Corte el concepto de incompatibilidad como elemento esencial para que la 
inaplicación sea procedente, ya que, de no existir, el funcionario llamado a aplicar la ley no 
puede argumentar la inconstitucionalidad de la norma para evadir su cumplimiento." 
(Sentencia No T-614 de 1992, M.P. doctor José Gregorio Hernández Galindo) 
 
Así mismo, la excepción de inconstitucionalidad puede ser conocida por cualquier tribunal 
ordinario, en tanto que el conocimiento de la acción pública está reservado a la decisión que 
adopte el tribunal competente, que en el caso de las leyes o decretos con fuerza de ley es la 
Corte Constitucional (art. 241 de la CP.) y en los demás casos el Consejo de Estado, previo 
el ejercicio de la acción pública de nulidad (art. 237, No 2o. de la CP.). (Subrayas y negrillas 
fuera de texto). 
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Se debe citar igualmente, que la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial como 
autoridades administrativas, agentes del Estado, garantes del principio de legalidad y custodios 
del mismo, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a acatar las disposiciones legales al 
tenor literal de su redacción, dándoles estricto cumplimiento, en armonía con la máxima legal 
según la cual: "donde el legislador no distingue no le es dado al intérprete distinguir", atribuirles 
un alcance que no tienen resultarla contrario al sentido natural y obvio en que deben entenderse 
e interpretarse las palabras, conforme a lo señalado en artículos 27 y 28 del Código Civil que 
prevén: 

 
“…ARTICULO 27. INTERPRETACION GRAMATICAL. Cuando el sentido de la ley sea claro, 
no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu.  
 
Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su intención o 
espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna de su 
establecimiento.  
 
ARTICULO 28. SIGNIFICADO DE LAS PALABRAS. Las palabras de la ley se entenderán en 
su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el 
legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su 
significado legal. …” 

 
La única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es cuando no son 
claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en el asunto que nos ocupa, 
donde la normatividad aplicada se presume legal y constitucional. 
 
De manera que sobre la demanda para que se inaplique por inconstitucional el aparte “…y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud…” por ser abiertamente 
contrarios a la Constitución y a las leyes superiores, para reconocer como factor salarial para 
todos los efectos legales la Bonificación Judicial contemplada en el Decreto 383 de 2013, 
modificado por el 1269 de 2015, y que como consecuencia se les reliquiden desde el 01 de 
enero de 2013 hasta la fecha y en adelante todas las primas y prestaciones sociales como son:  
“…a) Prima de Servicios, b) Prima de Productividad, c) Prima de Vacaciones, d)Vacaciones, e) 
Prima de Navidad, f) Bonificación por servicios prestados, g) Cesantías e intereses a las 
cesantías, h) y demás emolumentos que por constitución, ley o reglamento le correspondan a 
funcionarios y empleados de la rama judicial.…”, es preciso afirmar con total seguridad, que la 
Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido de las citadas 
prescripciones legales, en cumplimiento además de la formalidad consagrada en el artículo 3º 
transcrito anteriormente,  pues de acceder a lo solicitado en la demanda, claramente estaría 
desacatando el ordenamiento legal vigente, con las consecuencias penales, fiscales y 
disciplinarias que una decisión en ese sentido conlleva. 
 
En resumen de todo lo hasta aquí expuesto, es que facultado por la propia Constitución, para 
fijar los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos, el legislador tiene 
libertad para disponer que determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto 
total del salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor 
para liquidar algunos conceptos salariales. 
 
 

EXCEPCIONES 
 
- INEXISTENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR, AUSENCIA DE CAUSA PETENDI: Por 
encontrarse ajustadas a derecho todas y cada una de las resoluciones emitidas. 
 
- PRESCRIPCIÓN TRIENAL DE DERECHOS LABORALES. En el presente caso ha operado la 
prescripción trienal de derechos laborales posteriores a ENERO DE 2016, ello toda vez que 
el(la) hoy demandante, solo radicó ante la Dirección Seccional de Administración Judicial la 

Reclamación Administrativa, el día 28 DE AGOSTO DEL 2017.  
 
Para el caso se presenta claramente la prescripción trienal de los derechos laborales anteriores 
a la solicitud, tenemos que es el fenómeno mediante el cual el ejercicio de un derecho se 
adquiere o se extingue con el sólo transcurso del tiempo de acuerdo a las condiciones descritas 
en las normas que para cada situación se dicten bien sea en materia adquisitiva o extintiva. De 
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acuerdo con lo anterior se tiene que la norma establece para el ejercicio de los derechos un 
tiempo determinado dentro del cual se debe solicitar su ejecución, y si transcurre dicho tiempo y 
no se solicitó, se traduce en la pérdida de interés para ejercerlo.  
 
En ese sentido, en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968 se estableció lo siguiente: 
 

“Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán en 
tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple 
reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre un derecho o 
prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso 
igual.” 

 
Por su parte, el Decreto 1848 de 4 de noviembre de 1969, reglamentario del Decreto 3135 de 
1968, por medio del cual se dispuso la integración de la Seguridad Social entre el sector privado 
y público, en el artículo 102, dispuso: 
 

“PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES. 1. Las acciones que emanan de los derechos 
consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben en tres (3) años, 
contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible.  
 
2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa 
obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 
prescripción, pero sólo por un lapso igual.”  
 

En cuanto a la ocurrencia del citado fenómeno frente a derechos no consagrados en el citado 
decreto, nos remitimos a lo manifestado por el Consejo de Estado en fallo del 18 de febrero de 
20101:  

 
 “(…) La ausencia de norma expresa que regule esta figura respecto de otros derechos 
laborales, no incluidos en el Decreto citado, no implica la imprescriptibilidad de los 
mismos, de ahí que por analogía se aplica el artículo 151 del C.P.T.2, a menos que 
existan cánones que regulen este tópico en puntos específicos.”  
 
Al respecto, en sentencia del 21 de marzo de 2002, Subsección B, Sección Segunda, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, M. P. Dr. Alejandro Ordóñez 
Maldonado3, radicado Interno No. 4238-2001, se manifestó: 
 
“(…) No cree la Sala que el vacío normativo que presenta el artículo 41 del Decreto 3135 de 
1968, conlleve radicalizar la tesis de la imprescriptibilidad del derecho salarial o permitir 
subsidiariamente la vigencia del término veintenario contemplado en el artículo 2536 del 
C.C., puesto que, en una interpretación sistemática, es preciso reconocer que la 
PRESCRIPCIÓN de los derechos laborales no previstos en dicha norma se regula por otras 
disposiciones que establezcan la materia. 
 
En este sentido, es de recibo aplicar el trienio prescriptivo que se enuncia en el artículo 
151 del C.P.L. y que consagra este fenómeno para “las acciones que emanen de las 
leyes sociales”, norma que por su carácter de orden público y ante la ausencia de 
precepto normativo de carácter especial, es viable para suplir esta falencia por 
aplicación analógica. La Ley 153 de 1887 artículo 8° al preceptuar los principios de 
interpretación jurídica, acepta como regla de hermenéutica la analogía cuyo alcance se 
explica en que “Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, se 
aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes,...”. 
 
Acudiendo al artículo 151 del C.P.L. en vigor de la pauta analógica, es dable concluir, que 
aún otorgando a esta norma un alcance estrictamente privatista, contiene una materia 
común extensible para los empleados públicos, porque es innegable la relación laboral que 
surge respecto de ambas modalidades, luego existe una “materia semejante” que colma el 
vacío normativo regulador del régimen prescriptivo salarial para los empleados públicos. 
 

                                                 
1 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, Radicación 

número: 25000-23-25-000-2003-09269-02(0741-08). 
2 “Artículo 151 del C.P.T. y de la S.S. Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde 

que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual.”. 
3 Posición reiterada por esta Subsección, en sentencia del 28 de enero de 2010, Expediente No. 050012331000199901198-01 (0005-2008) Actor: 

Carlos Mario Jaramillo López, Consejero Ponente: Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 
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La norma referida no tiene un alcance estrictamente privatista y siendo así, no existen 
elementos indicadores que permitan deducir que la expresión trienal está limitada a temas 
tratados específicamente para regular el sector privado. En consecuencia, la 
PRESCRIPCIÓN contemplada en el artículo 151 del C.P.L., abarca los derechos tanto de los 
servidores públicos como de los trabajadores particulares, a menos que existan normas 
especiales que regulen términos prescriptivos, verbigracia el artículo 23 del Decreto-Ley 
1045 de 1978.”. 
 
Además, la prescripción de las prestaciones sociales es posible aplicarla en esta clase de 
procesos opera de oficio, de manera que no es del caso alegarla, dado que, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 164 del C.C.A., en la sentencia definitiva debe el juez 
administrativo decidir sobre “las excepciones propuestas y sobre cualquier otra que el 
fallador encuentre probada”, y, por tratarse de una norma especial para esta jurisdicción, 
prima sobre las reglas generales de otros procedimientos. (…)”. (Negrillas por fuera del texto 
original).  

 
- LA INNOMINADA O GENERICA: Prevista en el artículo 187 inciso segundo del C.P.A.C.A., 
esto es, “cualquier otra que el fallador encuentra probada”. 

 
 

PETICIONES. 
 
- Solicito a su señoría de forma muy respetuosa, que se NIEGUEN las pretensiones solicitadas 
por el(la) servidora judicial en la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 
ello teniendo en cuenta las razones de hecho y de derecho expuestas en este escrito. 
 
- Solicito que se declaren probadas las Excepciones propuestas en la presente contestación de 
demanda, y cualquier otra excepción que su señoría encuentre probada. 

 
 

PRUEBAS. 
 
- Comedidamente solicito al Señor Juez, decretar las pruebas de oficio que considere 
pertinentes y útiles en el proceso. 
 
- También solicito tener en cuenta los antecedentes administrativos allegados con el escrito 
demandatorio, toda vez que lo que se pretende a través de lo dispuesto en el artículo 175 del 
C.P.A.C.A, es la incorporación del expediente administrativo, a fin que el Tribunal o Juez 
respectivo, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada y, por tanto, 
situarse, en ocasiones, más que como defensor de los derechos e intereses de las partes (al 
margen, pues, de la específica función jurisdiccional), como guardián de la legalidad de la 
actuación administrativa cuestionada. 
 
A luces de lo dispuesto en el artículo 167 del C.G.P. corresponde a las partes probar los 
supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, sin 
embargo y de acuerdo con las particularidades del caso, podrá el juez imponer la carga de la 
prueba a una parte en particular, que es lo que sucede en el presente asunto, cuando dentro del 
auto admisorio se informa a la parte demandada que deberá aportar con la contestación de la 
demanda el expediente administrativo respectivo. 
 
No obstante lo anterior, si el expediente administrativo ya reposa en el proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho, como es el caso que nos ocupa, y contra el mismo no se eleva 
tacha de falso, el mismo presta el mérito probatorio pretendido, sin ser necesario que se vuelva 
a incorporar una pieza procesal ya existente, pues, en aplicación de la nueva normatividad 
procesal y de los principios de celeridad, eficacia y economía procesal, dado que el expediente 
administrativo ya obraba en el proceso, y como quiera que el Juez debe velar por suprimir los 
trámites innecesarios, remover de oficio los obstáculos meramente formales y evitar decisiones 
inhibitorias, aunado al hecho de que con la emisión del artículo 175 del C.P.A.C.A lo que se 
pretendió fue que la administración no ocultará la información con la que cuenta y de esta 
manera sus actuaciones estuviesen provistas de legalidad y buena fe, lo cual se observa en el 
presente asunto. 
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ANEXOS 

 
1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial, 
doctora CLARA INES RAMIREZ SIERRA. 
 
2. Resolución No. 1357 del 01 de Febrero de 2007, del Consejo Superior de la Judicatura - Sala 
Administrativa -  “Por medio del cual se hace un nombramiento”. 
 
3. Acta de Posesión del primer (1°) día del mes de Febrero de 2007.  
 
4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía No.31.962.322. 
 
5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 
 

NOTIFICACIONES 
 
- En la Secretaría del Despacho o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 
Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la Carrera 10 No 12 – 15 Palacio de 
Justica “Pedro Elías Serrano Abadía” de Cali.    
 

- Teléfono 8986868 ext. 1404 y 1409.  
 

Correo de notificaciones: dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

  
 
Atentamente, 
 

 
 

VIVIANA NOVOA VALLEJO 
C.C No. 29.180.437 de Cali (Valle) 
T.P No. 162.969 del C. S. de la Judicatura 
Cel. 318-2824266. 
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Santiago de Cali. 26 de agosto de 2021. 
 
 
Señores  
JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE CALI. 
Valle del Cauca  
 
 

Referencia: CONTESTACIÓN DEMANDA 
Radicación de Expediente: 76001-3333-001-2019-00076-00  

  Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
  Demandante: MAYRA ALEJANDRA ECHEVERRY GARCÍA. 

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DESAJ. 
 

 
NANCY MAGALI MORENO CABEZAS, domiciliada en la ciudad de Santiago de Cali, con 
cédula de ciudadanía No. 34.569.793 exp. En Popayán (Cauca) y Tarjeta Profesional de 
Abogada No. 213.094 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderada 

de la NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL en el proceso citado en la referencia, según poder que me fuera conferido, el 

cual me permito allegar al Despacho con sus respectivos anexos, otorgado por la Directora 

Ejecutiva Seccional de Administración Judicial, Doctora CLARA INÉS RAMÍREZ SIERRA, 

quien actúa conforme a lo dispuesto en el artículo 103 numeral 7 de la Ley 270/96, 
nombrada mediante Resolución No. 1357 del 1° de febrero de 2007 y posesionada 
mediante acta del 1° de febrero de 2007; encontrándome dentro de la oportunidad legal, 
procedo a CONTESTAR LA DEMANDA en los siguientes términos: 
 
 

A LAS PRETENSIONES 
 
Me opongo a todas las declaraciones y condenas que sean contrarias a los intereses de la 
entidad que represento, toda vez que la parte actora  carece de fundamentos jurídicos para 
lo pretendido con la demanda que ha sido instaurada, tal como se demostrará a 
continuación, se solita a su vez,  que se absuelva de todo cargo a la Nación – Rama 
Judicial- DESAJ, declarando prosperidad de las excepciones que se proponen y las que 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 187 inciso 2 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo resultaren probadas, aunque no se hayan 
alegado. 
 

A LOS HECHOS 
 
Lo solicitado por la parte actora, es que se inaplique la frase: “…y constituirá únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones…” registrada en 
el artículo 1º del Decreto 383 del 6 de marzo de 2013 y que la BONIFICACIÓN JUDICIAL 
del Decreto precitado, sea factor salarial para todos los efectos legales, es decir, que se 
pretende el ajuste de todas las prestaciones sociales causadas por la parte actora. 
 
Las actuaciones y pagos realizados por parte de la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Cali – Valle del Cauca, estuvieron soportadas en las normas 
sustantivas y procesales vigentes, por lo tanto, nos oponemos a todos y cada uno de los 
hechos esbozados a través del presente medio de control.  
 
 

RAZONES DE DEFENSA Y FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 
Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y 
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prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 
fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 
oficiales. 
 
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 
mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la Fiscalía General de la 
Nación, los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de 
las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo cual debe tener en cuenta, 
entre otros, los siguientes objetivos y criterios:  
 
- El respeto de los derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales;  
- La sujeción al marco general de la política macro económica y fiscal;  
- La racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad;  
- El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, sus responsabilidades 
y las calidades exigidas para su desempeño.  
 
De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley que la potestad para fijar los 
estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 
exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución 
y la Ley, quien determina dichas asignaciones. 
 
En desarrollo de las facultades conferidas por la Ley 4ª de 1992 el Ejecutivo expidió el 07 
de enero de 1993 el Decreto 57, “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y 
prestacional para los servidores públicos de la rama judicial y de la justicia penal militar y 
se dictan otras disposiciones”, estatuto que en sus artículos 1º, 2º y 12 fijó las siguientes 
prescripciones: 
 

“…ARTICULO 1o. El régimen salarial y prestacional establecido en el presente Decreto 
será de obligatorio cumplimiento para quienes se vinculen al servicio con posterioridad 
a la vigencia del mismo y no se tendrá en cuenta para la determinación de la 
remuneración de otros funcionarios de cualquiera de las ramas del Poder Público, 
organismos o instituciones del Sector Público.  
 
ARTICULO 2o. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia 
Penal Militar podrán optar por una sola vez, antes del 28 de febrero de 1993, por el 
régimen salarial y prestacional establecido en el presente Decreto. Los servidores 
públicos que no opten por el régimen aquí establecido continuarán rigiéndose por lo 
dispuesto en las normas legales vigentes a la fecha. 
 
(…) ARTICULO 12. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia 
Penal Militar que tomen la opción establecida en este Decreto o se vinculen por 
primera vez, no tendrán derecho a las primas de antigüedad, ascensional, de 
capacitación y cualquier otra sobreremuneración. Las primas de servicios, vacaciones, 
navidad y las demás prestaciones sociales diferentes a las primas aquí mencionadas y 
a las cesantías se regirán por las disposiciones legales vigentes.  
 
Las cesantías se regirán por las normas establecidas en el Decreto extraordinario 3118 
de 1968 y las normas que lo modifiquen, adicionen o reglamenten, con excepción del 
pago, el cual se regirá por lo dispuesto en el artículo 7o de la Ley 33 de 1985.  
A los servidores públicos que tomen esta opción se les liquidarán las cesantías 
causadas con base en la nueva remuneración, si tuvieren derecho a ellas y en adelante 
su liquidación y pago se hará en los mismos términos establecidos en el Decreto 
extraordinario 3118 de 1968 y en la Ley 33 de 1985. …” (Subrayas y negrillas propias). 
 

Los preceptos citados vienen al caso para documentar que desde el 1º de enero de 1993, 
y por mandato legal, coexisten en la Rama Judicial dos regímenes salariales y 
prestacionales, a saber: un régimen ordinario, o de los NO ACOGIDOS, que se aplica a los 
servidores judiciales que venían vinculados a esa fecha y que optaron por continuar bajo 
el amparo de las disposiciones anteriores, y un régimen especial, o de los ACOGIDOS, 
cuyos destinatarios son los empleados y funcionarios judiciales que prefirieron las nuevas 
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disposiciones salariales, y los que se vincularon a la Rama Judicial a partir del 1º de enero 
de 1993.  
 
 
Es preciso remitirnos a las disposiciones consagradas en el Decreto 383 del 6 de marzo 
de 2013, “Por el cual se crea una bonificación judicial para los servidores públicos de la 
Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones”, normatividad 
que estableció en lo concerniente: 
 

“...ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 
Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los 
Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el 
decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una 
bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 10 de enero de 2013, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde 
para cada año al valor que se fija en las Siguientes tablas, así:  
 
(…)”  (Subrayas y negritas fuera de texto) 

 
El Decreto 0383 de 2013 fue modificado por el 1269 del 9 de junio de 2015, atendiendo a 
que IPC -Índice de Precios al Consumidor- proyectado como aumento de la bonificación 
judicial para éste año fue menor al efectivamente registrado. La norma en cita dispuso: 
 

“…ARTÍCULO 1. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 
para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les 
aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 
106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las 
disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y 
constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2015, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde 
para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
 
(…)” (Resaltado y negrillas propias). 

 
A su vez la anterior disposición fue modificada por el Decreto 246 del 12 de febrero de 
2016, que aumentó el monto de la Bonificación Judicial proyectada para esa vigencia 
conforme se indica a continuación: 
 

          ARTÍCULO 1°. Ajustase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 
2013 para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se 
les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 
1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y 
constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. La 
bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2016, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde 
para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: (Subrayado fuera del 
texto) 

 
Esta disposición fue modificada por el Decreto 1014 del 9 de junio de 2017, que cambió 
el valor de la Bonificación Judicial proyectada para la vigencia 2017 conforme se indica a 
continuación: 
 
 

“…ARTÍCULO 1°. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 



 

 
 No. SC 

 
 No. GP 

 

Consejo Superior de la Judicatura 

                Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 

Cali – Valle del Cauca 

Carrera 10 Nro. 12 – 15 Piso 17 Torre B conmutador 8986868 www.ramajudicial.gov.co 
 

para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les 
aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 
106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y las 
disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y 
constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.           
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2017, se 
percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio 
y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
(Negrillas  fuera del texto original) 

 
 
Los Decretos 383 de 2013, 1269 de 2015, 246 de 2016 y 1014 de 2017, instituyeron 
también, cada uno en su respectivo ARTÍCULO 3º, la siguiente previsión legal: 
 

“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen 
salarial o prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en 
concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. 
Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos 

adquiridos. …” 

 
 
Corolario de las normas citadas es que por expreso mandato legal, la Bonificación Judicial 
constituye factor salarial únicamente para efectos de constituir la base de cotización al 
Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
 
En cuanto al carácter salarial o no de algunos emolumentos derivados de la relación 
laboral legal y reglamentaria de los servidores judiciales, es del caso anotar que en 
diferentes sentencias los máximos órganos de cierre en lo Constitucional y de lo 
Contencioso Administrativo han plasmado su posición, que se circunscribe a ratificar la 
potestad que tiene el legislador, por mandato constitucional, de disponer que determinados 
conceptos salariales se liquiden sin consideración al monto total del salario del servidor 
público, sin que ello implique omisión o un incorrecto desarrollo de los deberes. Así, y más 
específicamente sobre la expresión “sin carácter salarial”, se pronunció la H. Corte 
Constitucional en sentencia C-279 de 24 de junio de 1996, en el trámite de la Acción Pública 
de Inconstitucionalidad promovida contra algunos apartes de la Ley 4ª de 1992, al 
manifestar: 
 

"…Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que 
aún cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las 
prestaciones sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del 
trabajador, no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales 
que rigen la materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que 
determinada prestación social o indemnización se liquide sin consideración al 
monto total del salario del trabajador, esto es, que se excluyan determinados 
factores no obstante su naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter…  
 
Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que “el legislador conserva una cierta 
libertad para establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de 
definir y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la 
Constitución. 
 
Las definiciones de convenios internacionales que transcribe la actora no significan que 
el legislador nacional haya perdido la facultad de tomar o no en cuenta una parte de la 
remuneración que perciben los trabajadores para definir las bases sobre las cuales han 
de hacérseles otros pagos. 
 
Así pues, el considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no sean 
factor salarial, no lesiona los derechos de los trabajadores, y no implica una 
omisión o un incorrecto desarrollo del especial deber de protección que el Estado 
colombiano tiene en relación con el derecho al trabajo, ni se aparta de os deberes 
que Colombia ha adquirido ante la comunidad internacional. …”  
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Mediante la referida sentencia C-279 de 1996, que hizo tránsito a cosa juzgada 
constitucional, la Corte resolvió: 
 
 

“Declarar exequibles las siguientes disposiciones legales: 
…La frase “sin carácter salarial” del artículo décimo cuarto de la ley 4ª de 1992. 

…” (Negrita y Subrayas fuera de texto) 
 
relación a la mencionada declaración es pertinente anotar que no obstante haberse 
pronunciado anteriormente la Corte sobre la exequibilidad del aparte: "sin carácter salarial”, 
en la Sentencia C-681-03 de 2003 el mismo texto es declarado INEXEQUIBLE pero de 
manera restringida, en consideración a los nuevos elementos de juicio que se propiciaron 
con la entrada en vigencia de la Ley 332 de 1996, norma que "levantó parcialmente" el 
carácter no salarial al artículo 14 de la Ley 4a de 1992 al determinar que ".. hará parte del 
ingreso base únicamente para efectos de la liquidación de la pensión de jubilación, para lo 
cual se harán las cotizaciones de pensiones establecidas por la ley…", dando lugar a que 
la Corte resolviera la acción incoada en los siguientes términos: 
 

"(...) 
2" La presente decisión produce efectos en las cotizaciones y liquidación de las 
pensiones de jubilación de los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, 
de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado 
del Procurador General de la Nación, el Fiscal General de la Nación el Registrador 
Nacional del Estado Civil y el Defensor del Pueblo, servidores contemplados en el 
artículo 15 de la ley 4a de 1992. 3° La prima especial de servicios constituirá factor 
de salario solo para la cotización y liquidación de la pensión de jubilación de acuerdo 
con las normas nacionales vigentes que regulan el régimen prestacional de los 
funcionarios señalados...." 

 
 
Sobre el tema también se pronunció el H. Consejo de Estado en sentencia del 19 de junio 
de 
2008, Radicación número: 11001-03-25-000-2006-00043-00 (0867-06). Actor: PABLO J 
CACERES CORRALES, Consejero ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, al ratificar el 
carácter NO SALARIAL de la Bonificación de Actividad Judicial creada por el 3131 del 08 
de septiembre de 2005 para Jueces de la República y otros funcionarios, en los siguientes 
términos: 
 

“…Conforme a lo expuesto, considera la Sala que ¡as normas acusadas, al señalar 
que la bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni prestacional 
no desconocieron ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y 
constitucionales citadas en la demanda. 
 
Ahora bien, según el demandante la bonificación por actividad judicial es, a la luz 
de lo normado por los artículos 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, un 
componente de la remuneración que tiene todas las características esenciales del 
salario, por lo que no le es permitido a la Administración suprimirle el carácter 
salarial. 
 
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el 
actor, la bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para mejorar el 
salario, es decir se trata de una suma adicional a la asignación básica, constituida, 
desde un principio, sin carácter salarial. Por ello resulta desacertado que se alegue 
una desmejora del mismo, y no puede concebirse que una disposición que tiene 
como finalidad mejorar las condiciones económicas de un trabajador pueda lesionar 
y desmejorar el derecho al trabajo...".  

 
En resumen de todo lo hasta aquí expuesto, es que facultado por la propia Constitución, 
para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos, el legislador 
tiene libertad para disponer que determinados emolumentos se liquiden sin consideración 
al monto total del salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no 
constituya factor para liquidar algunos conceptos salariales, resultando en consecuencia, 
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que bajo ese presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna 
manera podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos 
internacionales. 
 
 
 
Por otra parte, respecto a la pretensión encausada a la inaplicación por inconstitucional de 
los decretos que regulan la Bonificación Judicial, es necesario resaltar que la Excepción de 
Inconstitucionalidad, que constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios públicos y 
a la jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, cuando se 
ven comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la aplicabilidad de 
una norma legal vigente, pero inconstitucional, como la norma no señala cuál es el juez 
competente para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción, se hace 
necesario remitirnos a otras fuentes del derecho, en este caso a la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, Corporación que en la Sentencia de Tutela T-006 del 17 de enero de 
1994, Expediente No, T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, 
expreso: 
 
           "... 3. Excepción de inconstitucionalidad 
 

Como es bien sabido, la Corte Constitucional ejerce la defensa de la integridad y 
supremacía de la Constitución Política (art. 241 CP.) El fundamento de la excepción de 
constitucionalidad, se encuentra en el artículo 4o. de la Carta, que expresa: "En todo 
caso de incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma jurídica, se 
aplicarán las disposiciones constitucionales". 
 
En este sistema el proceso ya no es ofensivo: para invocar la inconstitucionalidad de la 
ley es necesario que ésta haya sido aplicada; es decir, que no interviene sino de 
manera incidental, a propósito de un proceso, y a título de excepción presentada por 
una de las partes en él. En este caso si el juez encuentra fundada la demanda de 
inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo 
solicitó. Al contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley 
conserva su eficacia jurídica, es decir no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada 
posteriormente, siempre que no se le oponga la excepción de inconstitucionalidad. El 
objeto de la excepción no es pues la anulación, sino la no aplicación de la ley en el 
proceso establecido.  
 
Se establecen, pues, algunas diferencias muy claras con la acción de 
inconstitucionalidad: en el primer sistema la acción puede ejercitaría cualquier persona 
y el fallo produce efectos erga omnes, es decir, generales; la excepción sólo puede 
imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino respecto de 
ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de ¡a acción, ¡a excepción de 
inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida 
por los tribunales ordinarios." (Negrillas fuera del texto original). 

 
Esta posición jurisprudencial la reafirmo la Corte Constitucional en la sentencia de tutela 
T-150 de 1995, cuando sobre el mismo tema dijo: 
 

"El artículo 4o de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 
215 de la codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales 
sobre cualquier otra norma jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos 
únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se establezca la incompatibilidad 
entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional.  Aquí no está de por medio 
la definición por vía genera! acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual 
es propio de la providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el 
proceso iniciado como consecuencia de acción pública- sino la aplicación de una norma 
legal o de otro orden a un caso singular. 
 
 "Para que la aplicación de la ley y demás disposiciones integrantes del ordenamiento 
judaico no quede librada a ¡a voluntad, e! deseo o la conveniencia del funcionario a 
quien compete hacerlo, debe preservarse el principio que establece una presunción 
de constitucionalidad. Esta, desde luego, es desvirtuable por vía general mediante el 
ejercicio de las aludidas competencias de control constitucional y en el caso concreto, 
merced a lo dispuesto en el artículo 4o de la Constitución, haciendo prevalecer los 
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preceptos fundamentales mediante la inaplicación de las normas inferiores que con 
ellos resultan incompatibles. 
 

"Subraya la Corte el concepto de incompatibilidad como elemento esencial para que 
lainaplicación sea procedente, ya que, de no existir, el funcionario llamado a aplicar 
la ley no puede argumentar la inconstitucionalidad de la norma para evadir su 
cumplimiento." (Sentencia No T-614 de 1992, M.P. doctor José Gregorio Hernández 
Galindo). 
 
Así mismo, la excepción de inconstitucionalidad puede ser conocida por cualquier 
tribunal ordinario, en tanto que el conocimiento de la acción pública está reservado a 
la decisión que adopte el tribunal competente, que en el caso de las leyes o decretos 
con fuerza de ley es la Corte Constitucional (art. 241 de la CP.) y en los demás casos 
el Consejo de Estado, previo el ejercicio de la acción pública de nulidad (art. 237, No. 
2º de la CP.). 
 

 
Se debe citar igualmente, que la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 
como autoridades administrativas, agentes del Estado, garantes del principio de legalidad 
y custodios del mismo, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a acatar las 
disposiciones legales al tenor literal de su redacción, dándoles estricto cumplimiento, en 
armonía con la máxima legal según la cual: "donde el legislador no distingue no le es dado al 
intérprete distinguir", atribuirles un alcance que no tienen resultarla contrario al sentid natural 
y obvio en que deben entenderse e interpretarse las palabras, conforme a lo señalado en 
artículos 27 y 28 del Código Civil que prevén: 
 
 

“…ARTICULO 27. INTERPRETACION GRAMATICAL. Cuando el sentido de la ley 
sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu. 
 
Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su 
intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna 
de su establecimiento. 
 
ARTICULO 28. SIGNIFICADO DE LAS PALABRAS. Las palabras de la ley se 
entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas 
palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas 
materias, se les dará en éstas su significado legal. …” 

 
La única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es cuando no 
son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en el asunto que nos 
ocupa, donde la normatividad aplicada se presume legal y constitucional. 
 
De manera que sobre la demanda para que se inaplique por inconstitucional el aparte “…y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud…” por ser abiertamente 
contrarios a la Constitución y a las leyes superiores, para reconocer como factor salarial 
para todos los efectos legales la Bonificación Judicial contemplada en el Decreto 383 de 
2013, modificado por el 1269 de 2015, y que como consecuencia se les reliquiden desde 
el 01 de enero de 2013 hasta la fecha y en adelante todas las primas y prestaciones 
sociales como son: “…a) Prima de Servicios, b) Prima de Productividad, c) Prima de Vacaciones, 
d)Vacaciones, e) Prima de Navidad, f) Bonificación por servicios prestados, g) Cesantías e intereses 
a las cesantías, h) y demás emolumentos que por constitución, ley o reglamento le correspondan a 

funcionarios y empleados de la rama judicial.…”, es preciso afirmar con total seguridad, que la 
Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido de las citadas 
prescripciones legales, en cumplimiento además de la formalidad consagrada en el artículo 
3º transcrito anteriormente, pues de acceder a lo solicitado en la demanda, claramente 
estaría desacatando el ordenamiento legal vigente, con las consecuencias penales, 
fiscales y disciplinarias que una decisión en ese sentido conlleva. 
 
En atención a todo lo expuesto en líneas precedentes, es que se tiene que facultado por la 
propia Constitución, para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los servidores 
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públicos, el legislador tiene libertad para disponer que determinados emolumentos se 
liquiden sin consideración al monto total del salario del servidor judicial, es decir, que cierta 
parte del salario no constituya factor para liquidar algunos conceptos salariales. 
 
Lo anteriormente expuesto es el planteamiento jurídico expresado por la Entidad que 
Represento. 
 

EXCEPCIONES 
 

1. INEXISTENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR. Por encontrarse ajustadas a derecho 
todas y cada una de los actos administrativos contenidos en las resoluciones proferidas 
por la Nación – Rama Judicial – DESAJ. 
 

2. PRESCRIPCIÓN TRIENAL DE DERECHOS LABORALES. Teniendo en cuenta la fecha 
a partir de la cual se hizo exigible la pretensión reclamada y la fecha de radicación de la 
reclamación administrativa ante la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial, por la parte actora. 

Lo anterior como fenómeno mediante el cual el ejercicio de un derecho se adquiere o se 
extingue con el sólo transcurso del tiempo de acuerdo a las condiciones descritas en las 
normas que para cada situación se dicten bien sea en materia adquisitiva o extintiva. De 
acuerdo con lo anterior se tiene que la norma establece para el ejercicio de los derechos 
un tiempo determinado dentro del cual se debe solicitar su ejecución, y si transcurre dicho 
tiempo y no se solicitó, se traduce en la pérdida de interés para ejercerlo. 

En ese sentido, en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968 se estableció lo siguiente: 
 

“Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán 
en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El 
simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre 
un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero 
sólo por un lapso igual.” 

 

Por su parte, el Decreto 1848 de 4 de noviembre de 1969, reglamentario del Decreto 3135 
de 1968, por medio del cual se dispuso la integración de la Seguridad Social entre el sector 
privado y público, en el artículo 102, dispuso: 
 

“PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES. 1. Las acciones que emanan de los derechos 
consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben en tres (3) 
años, contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho 
exigible.  
 
2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa 
obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 
prescripción, pero sólo por un lapso igual.”  
 

En cuanto a la ocurrencia del citado fenómeno frente a derechos no consagrados en el 
citado decreto, nos remitimos a lo manifestado por el Consejo de Estado en fallo del 18 de 
febrero de 20101:  

 
 “(…) La ausencia de norma expresa que regule esta figura respecto de otros 
derechos laborales, no incluidos en el Decreto citado, no implica la 
imprescriptibilidad de los mismos, de ahí que por analogía se aplica el artículo 
151 del C.P.T.2, a menos que existan cánones que regulen este tópico en puntos 
específicos.”  
 

 
1 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, 

Radicación número: 25000-23-25-000-2003-09269-02(0741-08). 
2 “Artículo 151 del C.P.T. y de la S.S. Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán 

desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un 

derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual.”. 
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Al respecto, en sentencia del 21 de marzo de 2002, Subsección B, Sección Segunda, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, M. P. Dr. Alejandro 
Ordóñez Maldonado3, radicado Interno No. 4238-2001, se manifestó: 
 
“(…) No cree la Sala que el vacío normativo que presenta el artículo 41 del Decreto 
3135 de 1968, conlleve radicalizar la tesis de la imprescriptibilidad del derecho salarial 
o permitir subsidiariamente la vigencia del término veintenario contemplado en el 
artículo 2536 del C.C., puesto que, en una interpretación sistemática, es preciso 
reconocer que la PRESCRIPCIÓN de los derechos laborales no previstos en dicha 
norma se regula por otras disposiciones que establezcan la materia. 
 
En este sentido, es de recibo aplicar el trienio prescriptivo que se enuncia en el 
artículo 151 del C.P.L. y que consagra este fenómeno para “las acciones que 
emanen de las leyes sociales”, norma que por su carácter de orden público y ante 
la ausencia de precepto normativo de carácter especial, es viable para suplir esta 
falencia por aplicación analógica. La Ley 153 de 1887 artículo 8° al preceptuar los 
principios de interpretación jurídica, acepta como regla de hermenéutica la analogía 
cuyo alcance se explica en que “Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso 
controvertido, se aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes,...”. 
 
Acudiendo al artículo 151 del C.P.L. en vigor de la pauta analógica, es dable concluir, 
que aún otorgando a esta norma un alcance estrictamente privatista, contiene una 
materia común extensible para los empleados públicos, porque es innegable la relación 
laboral que surge respecto de ambas modalidades, luego existe una “materia 
semejante” que colma el vacío normativo regulador del régimen prescriptivo salarial 
para los empleados públicos. 
 
La norma referida no tiene un alcance estrictamente privatista y siendo así, no existen 
elementos indicadores que permitan deducir que la expresión trienal está limitada a 
temas tratados específicamente para regular el sector privado. En consecuencia, la 
PRESCRIPCIÓN contemplada en el artículo 151 del C.P.L., abarca los derechos tanto 
de los servidores públicos como de los trabajadores particulares, a menos que existan 
normas especiales que regulen términos prescriptivos, verbigracia el artículo 23 del 
Decreto-Ley 1045 de 1978.”. 
 
Además, la prescripción de las prestaciones sociales es posible aplicarla en esta clase 
de procesos opera de oficio, de manera que no es del caso alegarla, dado que, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 164 del C.C.A., en la sentencia definitiva 
debe el juez administrativo decidir sobre “las excepciones propuestas y sobre cualquier 
otra que el fallador encuentre probada”, y, por tratarse de una norma especial para esta 
jurisdicción, prima sobre las reglas generales de otros procedimientos. (…)”. (Negrillas 
por fuera del texto original).  

 
 
4) LA INNOMINADA: Prevista en el artículo 187 inciso segundo del C.P.A.C.A., esto es, 
“cualquier otra que el fallador encuentra probada”, aunque no hubiese sido propuesta. 

 
 

PETICIONES 
 
Respetuosamente solicito a su señoría: 
 

1. PRINCIPAL. Que se nieguen las pretensiones de la demanda, por las razones de hecho 
y de derecho expuestas en este escrito. 
 

2. SUBSIDIARIA. Que se declaren probadas las excepciones propuestas en la presente 
contestación de la demanda o aquellas que se encuentren probadas, aunque no hayan 
sido propuestas. 

 
 

PRUEBAS 

 
3 Posición reiterada por esta Subsección, en sentencia del 28 de enero de 2010, Expediente No. 050012331000199901198-01 (0005-2008) 

Actor: Carlos Mario Jaramillo López, Consejero Ponente: Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 
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Sírvase su señoría, tener por su valor probatorio las allegadas legal y oportunamente, a su 
vez, respetuosamente solicito decretar las pruebas de oficio que considere pertinentes, 
conducentes y útiles al proceso. 

 
- A su vez, respetuosamente solicito tener en cuenta los antecedentes administrativos 
allegados con el libelo de la demanda, toda vez que lo que se pretende a través de lo 
dispuesto en el artículo 175 del C.P.A.C.A, es la incorporación del expediente 
administrativo, a fin que el Tribunal o Juez respectivo, pueda examinar la génesis de la 
actuación administrativa impugnada y, por tanto, situarse, en ocasiones, más que como 
defensor de los derechos e intereses de las partes (al margen, pues, de la específica 
función jurisdiccional), como guardián de la legalidad de la actuación administrativa 
cuestionada. 
  
A luces de lo dispuesto en el artículo 167 del C.G.P. corresponde a las partes probar los 
supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, 
no obstante, y de acuerdo con las particularidades del caso, podrá el juez imponer la carga 
de la prueba a una parte en particular, que es lo que sucede en el presente asunto, cuando 
dentro del auto admisorio se informa a la parte demandada que deberá aportar con la 
contestación de la demanda el expediente administrativo respectivo. 
  
Ahora bien, teniendo en cuenta que el expediente administrativo ya reposa en el proceso 
de nulidad y restablecimiento del derecho, como es el caso que nos ocupa, y contra el 
mismo no se eleva tacha de falso, el mismo presta el mérito probatorio pretendido, sin ser 
necesario que se vuelva a incorporar una pieza procesal ya existente, pues, en aplicación 
de la nueva normatividad procesal y de los principios de celeridad, eficacia y economía 
procesal, dado que el expediente administrativo ya obra en el proceso, y como quiera que 
el Juez debe velar por suprimir los trámites innecesarios, remover de oficio los obstáculos 
meramente formales y evitar decisiones inhibitorias, aunado al hecho de que con la emisión 
del artículo 175 del C.P.A.C.A lo que se pretendió fue que la administración no ocultará la 
información con la que cuenta y de esta manera sus actuaciones estuviesen provistas de 
legalidad y buena fe, lo cual se observa en el presente asunto, actuaciones que deberán 
estar en concordancia con los principios de Economía y Celeridad. 
 

ANEXOS 
 
1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial, doctora CLARA INÉS RAMÍREZ SIERRA. 
2. Resolución No. 1357 del 01 de febrero de 2007, del Consejo Superior de la Judicatura - 
Sala Administrativa “Por medio del cual se hace un nombramiento”. 
3. Acta de Posesión del primer (1°) día del mes de febrero de 2007.  
4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía No.31.962.322. 
5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 
NOTIFICACIONES 

 
Correo oficial para notificaciones judiciales:  dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co    
  
Atentamente, 

      

 NANCY MAGALI MORENO CABEZAS 
 C.C. No. 34.569.793 
 T.P. 213.094 del Consejo Superior de la Judicatura. 
 Cel. 3164900473 
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Santiago de Cali, 11 de Agosto del 2021. 
 
 
Señores  
JUZGADO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO 
Viene del Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito 
Cali – Valle del Cauca  
 
 

Referencia: CONTESTACION DEMANDA 
Expediente:  Rad. N° 2019-00078 

  Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
  Demandante: DERLY LORENA GOMEZ CARDOZO 

Demandado: Nación – Rama Judicial – DESAJ 
 

VIVIANA NOVOA VALLEJO,  mayor de edad, vecina de la ciudad  e identificada con la C.C. N° 
29.180.437 expedida en Cali – Valle,   Tarjeta Profesional N° 162.969 del C. S. de la J., en mi 
condición de apoderada de la Nación - Rama Judicial  -  Consejo Superior de la Judicatura, 
mediante poder otorgado por la Doctora CLARA INÉS RAMÍREZ SIERRA, quien actúa 
conforme a lo dispuesto en el artículo 103 numero 7° de la Ley 270 de 1996, nombrada 
mediante resolución N° 1357 del 01 de Febrero de 2007 por el Director Ejecutivo de 
Administración Judicial con fundamento en el artículo 99 Numeral 8° Ley 270 de 1996 y estando 
dentro del término legal, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA  en representación de la 
NACION - RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACION 
JUDICIAL (Cali – Valle del Cauca). 
 

A LAS PRETENSIONES. 
 
Lo solicitado por el(la) demandante, es que la BONIFICACION JUDICIAL creada mediante los 
Decretos N° 0383 y 384 del 6 de marzo de 2013 sea factor salarial para todos los efectos 
legales, y como consecuencia que se realice el ajuste de todas sus prestaciones sociales.  
 
Revisadas las actuaciones demandadas, RESOLUCIÓN DESAJCLR17-3307 del 30 de Octubre 
del 2017 “Por medio de la cual se resuelve un Derecho de Petición”, y los pagos realizados por 
parte de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Cali – Valle del Cauca, 
es preciso manifestar que no existieron vicios ni irregularidades en la emisión de los actos 
administrativos demandados, ya que se soportaron en las normas sustantivas y procesales 
vigentes para el momento de los hechos.  
 
Es así que, me opongo a todas y cada una de las declaraciones y condenas que sean 
contrarias a la entidad que represento y que puedan afectarla, toda vez que el(la) demandante 
carece de fundamentos jurídicos tal como se demostrará a continuación; solicitando que se 
absuelva de todo cargo a la Nación – Rama Judicial – DESAJ y se declaren probadas las 
excepciones propuestas. 
 

A LOS HECHOS. 
 
Es cierto que la señora DERLY LORENA GOMEZ CARDOZO, identificada con la cedula de 
ciudadanía N° 1.143.841.827, ha prestado sus servicios en la Rama Judicial desde el 16 de 
Junio del 2014; desempañando sus funciones como Escribiente del Juzgado 13 Laboral del 
Circuito de Cali. 
 
Es cierto que el día 27 de Octubre del 2017, la señora DERLY LORENA GOMEZ CARDOZO 
presentó Reclamación Administrativa ante la Dirección Seccional de Administración Judicial, 
sobre la reliquidación de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial 
como factor salarial. 
 
Es cierto que esta entidad mediante el acto administrativo contenido en la RESOLUCIÓN 
DESAJCLR17-3307 del 30 de Octubre del 2017, dio respuesta concreta, clara y de fondo a lo 
solicitado el 27/10/2017. 
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Sobre el Recurso de Apelación presentado el 9 de Noviembre del 2017 contra la RESOLUCIÓN 
DESAJCLR17-3307 del 30 de Octubre del 2017 “Por medio de la cual se resuelve un Derecho 
de Petición”, y el Silencio Administrativo Negativo, le corresponde pronunciarse de fondo a la 
DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL con sede en la Ciudad de Bogotá. 
 
En relación con las demás manifestaciones, no son hechos sino “apreciaciones subjetivas y 
afirmaciones personales del apoderado de la parte demandante”, por lo tanto, me abstengo de 
pronunciarme al respecto, pues tales manifestaciones deben ser demostradas, probadas en 
legal forma y debatidas al interior del presente proceso administrativo. 
 
 

RAZONES DE DEFENSA Y FUNDAMENTOS DE DERECHO. 
 
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la Constitución 
Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y prestacional de 
los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la fuerza pública y regular 
el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales. 
 
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, mediante 
la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la Fiscalía General de la Nación, los 
miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones 
sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo cual debe tener en cuenta, entre otros, los 
siguientes objetivos y criterios:  
 
- El respeto de los derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales;  
- La sujeción al marco general de la política macro económica y fiscal;  
- La racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad;  
- El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, sus responsabilidades y las 
calidades exigidas para su desempeño.  
 
De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley que la potestad para fijar los 
estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y exclusivamente 
en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución y la Ley, quien 
determina dichas asignaciones. 
 
En desarrollo de las facultades conferidas por la Ley 4ª de 1992 el Ejecutivo expidió el 07 de 
enero de 1993 el Decreto 57, “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y 
prestacional para los servidores públicos de la rama judicial y de la justicia penal militar y se 
dictan otras disposiciones”, estatuto que en sus artículos 1º, 2º y 12 fijó las siguientes 
prescripciones: 
 

“…ARTICULO 1o. El régimen salarial y prestacional establecido en el presente Decreto será 
de obligatorio cumplimiento para quienes se vinculen al servicio con posterioridad a la 
vigencia del mismo y no se tendrá en cuenta para la determinación de la remuneración de 
otros funcionarios de cualquiera de las ramas del Poder Público, organismos o instituciones 
del Sector Público.  
 
ARTICULO 2o. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia Penal 
Militar podrán optar por una sola vez, antes del 28 de febrero de 1993, por el régimen salarial 
y prestacional establecido en el presente Decreto. Los servidores públicos que no opten por 
el régimen aquí establecido continuarán rigiéndose por lo dispuesto en las normas legales 
vigentes a la fecha. 
 
(…) ARTICULO 12. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia 
Penal Militar que tomen la opción establecida en este Decreto o se vinculen por primera vez, 
no tendrán derecho a las primas de antigüedad, ascensional, de capacitación y cualquier 
otra sobrerremuneración. Las primas de servicios, vacaciones, navidad y las demás 
prestaciones sociales diferentes a las primas aquí mencionadas y a las cesantías se regirán 
por las disposiciones legales vigentes. (…)” 
 

Los preceptos citados vienen al caso para documentar que desde el 1º de enero de 1993, y por 
mandato legal, coexisten en la Rama Judicial dos regímenes salariales y prestacionales, a 



 

Oficio hoja No. 3  

Palacio de Justicia "Pedro Elías Serrano Abadía" Carrera 10 No. 12-15 Piso 17 

www.ramajudicial.gov.co 

 

saber: un régimen ordinario, o de los NO ACOGIDOS, que se aplica a los servidores judiciales 
que venían vinculados a esa fecha y que optaron por continuar bajo el amparo de las 
disposiciones anteriores, y un régimen especial, o de los ACOGIDOS, cuyos destinatarios son 
los empleados y funcionarios judiciales que prefirieron las nuevas disposiciones salariales, y los 
que se vincularon a la Rama Judicial a partir del 1º de enero de 1993.  
 
Es así que la normatividad que se aplica en el asunto que nos ocupa es la consagrada en el 
régimen especial, estipulada en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995, 
36 de 1996 y los posteriores que los han subrogado. 
 
Entrando en materia es del caso remitirnos a las disposiciones consagradas en el Decreto 383 
del 6 de marzo de 2013, “Por el cual se crea una bonificación judicial para los servidores 
públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones”, 
normatividad que estableció en lo concerniente: 
 

“...ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar 
a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 
110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 
reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 10 de enero de 2013, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las Siguientes tablas, así:  
 
(…)”  (Subrayas y negritas fuera de texto) 

 
El Decreto 0383 de 2013 fue modificado por el 1269 del 9 de junio de 2015, atendiendo a que 
IPC -Índice de Precios al Consumidor- proyectado como aumento de la bonificación judicial para 
éste año fue menor al efectivamente registrado. La norma en cita dispuso: 
 

“…ARTÍCULO 1. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para los 
servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 
régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y constituye únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2015, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
 
(…)” (Resaltado y negrillas propias). 

 
A su vez la anterior disposición fue modificada por el Decreto 246 del 12 de Febrero de 2016, 
que aumentó el monto de la Bonificación Judicial proyectada para esa vigencia conforme se 
indica a continuación: 
 

“ARTÍCULO 1°. Ajustase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para los 
servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 
régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y constituye únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2016, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así:  
 
(…) (Subrayas y Negritas fuera de texto) 
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Esta disposición fue modificada por el Decreto 1014 del 9 de Junio de 2017, que cambió el valor 
de la Bonificación Judicial proyectada para la vigencia 2017 conforme se indica a continuación: 
 

“…ARTÍCULO 1°. Ajústase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para 
los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 
régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y constituye únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. 
  
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1° de enero de 2017, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde 
para cada año al valor que se fija en las siguientes tablas, así: 
 
(…)” (Subrayas y negritas mías) 
 

Los Decretos 383 de 2013, 1269 de 2015, 246 de 2016 y 1014 de 2017, instituyeron también, 
cada uno en su respectivo ARTÍCULO 3º, la siguiente previsión legal: 

 
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o 
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias) 

 
Corolario de las normas citadas es que por expreso mandato legal, la Bonificación Judicial 
constituye factor salarial únicamente para efectos de constituir la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
 
En cuanto al carácter salarial o no de algunos emolumentos derivados de la relación laboral 
legal y reglamentaria de los servidores judiciales, es del caso anotar que en diferentes 
sentencias los máximos órganos de cierre en lo Constitucional y de lo Contencioso 
Administrativo han plasmado su posición, que se circunscribe a ratificar la potestad que tiene el 
legislador, por mandato constitucional, de disponer que determinados conceptos salariales se 
liquiden sin consideración al monto total del salario del servidor público, sin que ello implique 
omisión o un incorrecto desarrollo de los deberes. Así, y más específicamente sobre la 
expresión “sin carácter salarial”, se pronunció la H. Corte Constitucional en sentencia C-279 de 
24 de junio de 1996, en el trámite de la Acción Pública de Inconstitucionalidad promovida contra 
algunos apartes de la Ley 4ª de 1992, al manifestar: 
 

"…Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que aún 
cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las prestaciones 
sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del trabajador, no 
existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la materia o 
en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación social 
o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del trabajador, 
esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza salarial, y sin que 
pierdan por ello tal carácter…  
 
Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que “el legislador conserva una cierta 
libertad para establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de definir y 
desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución. 
 
Las definiciones de convenios internacionales que transcribe la actora no significan que el 
legislador nacional haya perdido la facultad de tomar o no en cuenta una parte de la 
remuneración que perciben los trabajadores para definir las bases sobre las cuales han de 
hacérseles otros pagos. 
 
Así pues, el considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no sean factor 
salarial, no lesiona los derechos de los trabajadores, y no implica una omisión o un 
incorrecto desarrollo del especial deber de protección que el Estado colombiano tiene en 
relación con el derecho al trabajo, ni se aparta de os deberes que Colombia ha adquirido 
ante la comunidad internacional. …”  

 
Mediante la referida sentencia C-279 de 1996, que hizo tránsito a cosa juzgada constitucional, 
la Corte resolvió: 
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“Declarar exequibles las siguientes disposiciones legales: 
 
…La frase “sin carácter salarial” del artículo décimo cuarto de la ley 4ª de 1992. …” 
(Negrita y Subrayas fuera de texto) 

 
Con relación a la mencionada declaración es pertinente anotar que no obstante haberse 
pronunciado anteriormente la Corte sobre la exequibilidad del aparte: "sin carácter salarial”, en 
la Sentencia C-681-03 de 2003 el mismo texto es declarado INEXEQUIBLE pero de manera 
restringida, en consideración a los nuevos elementos de juicio que se propiciaron con la 
entrada en vigencia de la Ley 332 de 1996, norma que "levantó parcialmente" el carácter no 
salarial al artículo 14 de la Ley 4a de 1992 al determinar que ".. hará parte del ingreso base 
únicamente para efectos de la liquidación de la pensión de jubilación, para lo cual se harán las 
cotizaciones de pensiones establecidas por la ley…", dando lugar a que la Corte resolviera la 
acción incoada en los siguientes términos: 

 
"(...) 
 
2" La presente decisión produce efectos en las cotizaciones y liquidación de las 
pensiones de jubilación de los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la 
Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado del Procurador 
General de la Nación, el Fiscal General de la Nación el Registrador Nacional del Estado Civil 
y el Defensor del Pueblo, servidores contemplados en el artículo 15 de la ley 4a de 1992. 
 
3° La prima especial de servicios constituirá factor de salario solo para la cotización y 
liquidación de la pensión de jubilación de acuerdo con las normas nacionales vigentes 
que regulan el régimen prestacional de los funcionarios señalados...." (Negrillas y subrayas 
propias). 

 
Sobre el tema también se pronunció el Consejo de Estado en sentencia del 19 de junio de 2008, 
Radicación número: 11001-03-25-000-2006-00043-00 (0867-06). Actor: PABLO J CACERES 
CORRALES, Consejero ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, al ratificar el carácter NO 
SALARIAL de la Bonificación de Actividad Judicial creada por el 3131 del 08 de septiembre de 
2005 para Jueces de la República y otros funcionarios, en los siguientes términos: 
 

“…Conforme a lo expuesto, considera la Sala que ¡as normas acusadas, al señalar que la 
bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni prestacional no desconocieron 
ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y constitucionales citadas en 
la demanda. 
 
Ahora bien, según el demandante la bonificación por actividad judicial es, a la luz de lo 
normado por los artículos 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, un componente de la 
remuneración que tiene todas las características esenciales del salario, por lo que no le es 
permitido a la Administración suprimirle el carácter salarial. 
 
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el actor, la 
bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para mejorar el salario, es 
decir se trata de una suma adicional a la asignación básica, constituida, desde un 
principio, sin carácter salarial. Por ello resulta desacertado que se alegue una 
desmejora del mismo, y no puede concebirse que una disposición que tiene como 
finalidad mejorar las condiciones económicas de un trabajador pueda lesionar y 
desmejorar el derecho al trabajo...". (Subrayas y negrillas fuera de texto) 

 
Colofón de todo lo hasta aquí expuesto es que facultado por la propia Constitución para fijar los 
estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos, legislador tiene libertad para 
disponer que determinados emolumentos se liquiden s" consideración al monto total del salario 
del servidor judicial, es decir, que cierta parte de salario no constituya factor para liquidar 
algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese presupuesto el 
ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera podría considerarse 
como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales. 
 
Por otra parte, respecto a la pretensión encausada a la inaplicación por inconstitucional de los 
decretos que regulan la Bonificación Judicial, es necesario resaltar que la Excepción de 
Inconstitucionalidad, que constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios públicos y a la 
jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, cuando se ven 
comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la aplicabilidad de una 
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norma legal vigente, pero inconstitucional, como la norma no señala cuál es el juez competente 
para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción, se hace necesario 
remitirnos a otras fuentes del derecho, en este caso a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, Corporación que en la Sentencia de Tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 
Expediente No, T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, expreso: 
 

"... 3.  Excepción de inconstitucionalidad 
 
Como es bien sabido, la Corte Constitucional ejerce la defensa de la integridad y supremacía 
de la Constitución Política (art. 241 CP.) El fundamento de la excepción de 
constitucionalidad, se encuentra en el artículo 4o. de la Carta, que expresa: "En todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma jurídica, se aplicarán las 
disposiciones constitucionales". 
 
En este sistema el proceso ya no es ofensivo: para invocar la inconstitucionalidad de la ley 
es necesario que ésta haya sido aplicada; es decir, que no interviene sino de manera 
incidental, a propósito de un proceso, y a título de excepción presentada por una de las 
partes en él. En este caso si el juez encuentra fundada la demanda de 
inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo solicitó. Al 
contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su eficacia 
jurídica, es decir no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, siempre 
que no se le oponga la excepción de inconstitucionalidad. El objeto de la excepción no es 
pues la anulación, sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido. 
 
Se establecen, pues, algunas diferencias muy claras con la acción de inconstitucionalidad: 
en el primer sistema la acción puede ejercitaría cualquier persona y el fallo produce efectos 
erga omnes, es decir, generales; la excepción sólo puede imponerla la parte interesada 
dentro del litigio, y no produce efectos sino respecto de ella, es decir, individuales. Por otra 
parte, a diferencia de ¡a acción, ¡a excepción de inconstitucionalidad no requiere de 

tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los tribunales ordinarios." 
(Subrayas fuera de texto). 

 
Esta posición jurisprudencial la reafirmo la Corte Constitucional en la sentencia de tutela T-150 
de 1995, cuando sobre el mismo tema dijo: 
 

“La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado: 
 
"El artículo 4o de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 
de la codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre 
cualquier otra norma jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos únicamente 
referidos a éstos, cuando quiera que se establezca la incompatibilidad entre la norma de que 
se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de por medio ¡a definición por vía genera! 
acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio de la providencia que 
adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia de  
acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular. 
 
"Para que la aplicación de la ley y demás disposiciones integrantes del ordenamiento judaico 
no quede librada a ¡a voluntad, e! deseo o la conveniencia del funcionario a quien compete 
hacerlo,   debe   preservarse   el   principio   que   establece   una   presunción de 
constitucionalidad. Esta, desde luego, es desvirtuable por vía general mediante el ejercicio 
de las aludidas competencias de control constitucional y en el caso concreto, merced a lo 
dispuesto en el artículo 4o de la Constitución, haciendo prevalecer los preceptos 
fundamentales mediante la inaplicación de las normas inferiores que con ellos resultan 
incompatibles. 
 
"Subraya la Corte el concepto de incompatibilidad como elemento esencial para que la 
inaplicación sea procedente, ya que, de no existir, el funcionario llamado a aplicar la ley no 
puede argumentar la inconstitucionalidad de la norma para evadir su cumplimiento." 
(Sentencia No T-614 de 1992, M.P. doctor José Gregorio Hernández Galindo) 
 
Así mismo, la excepción de inconstitucionalidad puede ser conocida por cualquier tribunal 
ordinario, en tanto que el conocimiento de la acción pública está reservado a la decisión que 
adopte el tribunal competente, que en el caso de las leyes o decretos con fuerza de ley es la 
Corte Constitucional (art. 241 de la CP.) y en los demás casos el Consejo de Estado, previo 
el ejercicio de la acción pública de nulidad (art. 237, No 2o. de la CP.). (Subrayas y negrillas 
fuera de texto). 
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Se debe citar igualmente, que la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial como 
autoridades administrativas, agentes del Estado, garantes del principio de legalidad y custodios 
del mismo, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a acatar las disposiciones legales al 
tenor literal de su redacción, dándoles estricto cumplimiento, en armonía con la máxima legal 
según la cual: "donde el legislador no distingue no le es dado al intérprete distinguir", atribuirles 
un alcance que no tienen resultarla contrario al sentido natural y obvio en que deben entenderse 
e interpretarse las palabras, conforme a lo señalado en artículos 27 y 28 del Código Civil que 
prevén: 

 
“…ARTICULO 27. INTERPRETACION GRAMATICAL. Cuando el sentido de la ley sea claro, 
no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu.  
 
Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su intención o 
espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna de su 
establecimiento.  
 
ARTICULO 28. SIGNIFICADO DE LAS PALABRAS. Las palabras de la ley se entenderán en 
su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el 
legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su 
significado legal. …” 

 
La única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es cuando no son 
claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en el asunto que nos ocupa, 
donde la normatividad aplicada se presume legal y constitucional. 
 
De manera que sobre la demanda para que se inaplique por inconstitucional el aparte “…y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud…” por ser abiertamente 
contrarios a la Constitución y a las leyes superiores, para reconocer como factor salarial para 
todos los efectos legales la Bonificación Judicial contemplada en el Decreto 383 de 2013, 
modificado por el 1269 de 2015, y que como consecuencia se les reliquiden desde el 01 de 
enero de 2013 hasta la fecha y en adelante todas las primas y prestaciones sociales como son:  
“…a) Prima de Servicios, b) Prima de Productividad, c) Prima de Vacaciones, d)Vacaciones, e) 
Prima de Navidad, f) Bonificación por servicios prestados, g) Cesantías e intereses a las 
cesantías, h) y demás emolumentos que por constitución, ley o reglamento le correspondan a 
funcionarios y empleados de la rama judicial.…”, es preciso afirmar con total seguridad, que la 
Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido de las citadas 
prescripciones legales, en cumplimiento además de la formalidad consagrada en el artículo 3º 
transcrito anteriormente,  pues de acceder a lo solicitado en la demanda, claramente estaría 
desacatando el ordenamiento legal vigente, con las consecuencias penales, fiscales y 
disciplinarias que una decisión en ese sentido conlleva. 
 
En resumen de todo lo hasta aquí expuesto, es que facultado por la propia Constitución, para 
fijar los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos, el legislador tiene 
libertad para disponer que determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto 
total del salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor 
para liquidar algunos conceptos salariales. 
 
 

EXCEPCIONES 
 
- INEXISTENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR, AUSENCIA DE CAUSA PETENDI: Por 
encontrarse ajustadas a derecho todas y cada una de las resoluciones emitidas. 
 
- PRESCRIPCIÓN TRIENAL DE DERECHOS LABORALES. En el presente caso ha operado la 
prescripción trienal de derechos laborales posteriores a ENERO DE 2016, ello toda vez que 
el(la) hoy demandante, solo radicó ante la Dirección Seccional de Administración Judicial la 

Reclamación Administrativa, el día 27 DE OCTUBRE DEL 2017.  
 
Para el caso se presenta claramente la prescripción trienal de los derechos laborales anteriores 
a la solicitud, tenemos que es el fenómeno mediante el cual el ejercicio de un derecho se 
adquiere o se extingue con el sólo transcurso del tiempo de acuerdo a las condiciones descritas 
en las normas que para cada situación se dicten bien sea en materia adquisitiva o extintiva. De 
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acuerdo con lo anterior se tiene que la norma establece para el ejercicio de los derechos un 
tiempo determinado dentro del cual se debe solicitar su ejecución, y si transcurre dicho tiempo y 
no se solicitó, se traduce en la pérdida de interés para ejercerlo.  
 
En ese sentido, en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968 se estableció lo siguiente: 
 

“Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán en 
tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple 
reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre un derecho o 
prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso 
igual.” 

 
Por su parte, el Decreto 1848 de 4 de noviembre de 1969, reglamentario del Decreto 3135 de 
1968, por medio del cual se dispuso la integración de la Seguridad Social entre el sector privado 
y público, en el artículo 102, dispuso: 
 

“PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES. 1. Las acciones que emanan de los derechos 
consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben en tres (3) años, 
contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible.  
 
2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa 
obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 
prescripción, pero sólo por un lapso igual.”  
 

En cuanto a la ocurrencia del citado fenómeno frente a derechos no consagrados en el citado 
decreto, nos remitimos a lo manifestado por el Consejo de Estado en fallo del 18 de febrero de 
20101:  

 
 “(…) La ausencia de norma expresa que regule esta figura respecto de otros derechos 
laborales, no incluidos en el Decreto citado, no implica la imprescriptibilidad de los 
mismos, de ahí que por analogía se aplica el artículo 151 del C.P.T.2, a menos que 
existan cánones que regulen este tópico en puntos específicos.”  
 
Al respecto, en sentencia del 21 de marzo de 2002, Subsección B, Sección Segunda, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, M. P. Dr. Alejandro Ordóñez 
Maldonado3, radicado Interno No. 4238-2001, se manifestó: 
 
“(…) No cree la Sala que el vacío normativo que presenta el artículo 41 del Decreto 3135 de 
1968, conlleve radicalizar la tesis de la imprescriptibilidad del derecho salarial o permitir 
subsidiariamente la vigencia del término veintenario contemplado en el artículo 2536 del 
C.C., puesto que, en una interpretación sistemática, es preciso reconocer que la 
PRESCRIPCIÓN de los derechos laborales no previstos en dicha norma se regula por otras 
disposiciones que establezcan la materia. 
 
En este sentido, es de recibo aplicar el trienio prescriptivo que se enuncia en el artículo 
151 del C.P.L. y que consagra este fenómeno para “las acciones que emanen de las 
leyes sociales”, norma que por su carácter de orden público y ante la ausencia de 
precepto normativo de carácter especial, es viable para suplir esta falencia por 
aplicación analógica. La Ley 153 de 1887 artículo 8° al preceptuar los principios de 
interpretación jurídica, acepta como regla de hermenéutica la analogía cuyo alcance se 
explica en que “Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, se 
aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes,...”. 
 
Acudiendo al artículo 151 del C.P.L. en vigor de la pauta analógica, es dable concluir, que 
aún otorgando a esta norma un alcance estrictamente privatista, contiene una materia 
común extensible para los empleados públicos, porque es innegable la relación laboral que 
surge respecto de ambas modalidades, luego existe una “materia semejante” que colma el 
vacío normativo regulador del régimen prescriptivo salarial para los empleados públicos. 
 

                                                 
1 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, Radicación 

número: 25000-23-25-000-2003-09269-02(0741-08). 
2 “Artículo 151 del C.P.T. y de la S.S. Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde 

que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual.”. 
3 Posición reiterada por esta Subsección, en sentencia del 28 de enero de 2010, Expediente No. 050012331000199901198-01 (0005-2008) Actor: 

Carlos Mario Jaramillo López, Consejero Ponente: Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 



 

Oficio hoja No. 9  

Palacio de Justicia "Pedro Elías Serrano Abadía" Carrera 10 No. 12-15 Piso 17 

www.ramajudicial.gov.co 

 

La norma referida no tiene un alcance estrictamente privatista y siendo así, no existen 
elementos indicadores que permitan deducir que la expresión trienal está limitada a temas 
tratados específicamente para regular el sector privado. En consecuencia, la 
PRESCRIPCIÓN contemplada en el artículo 151 del C.P.L., abarca los derechos tanto de los 
servidores públicos como de los trabajadores particulares, a menos que existan normas 
especiales que regulen términos prescriptivos, verbigracia el artículo 23 del Decreto-Ley 
1045 de 1978.”. 
 
Además, la prescripción de las prestaciones sociales es posible aplicarla en esta clase de 
procesos opera de oficio, de manera que no es del caso alegarla, dado que, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 164 del C.C.A., en la sentencia definitiva debe el juez 
administrativo decidir sobre “las excepciones propuestas y sobre cualquier otra que el 
fallador encuentre probada”, y, por tratarse de una norma especial para esta jurisdicción, 
prima sobre las reglas generales de otros procedimientos. (…)”. (Negrillas por fuera del texto 
original).  

 
- LA INNOMINADA O GENERICA: Prevista en el artículo 187 inciso segundo del C.P.A.C.A., 
esto es, “cualquier otra que el fallador encuentra probada”. 

 
 

PETICIONES. 
 
- Solicito a su señoría de forma muy respetuosa, que se NIEGUEN las pretensiones solicitadas 
por el(la) servidora judicial en la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 
ello teniendo en cuenta las razones de hecho y de derecho expuestas en este escrito. 
 
- Solicito que se declaren probadas las Excepciones propuestas en la presente contestación de 
demanda, y cualquier otra excepción que su señoría encuentre probada. 

 
 

PRUEBAS. 
 
- Comedidamente solicito al Señor Juez, decretar las pruebas de oficio que considere 
pertinentes y útiles en el proceso. 
 
- También solicito tener en cuenta los antecedentes administrativos allegados con el escrito 
demandatorio, toda vez que lo que se pretende a través de lo dispuesto en el artículo 175 del 
C.P.A.C.A, es la incorporación del expediente administrativo, a fin que el Tribunal o Juez 
respectivo, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada y, por tanto, 
situarse, en ocasiones, más que como defensor de los derechos e intereses de las partes (al 
margen, pues, de la específica función jurisdiccional), como guardián de la legalidad de la 
actuación administrativa cuestionada. 
 
A luces de lo dispuesto en el artículo 167 del C.G.P. corresponde a las partes probar los 
supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, sin 
embargo y de acuerdo con las particularidades del caso, podrá el juez imponer la carga de la 
prueba a una parte en particular, que es lo que sucede en el presente asunto, cuando dentro del 
auto admisorio se informa a la parte demandada que deberá aportar con la contestación de la 
demanda el expediente administrativo respectivo. 
 
No obstante lo anterior, si el expediente administrativo ya reposa en el proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho, como es el caso que nos ocupa, y contra el mismo no se eleva 
tacha de falso, el mismo presta el mérito probatorio pretendido, sin ser necesario que se vuelva 
a incorporar una pieza procesal ya existente, pues, en aplicación de la nueva normatividad 
procesal y de los principios de celeridad, eficacia y economía procesal, dado que el expediente 
administrativo ya obraba en el proceso, y como quiera que el Juez debe velar por suprimir los 
trámites innecesarios, remover de oficio los obstáculos meramente formales y evitar decisiones 
inhibitorias, aunado al hecho de que con la emisión del artículo 175 del C.P.A.C.A lo que se 
pretendió fue que la administración no ocultará la información con la que cuenta y de esta 
manera sus actuaciones estuviesen provistas de legalidad y buena fe, lo cual se observa en el 
presente asunto. 
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ANEXOS 

 
1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial, 
doctora CLARA INES RAMIREZ SIERRA. 
 
2. Resolución No. 1357 del 01 de Febrero de 2007, del Consejo Superior de la Judicatura - Sala 
Administrativa -  “Por medio del cual se hace un nombramiento”. 
 
3. Acta de Posesión del primer (1°) día del mes de Febrero de 2007.  
 
4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía No.31.962.322. 
 
5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 
 

NOTIFICACIONES 
 
- En la Secretaría del Despacho o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 
Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la Carrera 10 No 12 – 15 Palacio de 
Justica “Pedro Elías Serrano Abadía” de Cali.    
 

- Teléfono 8986868 ext. 1404 y 1409.  
 

Correo de notificaciones: dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

  
 
Atentamente, 
 

 
 

VIVIANA NOVOA VALLEJO 
C.C No. 29.180.437 de Cali (Valle) 
T.P No. 162.969 del C. S. de la Judicatura 
Cel. 318-2824266. 
 
 



Consejo Superior de la Judicatura 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 

Cali – Valle del Cauca 
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Santiago de Cali,  

 

JUZGADO 401 TRANSITORIO ADMINSTRATIVO DE CALI  .  

Ciudad  

  

Referencia:     Expediente: 2019-00309 

Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante:  JAN PIERE GUTIERREZ y Otros.  

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL   

 

CESAR ALEJANDRO VIAFARA SUAZA, vecino de la ciudad, con cédula de ciudadanía 

No.94.442.341 de Buenaventura (Valle) y Tarjeta Profesional de Abogado No. 137.741 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de la Nación - Rama 

Judicial en el proceso de la referencia, según poder adjunto otorgado por el Director 

Seccional de Administración Judicial (e) conforme el artículo 103 numeral 7 de la Ley 

270/96, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA que nos ocupa. 

  

I. A LAS PRETENSIONES  

 Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y 

solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las 

excepciones que se proponen en el acápite correspondiente.  

  

II. A LOS HECHOS  

 En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los 

cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial, así como los extremos 

temporales que se encuentren debidamente soportados documentalmente.   

  

Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede 

administrativa, la expedición de los actos que hoy emergen como acusados, y el trámite de 

conciliación prejudicial, adelantado ante la Procuraduría General de la Nación.  

  

Frente a los demás hechos presentados en la demanda, es pertinente advertir al Despacho 

que se tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones subjetivas de 

la apoderada de la parte actora.  

  

III. RAZONES DE LA DEFENSA  

 1. RESUMEN DEL CASO 

En la demanda la parte actora solicita se ordene a la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial reliquidar y pagar de manera retroactiva, indexada y con los 

respectivos intereses moratorios y sanciones por la mora en el pago, el reajuste de la 

asignación mensual y de todas las prestaciones sociales recibidas desde el 1 de enero de 

2013 hasta que se haga el reajuste y en adelante, en virtud de la bonificación judicial 

mensual reconocida mediante el Decreto No. 0383 de 6 de marzo de 2013, como 

remuneración con carácter salarial, con las consecuencias prestacionales incluidas las 

cesantías e intereses a las cesantías de esta bonificación mensual como salario.  

  

2. FUNDAMENTO LEGAL 

 De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional, sin restricción alguna, para fijar el 
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régimen salarial y prestacional de los del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para 

la fijación de las prestaciones empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la 

Fiscalía General de la Nación, los miembros sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo 

cual debe tener en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y criterios: El respeto de los 

derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales; La sujeción al 

marco general de la política macro económica y fiscal; La racionalización de los recursos 

público y su disponibilidad; El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las 

funciones, sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.    

  

De manera que es en virtud de la Constitución Política de 1991 y lo establecido en la 

citada Ley que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los 

servidores públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional.  

  

Así pues, nace el Decreto 0383 del 6 de marzo de 2012, “Por el cual se crea una bonificación 

judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan 

otras disposiciones”, normativa que estableció lo siguiente:  

  
“…ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el 

régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose 

por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 

reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 

de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.”(Se destaca)  

 
En iguales términos fue regulado por el Decreto 384 de 2013 “por el cual se crea una 

bonificación judicial para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial y se dictan otras disposiciones”, y por 

los Decretos 1269 de 2015 y 246 de 2016. 

 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá 

mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio.  

  

Los Decretos 383 de 2013, 384 de 2013, 1269 de 2015 y 246 de 2016 instituyeron también, 

cada uno en su respectivo artículo 3º, la siguiente previsión legal:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional estatuido por las 

normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición 

en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

  
Consecuencia de las normas precitadas, es que por expreso mandato legal la Bonificación 

Judicial constituye  factor  salarial  únicamente  para  efectos  de  constituir  la  base de 

cotización al  Sistema  General  de  Pensiones  y  al  Sistema  General  de  Seguridad  

Social  en Salud, a lo que se agrega que la modificación, ajuste o variación de las normas 

que consagran  dicho concepto es de la exclusiva competencia de Gobierno Nacional, 

como lo evidencian los decretos expedidos por el Ejecutivo para ajustar el monto de la 

referida Bonificación en las vigencias 2015 y 2016, quedando por lo tanto resuelta de plano 

la pretensión del interesado concerniente a “…ajustes equivalentes al IPC del 02%…”.   

  

3. PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LEGALIDAD Y DE 

CONSTITUCIONALIDAD QUE AVALAN EMOLUMENTOS LABORALES SIN 

CARÁCTER SALARIAL 

 

El Consejo de Estado en sentencia del 19 de  junio de 2008, Radicación número: 11001-03-

25-000-2006-00043-00 (0867-06), Actor: PABLO J. CACERES CORRALES, Consejero 

ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, ratificó el carácter NO SALARIAL de la 

Bonificación de Actividad Judicial creada por el Decreto No. 3131 del 08 de septiembre de 

2005, para Jueces de la República y otros funcionarios, providencia en la que se indicó que 

las normas que fueron acusadas en el momento en que señalaron que dicha bonificación 
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al señalar que no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron ningún 

derecho adquirido ni violaron las disposiciones constitucionales y legales, que sustentó el 

demandante en la demanda, ya que precisamente fue creada como una suma adicional al 

salario, por lo que en ningún momento existió una desmejora del mismo. 

  

Es así que, el legislador está facultado por la propia Constitución para fijar los estipendios 

salariales y prestacionales de los servidores públicos, puesto que tiene libertad para 

disponer qué determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto total del 

salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para 

liquidar algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese 

presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera 

podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales.  

  

Por su parte, La Corte Constitucional, máximo intérprete de la Constitución en sentencia 

C-279 de 1996 declaró exequible el artículo 14 de la Ley 4° de 1992 en su redacción 

original, que determinaba que la prima especial allí creada no tendría carácter salarial 

para ningún efecto, en razón de la libertad de configuración del legislador. Para el efecto 

tuvo en cuenta la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993 

(radicación 5481), cuando al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 del Código 

Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la Ley 50 de 1990, expuso que aun cuando 

habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular prestaciones e 

indemnizaciones, ello no impide que el legislador disponga que alguna prestación social o 

indemnización se liquide sin el monto total del salario del trabajador, es decir, que se 

incluyan ciertos factores. Y, concluyó en la providencia que el legislador al determinar que 

algunas primas no tengan carácter salarial, en ningún momento lesiona los derechos del 

trabajador. 

  

Al año siguiente, en la sentencia C-444 de 1997 la Corte Constitucional declaró exequible 

que la Ley 332 de 1996 al modificar el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, le diera efecto a 

dicha prima exclusivamente para liquidar la pensión y que se excluyera a quienes ya 

estaban pensionados.  

  

Seis años después, en la sentencia C-681 de 2003 la Corte Constitucional declaró 

inexequible la expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, por 

violación del principio de igualdad de los funcionarios del artículo 15 con los funcionarios 

del artículo 14, a quienes se les tiene en cuenta para cotizaciones y liquidación de la 

pensión por la modificación que en tal sentido introdujo la Ley 332 de 1996 al artículo 

14, pero de ningún modo porque se haya considerado que existe el derecho 

constitucional a que todo pago salarial sea base de liquidación de prestaciones.  

 

Igualmente, y más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU-395 de 2017, 

reiteró: “…no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la 

materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación 

social o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del 

trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza 

salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter… Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido 

que “el legislador conserva una cierta libertad para establecer, que componentes constituyen, o no 

salario, así como la de definir y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia 

desarrollar la Constitución.” 

Igualmente y en lo relacionado a la vulneración de los derechos adquiridos, la Corte 

Constitucional en la sentencia No. C-410-97 del 28 de agosto de 1997, Magistrado Ponente, 

doctor HERNANDO HERRERA VERGARA, expresó, entre otros que los derechos 

adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han consolidado y 

definido bajo la vigencia de la ley, por lo tanto, se encuentran garantizados, de tal manera 

que no pueden ser desconocidos por situaciones futuras; sin embargo, las simples 
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expectativas son diferentes al derecho adquirido, ya que se tratan de aquellas 

probabilidades o esperanza de obtener algún día un derecho, por lo que pueden ser 

modificadas por el legislador.  

   

Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la H. Corte Constitucional en la 

sentencia citada en precedencia, y la filosofía del legislador con la expedición de los 

Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 2013, claramente expuesta por el Alto Tribunal 

Constitucional, se tiene que a la parte demandante no se le ha vulnerado derecho 

adquirido alguno, en consideración a que el derecho que reclama, ha sido creado por el 

Gobierno Nacional hasta en los Decretos en cita, razón por la que no hacía parte de su 

patrimonio antes de la expedición del mismo, por lo tanto, no le ha sido arrebatado o 

vulnerado, pues es a partir de la creación de este concepto salarial y seguidos los 

lineamientos del ejecutivo como órgano competente en su expedición, que se entró a 

liquidar y a devengar este concepto. Hasta allí era una expectativa y empezó a formar 

parte de su patrimonio como lo previó el legislador, sin carácter de factor de salario para 

liquidar sus prestaciones sociales, así nació y así lo concertaron las partes, Rama Judicial, 

ASONAL y el ejecutivo, luego entonces, no se violó algún derecho adquirido y no hay 

lugar a cancelar diferencia prestacional alguna a título de Bonificación Judicial al 

funcionario judicial.  

  

Es por ello que el Gobierno Nacional no desconoce o lesiona los derechos reclamados, 

pues los derechos adquiridos son intangibles, y para el caso en estudio, la Bonificación 

Judicial creada en los Decretos 383 y 384 de 2013, fue el producto de una reclamación 

salarial a través del paro judicial, que hasta ese momento, era una mera expectativa o 

esperanza de obtener un derecho, susceptible de ser modificada discrecionalmente por el 

Gobierno Nacional y que a la postre, se configuró con la expedición de la norma 

precitada.    

  

4. DE LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  

 La parte actora en la demanda, solicita sea declarada la excepción de 

inconstitucionalidad, la cual, constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios 

públicos y a la jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, 

cuando se ven comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la 

aplicabilidad de una norma legal vigente, pero como la norma no señala cual es el juez 

competente para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción. 

 

La Corte Constitucional en la Sentencia de tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 

Expediente No. T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, frente a la 

excepción de inconstitucionalidad expresó que, si el Juez encuentra fundada “la demanda 

de inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo 

solicitó.  Al contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su 

eficacia jurídica, es decir, no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, 

siempre  que  no  se  le  oponga  la  excepción  de  inconstitucionalidad. El  objeto  de  la excepción 

no es pues la anulación,  sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido.” Y, agregó: la 

excepción sólo puede  imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino 

respecto de ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de la acción, la excepción de 

inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los 

tribunales ordinarios.”   

  

Esta posición jurisprudencial la reafirmó la Corte Constitucional en la sentencia de tutela 

T-150 de 19951.  

 
1  “…La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado:   
"El artículo 4º de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 de la 
codificación anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre cualquier otra norma 
jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y con efectos únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se 
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En consecuencia, se deduce, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus 

Seccionales, como autoridades administrativas, agentes del Estado y garantes del 

principio de legalidad, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a aplicar el 

derecho vigente al tenor literal de su redacción, dándole estricto cumplimiento, pues no 

tiene facultad para interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los Jueces en sus 

respectivos fueros, a través de sus sentencias, los que tienen esa potestad.   

  

Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta lo preceptuado por el Art. 3° del Decreto 383 

de 2013, por medio de la cual se adujo:  

  
“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional 

estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 

1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

…” (Subrayas propias).  

 
En los mismos términos está regulado en el artículo 2 del Decreto 384 de 2013. 

 

Tampoco le es dable a la Administración acceder a la inaplicación por 

inconstitucionalidad, pues al realizarlo se modificaría  el régimen salarial y prestacional 

de los servidores beneficiarios del Decreto 0383 de 2013 o del Decreto 0384 de 2013, 

competencia atribuible única y exclusivamente al Gobierno Nacional.  

 

Sumado a lo anterior, no se avizora vicio de constitucionalidad alguno en la disposición 

en cita que regula la Bonificación Judicial, toca vez que, como se indicó en el acápite 

anterior, variada y reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional ha admitido que 

resulta ajustado a la Constitución Nacional el que el Gobierno Nacional establezca que 

ciertos emolumentos salariales no tengan carácter salarial, pues ello es válido dentro de su 

libertad de configuración, máxime porque las condiciones en que fue creada tal 

Bonificación surgieron a partir de un acuerdo colectivo que el Gobierno hizo con las 

organizaciones sindicales de la Rama Judicial. 

  

De manera que no hay lugar a inaplicar por inconstitucional la expresión “constituirá 

únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud.", contenida en el artículo primero de los Decretos N° 

0383 y 0384 de 2013, en el entendido de que la bonificación judicial debe constituirse en 

factor salarial para todas las consecuencias legales que comporte, se debe destacar que la 

Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido del Decreto 383 

de 2013 y del Decreto 384 de 2013, en cumplimiento además de la formalidad consagrada 

en su artículo 3º y 2º, respectivamente, citado textualmente en párrafos anteriores, razón 

por la que solicito señor Conjuez, niegue las pretensiones de la demanda y confirme la 

legalidad de los actos administrativos enjuiciados, proferidos por la Dirección Seccional 

de Bogotá y Ejecutiva de Administración Judicial, de lo contrario estaría desacatando el 

ordenamiento legal vigente.  

  

Por otra parte, en la sentencia SU-132 de 2013, la Corte Constitucional señaló que la 

inaplicación por inconstitucionalidad es una herramienta se usa con el fin de proteger, en 

un caso concreto y con efecto ínter partes, los derechos fundamentales que se vean en 

riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía que, de forma clara y evidente, 

contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política.   

  

 
establezca la incompatibilidad entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de 
por medio la definición por vía general acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio 
de la providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia 
de acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular.” 
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Por tanto, la única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es 

cuando no son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en 

el presente caso, como quiera que los Decretos 383 y 384 de 2013, que crearon la 

Bonificación Judicial y regulan su liquidación están vigentes, y es en virtud del principio 

de legalidad contemplado en el artículo 6 de la Carta Política, que como autoridad 

debe acatarlos y cumplirlos, hasta tanto no haya sido anulada o suspendida estas normas 

en sus efectos por la Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo, máxime cuando de su 

lectura no se genera duda con respecto a la interpretación y alcance del mismo.     

  

En tal virtud, solicito no acceder a  las pretensiones de la demanda en el sentido de incluir 

en la liquidación de las prestaciones sociales de los beneficiarios de la Bonificación 

Judicial el valor por ésta reconocido como factor de salario (y la cual sólo se debe tomar 

para los aportes a los sistemas de salud y pensión) y que hoy surgen de la interpretación 

errada que el servidor judicial tiene de la norma, pues como autoridad administrativa y 

guardadora del principio de legalidad, a la Administración Judicial le corresponde acatar 

estrictamente el ordenamiento legal vigente, sin que le sea posible interpretarlo 

o inaplicarlo, en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros a través de sus 

sentencias los que tienen tal potestad  

  

Por lo anterior, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas por la parte 

demandante, toda vez que al hacerlo, comportaría la modificación del régimen salarial ya 

establecido en la ley por la autoridad competente, facultad que no nos está dada.  

  

IV. EXCEPCIONES  

1. DE LA VIOLACIÓN DE NORMAS PRESUPUESTALES DE RECONOCERSE LAS 

PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDANTE  

  

Es menester indicar que la Bonificación Judicial fue regulada sin carácter salarial para 

efectos prestacionales y que a la fecha los decretos que la reglamentan no han sido 

declarados nulos, es decir, siguen gozando de presunción de legalidad, por lo tanto es 

deber de la Dirección Ejecutiva y sus Direcciones Seccionales acatar sus regulaciones, pues, 

de llegar a reconocerse su carácter salarial para todos los efectos, como lo pretenden los 

actores, no solo se desconocerían tales decretos, sino que también se iría en directa 

contravía de las disposiciones de presupuesto, especialmente, de la prohibición contenida 

en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, 

que prevé:  

  
“ARTICULO 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán 

contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente 

para atender estos gastos.   

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados 

no sean desviados a ningún otro fin.   

  

En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta 

operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.   

  

En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en 

exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o por quien éste delegue, para 

comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con cargo a los recursos del crédito 

autorizados.   

  

Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el Presupuesto General de la 

Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será requisito esencial y previo la obtención de un 

certificado de viabilidad presupuestal, expedido por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se 

garantice la posibilidad de atender estas modificaciones.   
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Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará responsabilidad 

personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley 38/89, artículo 86, Ley 179/94, 

artículo 49).”  (Se resalta)  

  

Igualmente, podría desconocerse lo previsto en el Decreto 1068 de 20152, en su 

artículo 2.8.3.2.1. que establece:  

  
“Artículo 2.8.3.2.1. Disponibilidad y Registro Presupuestal Todos los actos administrativos que afecten las 

apropiaciones presupuestales, deberán contar con los certificados de disponibilidad previos que 

garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.  

  

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos no sean desviados a 

ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya 

lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.  

  

En consecuencia, no se podrán contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del 

saldo disponible, con anticipación a la apertura del crédito adicional correspondiente. o con cargo a recursos del 

crédito cuyos contratos no se encuentren perfeccionados, o sin que cuenten con el concepto de la Dirección General 

de Crédito Público y Tesoro Nacional para comprometerlos antes de su perfeccionamiento, o sin la autorización 

para comprometer vigencias futuras por el Consejo Superior de Política Fiscal, CONFIS o quien éste delegue. El 

funcionario que lo haga responderá personal y pecuniariamente de las obligaciones que se 

originen.” (se destaca)  

 
Lo anterior por cuanto no están incluidos en el presupuesto de la Rama Judicial los 

dineros que se requerirían para el pago de lo pretendido por la parte actora, lo cual 

obedece a que el rubro de gastos de personal está planeado y calculado, teniendo en 

cuenta las regulaciones vigentes que regulan los salarios, prestaciones y acreencias 

laborales de los empleados de la Rama Judicial, por lo que de ninguna manera pueden 

incluirse allí mayores costos para reconocer lo pretendido por la parte actora, en tanto, no 

resulta acorde con las previsiones de los Decretos 383 y 384 de 2013, que establecieron el 

carácter salarial de la Bonificación Judicial únicamente para efectos de aportes de 

Seguridad Social en pensiones y salud. 

  

Al respecto, la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Vladimiro Naranjo 

Mesa, en la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993, sostuvo que: “las normas orgánicas del 

presupuesto regulan y limitan la actividad de las diferentes entidades y órganos del Estado, tanto en 

los actos que pueden realizar en el ejercicio de sus funciones que conllevan ejecución presupuestal, 

como en las formalidades y requisitos que deben cumplir. De tal suerte que todos los actos  

administrativos que afecten el presupuesto respectivo, tendrán que contar con el certificado de 

disponibilidad presupuestal en los términos de la Ley 38 de 1989 y 179 de 1994 orgánicas de 

presupuesto.” (Subrayas fuera de texto).  

  

Adicionalmente, reconocer las pretensiones que reclama la parte actora sin la autorización 

presupuestal requerida, implicaría que el ordenador del gasto estuviera inmerso en 

actuaciones de tipo disciplinario como las consagradas en la Ley 734 de febrero 5 de 2002, 

que en sus artículos 22 y 232.  

   

2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO  

 El Artículo 61 del C.G.P. determina:   

  

 
2“ARTÍCULO 22. GARANTÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, 
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia 

y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará 

las prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, 
establecidos en la Constitución Política y en las leyes.    

ARTÍCULO 23. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la 

sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de 

inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 

exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento (…)”.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0179_1994.html#49
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2002/ley_0734_2002.html#28
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“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse 

sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición 

legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en 

dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere 

así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a 

quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 

dispuestos para el demandado.  

 En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la 

citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 

dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término.  

   

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá 

sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.  

  

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin 

embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si 

emanan de todos.  

  

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, 

podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.”  

  

Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia, 

conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 

Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial 

y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 

fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 

oficiales.  

  

En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 

mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 

de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial. 

  

De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar 

los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 

exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución y 

la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte 

funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 

Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 

administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, 

de acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos 

de salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera anual 

en cada tabla de salarios.  Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de estos actos 

hoy demandados está en cabeza del ejecutivo.  

  

Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los Decretos que 

regularon la Bonificación Judicial y que de plano el Conjuez podría negar la vinculación 

del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las demás entidades mencionadas, debido 

a que los actos sobre los cuales se va a ejercer control de legalidad fueron expedidos por la 

Dirección Ejecutiva o Dirección Seccional de Administración Judicial, en caso de una 

eventual condena, se debe tener en cuenta la imposibilidad material de la Nación – Rama 

Judicial de reconocer los derechos ahora reclamados, como se indicó en el anterior 

numeral, pues debe considerarse que en atención a lo dispuesto por el artículo 71 del 

Decreto 111 de 1996, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, ninguna autoridad 
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podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de gasto sobre apropiaciones 

inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las pretensiones de la demanda si 

está vinculada la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de paso se daría la 

orden a dicha cartera para que se hiciera la apropiación a favor de la Rama Judicial y así 

pagar la condena correspondiente sin que a futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos 

por la falta de pago debido a que dicho Ministerio no hace el giro de los dineros 

suficientes para el rubro de sentencias y de gastos de personal. 

 

Adicionalmente, resulta necesario tener en cuenta el auto proferido por el Tribunal 

Administrativo de Nariño – Sala de Conjueces, Exp. 2016-00375, Dte: Leonel Díaz Mora, 

en audiencia inicial celebrada el 27 de julio de 2018, en el cual aceptó el llamamiento en 

garantía de la Nación – Presidencia de la República, Nación – Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, bajo el 

argumento que estas entidades podrían eventualmente verse perjudicadas o beneficiadas 

con la decisión que se tomara en el caso correspondiente a las reclamaciones salariales allí 

pretendidas.  

  

Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de vincular a las entidades solicitadas.  

  

Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS 

CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 

representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE 

HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por 

el doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director.  

  

3. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI.  

 Por mandato expreso de los Decretos 383 y 384 de 2013, la bonificación judicial no tiene 

carácter salarial para efectos prestacionales, sino únicamente para Seguridad Social en 

salud y pensiones, lo que significa que dicho emolumento no constituye factor de salario 

para la liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones, auxilio de 

cesantía y bonificación por servicios prestados, y en ese sentido, a la actora no le asiste 

causa para reclamar por vía judicial las declaraciones planteadas en el libelo 

introductorio.  

  

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se encuentra ceñida al ordenamiento 

jurídico y viene dando estricto cumplimiento a las normas que rigen al interior del 

Régimen Salarial y prestacional de los servidores públicos, con el único propósito de 

generar certeza y seguridad jurídica dentro del sistema normativo, por tanto, no es 

posible producir efectos jurídicos de carácter particular contrariando disposiciones 

vigentes que regulan la materia objeto de controversia.  

 

 

4. PRESCRIPCIÓN  

 En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto 

3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en este decreto 

prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El 

simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual.”  

  

En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales 

pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto 

debe tenerse en cuenta la fecha en que el demandante radicó la petición ante la Seccional, 

razón por la cual, las sumas reclamadas con anterioridad a esta fecha se encuentran 

prescritas.  
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Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que 

reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente, 

situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama 

Judicial, sino que por el contrario se sanciona haber dejado transcurrir dicho tiempo no 

solo de la petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la 

presentación de la demanda. Por lo tanto, solicito honorable Juez declare probada esta 

excepción.    

  

5. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto es, 

“sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”.  

  

V. PRUEBAS 

 Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que 

considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes 

administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de 

petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de 

servicios de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos 

nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a través 

de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el Juez 

de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada.  

  

Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran 

dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados 

por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal 

oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se 

considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda.  

    

ANEXOS. 

1. Poder otorgado al suscrito por la señora Directora Seccional de Administración Judicial  

2. Resolución, del Consejo Superior de la Judicatura - Sala Administrativa -  “Por medio 

del cual se hace un nombramiento”. 

3. Acta de Posesión.  

4. Fotocopia Cédula de Ciudadanía. 

5. Certificación, expedida por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.  

 

NOTIFICACIONES 

- En la Secretaría del Tribunal o en el Área Jurídica de la Dirección Seccional de 

Administración Judicial del Valle del Cauca, ubicada en la carrera 10 No 12 – 15, Piso 17, 

teléfono 8986868, en Santiago de Cali.  Tel 8986868 ext. 1404 y 1409 

 

- Correo electrónico dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

  

Del  Honorable Juez, 
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